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	1. ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD Y CONSULTAS JUDICIALES INGRESADAS




	EXPEDIENTE
	RECURRENTE
	FECHA INGRESO


	NORMA IMPUGNADA

	11-9743-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Filemón Ponce Paniagua
	02-08-11
	MULTAS DE TRANSITO

-Artículos 154 párrafo segundo, 221 párrafo primero de la Ley de Tránsito.

Las normas establecen que todo dueño de vehículo que pretenda participar en una licitación, deberá cancelar todas las multas de su vehículo, aún cuando no se les haya dado debido proceso. 



	11-9752-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Rafael Angel Fallas
	03-08-11
	MULTA POR RESTRICCION VEHICULAR

-Articulo 136 inciso g) de la Ley de Tránsito.

La norma impugnada establece una multa por infringir la restricción vehicular, que a juicio del recurrente es desproporcionada. 



	11-9764-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	José Manuel Ortíz Durman
	03-08-11
	MULTA POR NO TENER REVISION TECNICA

-Artículos 71 bis inciso d) y 132 inciso ñ) de la Ley de Tránsito. 

Sanción por no tener revisión técnica, es además de una multa, el rebajo de los puntos de la licencia. 



	11-9765-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Luis Angel Delgado González

COOPEPUERTO R.L.


	03-08-11
	SERVICIO DE PORTEO

- Artículos 1, 2 y 3 además de los transitorios: primero, segundo y tercero de la Ley 8955. Reforma la Ley N° 3284 "Código de Comercio ", del 30 de abril de 1964, y la Ley N° 7969 "Ley Reguladora del Servicio Público de Transporte Remunerado de Personas en Vehículos en la modalidad de Taxi " del 22 de diciembre de 1999.  Publicada en La Gaceta del 07-07-2011

Se impugnan los requisitos para la acreditación de los porteadores, los cuales están condicionados a la autorización de una autoridad pública. 



	11-9788-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Dennis Rodríguez Cadena
	03-08-11
	DERECHOS DEL TRABAJADOR EN CASOS DE UN ACCIDENTE DE TRABAJO

-Artículo 218 del Código de Trabajo último párrafo.

La norma impugnada señala que “El trabajador al que le ocurra un riesgo del trabajo tiene derecho a las siguientes prestaciones: e) Readaptación, reubicación y rehabilitación laboral que sea factible otorgar, por medio de las instituciones públicas nacionales especializadas en esta materia, o extranjeras, cuando así lo determine el ente asegurador o, en su caso, lo ordene una sentencia de los tribunales. 


	11-9814-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	José Ramón Gómez Calvo
	04-08-11
	CASACIÓN EN DESAHUCIOS

-Artículos 162, 165 y 591 del Código Procesal Civil.

-Artículo 61 de la Ley de Jurisdicción Agraria. No. 6734 del 29-03-82

-Acuerdo 15-95, artículo XXVII de Corte Plena

Se limita el recurso de casación en los casos de desahucios agrarios, lo que a juicio del recurrente no fue lo que el legislador quiso establecer. 



	11-9818-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Oscar Bejarano Coto

Piñares de Santa Clara S.A.
	04-08-11
	JURISPRUDENCIA DE LA SALA SEGUNDA SOBRE FUERO SINDICAL

-Sentencias 240-11, 239-11 y 369-11 de la Sala Segunda.

-Artículos 363 y 368 del Código de Trabajo

La jurisprudencia interpreta que no se puede despedir trabajadores que formen parte de un sindicato o asociación, tenga o no condición de representante. 



	11-9832-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Alberto Eduardo Jiménez Ulloa

Bodegas del Este S.A.


	04-08-11
	MULTAS AUTOMATICAS EN PROCESOS DE CONTRATACION DEL ICE

-Artículos 107, 108 y 109 del Reglamento de Contratación Administrativa del Instituto Costarricense de Electricidad. Aprobado por el Consejo Directivo, artículo 5 inciso a), sesión 5931 del 2-12-2010. 

-Artículo 41 del Decreto Ejecutivo35148-MINAET. Reglamento al artículo 11 de la Ley de Fortalecimiento y Modernización de las Entidades Públicas del Sector de Telecomunicaciones. Ley 8660.

-Artículo 47 del Decreto Ejecutivo 33411 del 27-09-2006.

Las normas regulan las multas automáticas en procesos de contratación con el ICE, sin que se le de al administrativo debido proceso. 



	11-9846-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Jorge Luis Mata Sánchez

Compañía de Inversiones Costarricenses Sarchí S.A.


	04-08-11
	PROCESO DE ADMINISTRACIÓN Y REORGANIZACIÓN DE LA EMPRESA

-Artículo 709 del Código Procesal Civil. 

La norma regulan el procedimiento para acogerse al proceso de administración y reorganización de su empresa con intervención judicial y pone como condición no acogerse a un convenio preventivo. Lo anterior, a juicio del accionante, carece de razonabilidad. 



	11-9873-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Maureen Clarke Clarke 
	05-08-11
	LIMITE A PERMISOS SIN GOCE DE SALARIO EN LA MUNICIPALIDAD DE SAN JOSE

-Artículo 145 del Código Municipal. Ley No. 7794

-Artículo 67 del Reglamento Autónomo de Organización y Servicio de la Municipalidad de San José, número 472 del 26-08-97

La Municipalidad de San José da los permisos sin goce de salario por un máximo de un año, lo que a juicio de la accionante es inconstitucional, pues la limita para efectos de ocupar otro cargo público. 



	11-9889-0007-CO 

Consulta Judicial


	Juzgado Contravencional del I Circuito Judicial de San José


	05-08-11
	SANCION A VENDEDORES DISPUESTA EN LA LEY DE FUMADO

-Artículo 7 de la Ley de Regulación del Fumado.

Sanción que se impone al vendedor de cigarrillos, en caso de que la cajetilla no tenga la advertencia de que el cigarrillo es nocivo para la salud, pues la infracción se encuentra establecida en otra norma. 

 

	11-9955-0007-CO

Consulta Judicial


	Tribunal de Casación Penal de Santa Cruz
	08-08-11
	COMISO EN CASOS DE CONDUCCIÓN TEMERARIA

-Artículo 110 del Código Penal. 

El delito produce la pérdida en favor del Estado de los instrumentos con que se cometió y de las cosas o valores provenientes de su realización, o que constituyan para el agente un provecho derivado del mismo delito salvo el derecho que sobre ellos tengan el ofendido o terceros. Se consulta sobre la constitucionalidad del comiso en los delitos de conducción temeraria contemplados en el artículo 254  bis del Código Penal. 



	11-9987-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Patricia Mercedes Chacón Muñoz
	08-08-11
	MULTAS EN MATERIA DE TRANSITO

-Artículo 131 de la Ley de Tránsito

Se acusa que el monto de las multas que impone la ley no es razonable, ni proporcional con la realidad de muchos trabajadores. 



	11-10036-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	William Quirós Madrigal
	09-08-11
	SUSPENSION DE PENSIÓN POR INVALIDEZ

-Artículo 21 párrafo último del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense del Seguro Social. 

Se suspende la  pensión por invalidez en caso de que la persona vuelva a trabajar.



	11-10081-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Carlos Alberto Agüero Alfaro
	10-08-11
	DELITOS CONTRA EL HONOR

-Artículos 145, 146, 147 incisos 1) y 2) y 149 del Código Penal.

Se acusa que las normas impugnadas sancionan con días multa convertible en arresto en caso de no pagar la multa, por comunicar opiniones y difundir información de interés público. 



	11-10189-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Erick Ulate Quesada

Asociación de Consumidores de Costa Rica
	12-08-11
	COMITES DE REGULACION Y SUPERINTENDENCIAS DE ENERGIA, AGUA Y TRANSPORTE

-Acuerdos de Junta Directiva de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos 003-15-2010 de 1a sesión 015-2010 del 15 de abril de 2010, publicado en e1 Diario Oficial La Gaceta N" 84 del 03 de mayo de 2010; 0l0·020—2010 de la sesión 020-2010 del 20 de julio de 2010, publicado en e1 Diario Oficial La Gaceta N" 151 del 05 de agosto de 2010; 002-039-2010 de la sesión extraordinaria 039-2010 del 04 de octubre de 2010, publicado en e1 Diario Oficinal la Gaceta N° 203 del 20 de octubre de 2010 (Adiciona el Transitorio I1 del RIOF); articulo 3 de la sesión 021-2011 del 30 de marzo del 2011 publicado en e1 Diario Oficial la Gaceta N° 79 Alcance N° 24 del 26 de abril de 2011 (Modifica el Transitorio I1 del RIOF) y los artículos 33, 34 1.D), 1.E), 1.F) 1.H), 1.N), 2.D); Articulo 35; Articulo 36. 1.1*), 1.G), 1.H), 1..1), 1.0), 2.D); Articulo 37; Articulo 38. 1.C), LE), LF), 1.G), 1.H), 1.L), 1.M), 1.N), 1.0), 1.U), 2.D) del Reglamento Interno de Organización y Funciones de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos y sus Órganos Desconcentrados y Acuerdos Conexos.

Se impugnan los acuerdos de Junta Directiva y normas del Reglamento Autónomo de Organización de la ARESEP  que crean el Comité de Regulación y las Superintendencias de Agua, Energía y Transporte por quebrantar e1 Principio Democrático, la función de la dirección política de 1a Asamblea Legislativa y los  artículos 46 de la Constitución, el Principio de Legalidad, artículos 11 y 129 de 1a Constitución, los artículos 11, 28121.20 y 188 de la Constitución y e1 Principio de Libertad y de Reserva de ley. Se acusa que los procedimientos tarifarios y sancionatorios no se determinar por Reglamento que lo haga el Comité de Regulación. 



	11-10225-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Carlos Manuel Navarro Pereira
	12-08-11
	DERECHO A RECIBIR SALARIO Y PENSION

-Articulo 31 de la Ley No. 7302 "Ley de Creación del Régimen General de Pensiones con cargo al Presupuesto Nacional.

-Artículos 47, 48, 49, 50 y 51 del Decreto Ejecutivo N° 33080-MTSS-H (modificado

mediante Decreto N° 34869-MTSS-H del 23 de octubre de 2008) del 26 de abril

del 2006, que es el reglamento a la Ley 7302. 

-Artículo 6 Ley N° 7268. 

-Artículo 76, 77 y 78 de la Ley N° 7531 (reformada por la Ley N° 8721). 

-Artículos  60, 61, 62, 63 y 64 del Reglamento General del Régimen de Capitalización Colectiva del Sistema de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional.

Las normas impugnadas no permiten que los pensionados del Magisterio reciban salario y pensión. 



	11-10227-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Manrique Constenla Umaña

POLYMER S.A.
	12-08-11
	TRATAMIENTO FISCAL DE LOS PRECIOS DE TRANSFERENCIA, SEGÚN EL VALOR NORMAL DE MERCADO

-Directriz número 20-03 del 10 de junio del 2003, denominada “Tratamiento Fiscal de los Precios de Transferencia, Según el Valor Normal de Mercado”, emitida por la Dirección General de Tributación Directa. 

El objetivo de la Directriz es la correcta interpretación de lo relativo a los artículos 8 y 12 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios y señala que cualquier transacción comercial entre partes, debe ser realizada a valor normal de mercado. Considera que la potestad de modificar la base imponible se debe hacer por ley, pues la modifica al considerar que lo pactado entre partes no se ajusta a los valores normales del mercado. 



	11-10242-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Víctor Manuel Corrales Castro 
	12-08-11
	PROPINA

-Artículo 4 de la Ley que crea el Derecho de Propina a los Trabajadores en los Restaurantes. Número 4946.

La norma señala que los patronos no deberán participar del beneficio de la propina y no deberán impedir o interferir en el cobro legal de la misma, por parte de sus trabajadores. Cualquier suma que por ese concepto, deje de percibir el trabajador por causa imputable a patrono se considerará como una deuda de éste con aquél. Con relación al monto se le aplicarán al patrono las mismas disposiciones y sanciones que el Código de Trabajo establece para todo lo relacionado con el salario. El recurrente considera que no es propina y que no debe considerarse para efectos de pagos de cuotas obrero patronal a la CCSS.



	11-10300-0007-CO

Consulta Legislativa


	Presidencia de la Asamblea Legislativa
	16-08-11
	INTEGRACION CINEMATOGRAFICA

Aprobación de la Adhesión de la República de Costa Rica al Convenio de Integración Cinematrográfica Iberoamericana. Expediente Legislativo número 18002



	11-10313-0007-CO

Consulta Legislativa


	Presidencia de la Asamblea Legislativa
	16-08-11
	DESAPARICIONES FORZADAS

Aprobación de la Convención Internacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas. Expediente Legislativo número 17.528



	11-10316-0007-CO

Consulta Legislativa


	Presidencia de la Asamblea Legislativa
	16-08-11
	ASISTENCIA MUTUA EN MATERIA PENAL

Aprobación de la Convención Interamericana sobre Asistencia Mutual en Materia Penal. Expediente Legislativo número 17.126



	11-10317-0007-CO

Consulta Legislativa


	Presidencia de la Asamblea Legislativa
	16-08-11


	INTERCAMBIO TRIBUTARIO CON ARGENTINA

Aprobación del Acuerdo para el Intercambio de Información en Materia Tributaria entre la República de Argentina y la República de Costa Rica. Expediente Legislativo número 17.832



	11-10346-0007-CO

Consulta Legislativa


	Presidencia de la Asamblea Legislativa
	17-08-11
	TRATADO DEL MERCADO ELECTRICO DE AMERICA CENTRAL

Aprobación del Segundo Protocolo al Tratado Marco del Mercado Eléctrico de América Central. Expediente Legislativo número 16.971



	11-10347-0007-CO

Consulta Legislativa


	Presidencia de la Asamblea Legislativa
	17-08-11
	ACUERDO SOBRE ADPIC

Aprobación del Protocolo por el que se enmienda el Acuerdo sobre los ADPIC. Expediente Legislativo número 16.947



	11-10275-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Emilia Ramírez Alfaro
	16-08-11
	ASISTENCIA OBLIGATORIA A LAS ASAMBLEAS DEL COLEGIO DE INGENIEROS QUIMICOS

-Artículo 14 inciso b) de la Ley 8412, denominada Ley del Colegio de Ingenieros Químicos y Profesionales Afines Y Ley Orgánica del Colegio de Químicos de Costa Rica. Publicada en La Gaceta número 109 del 04-06-2004.

-Decreto Ejecutivo número 35695-MINAET. Reglamento al Título I de la Ley Orgánica del Colegio  de Ingenieros Químicos y Profesionales Afines de Costa Rica. Publicado en La Gaceta numero 17 del 26-01-10.

 

Las normas impugnadas obligan a los afiliados al Colegio de Ingenieros Químicos y Profesionales afines, a participar en las asambleas y penalizan la inasistencia con multa, además restringen las causales que pueden justificar tal inasistencia. 



	11-10289-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Ivan Rodríguez Chacón

Transportes Tico Viajes S.A.
	16-08-11
	SERVICIO ESPECIAL ESTABLE DE TAXI

-Transitorio I de la Ley 8955. Reforma la Ley N° 3284 "Código de Comercio ", del 30 de abril de 1964, y la Ley N° 7969 "Ley Reguladora del Servicio Público de Transporte Remunerado de Personas en Vehículos en la modalidad de Taxi " del 22 de diciembre de 1999.  Publicada en La Gaceta del 07-07-2011.

Requisitos para el otorgamiento de permisos especiales, pues desaparece por completo la actividad de porteo y se desconocen los derechos adquiridos que tenía este grupo. 



	11-10329-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Haydee Vega Barrios
	17-08-11
	NOMBRAMIENTO DE INTERINOS EN PLAZAS VACANTES

-Decreto Ejecutivo número 36320-MP-MTSS que adiciona un segundo párrafo al artículo 11 del Reglamento al Estatuto del Servicio Civil. Publicado en La Gaceta del 22-12-2010.

La norma permite que los interinos que ocupen un puesto vacante por un año, integren la terna para el otorgamiento de la plaza en propiedad. La recurrente señala que esto no se permite a los docentes que regula el título primero de la norma. 



	11-10479-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Fernando Fennell Montoya 
	19-08-11
	RECURSO DE APELACION EN LEY DE CASACION PENAL

-Ley de Apertura de Casación Penal. No. 8503

Se cuestiona que el recurso de apelación de sentencias, establecido en la ley es excesivamente exigente, extraordinario, limitado, complejo.



	11-10444-0007-CO

Consulta Judicial


	Tribunal de Casación Penal del II Circuito Judicial
	18-08-11
	RECURSO DE REVISIÓN

Se consulta la inexistencia de una ley de ejecución de sanciones penales para adultos, la inexistencia de penas alternas a la prisión para personas indígenas, la falta de desarrollo legislativo del artículo 10 del Convenio 169 de la OIT y la no consideración de dicha condición o de un peritaje cultural-antropológico para la imposición de la sanción a personas indígenas ni la previsión de su resocialización. Exp. 04-000002-057-PE (4)



	11-10478-0007-CO

Consulta Judicial


	Juzgado Penal de Hacienda y la Función Pública-Segundo Circuito Judicial de San José


	19-08-11
	INFLUENCIA CONTRA LA HACIENDA PÚBLICA

-Artículo 57 de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública. No. 8422

La norma señala que “serán penados con prisión de dos a ocho años, el funcionario público y los demás sujetos equiparados que, al intervenir en razón de su cargo, influyan, dirijan o condicionen, en cualquier forma, para que se produzca un resultado determinado, lesivo a los intereses patrimoniales de la Hacienda Pública o al interés público, o se utilice cualquier maniobra o artificio tendiente a ese fin”. El juez estima que la norma no determina de manera clara y precisa la conducta. Exp. 08-000930-569-PE



	11-10529-0007-CO

Conflicto de Competencia


	Horacio Alvarado Bogantes

Alcalde de la Municipalidad de Belén


	19-08-11
	CONFLICTO DE COMPETENCIA ENTRE LA MUNICIPALIDAD DE BELEN Y LA MUNICIPALIDAD DE ALAJUELA

El conflicto se genera por divergencias limítrofes, por cuanto la Municipalidad de Alajuela no ha respetado lo acordado por ambas municipalidades y lo establecido por el Instituto Geográfico Nacional, sobre la interpretación de límites. Por ello, acusa que se están dando problemas en los cobros de impuestos de bienes inmuebles, aplicación del Plan Regulador y los  permisos de construcción.



	11-11600-0007-CO

Consulta Legislativa


	Danilo Cubero Corrales y otros
	22-08-11
	IMPUESTO A PERSONAS JURIDICAS

-Impuesto a Personas Jurídicas. Expediente Legislativo número 16.306



	11-10633-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Evangelina Pérez Morera
	23-08-11
	PENSIONES PARA VIUDAS

-Artículo 20 inciso d) del Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte de la CCSS.

La norma impugnada señala que el pago de la pensión termina cuando: d) El matrimonio o la unión libre de los beneficiarios de pensión en caso de muerte, salvo cuando el beneficiario se encuentre inválido, situación esta última que quedará sujeta a la calificación y comprobación de los hechos que hará la Caja, mediante los cuales se deberá determinar que la pensión otorgada, continúe cubriendo al menos un 50% de las necesidades básicas del beneficiario. En el caso concreto le fue eliminada la pensión a la viuda. 



	11-10641-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	María Bettina López
	23-08-11
	REQUISITOS PARA ACOGERSE A LA PENSIÓN POR VIUDEZ

-Artículo 9 inciso 2) del Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte de la CCSS, emitido en febrero de 1995, que es el mismo artículo del mismo Reglamento emitido en el 2005. 

La norma señala que tiene derecho a pensión por viudez: La compañera o compañero económicamente dependiente del asegurado fallecido que al momento de la muerte haya convivido al menos un año con él o ella. El beneficio procederá cuando la convivencia sea continua, exclusiva, bajo el mismo techo del asegurado o asegurada del o de la causante, en condiciones de cooperación y mutuo auxilio, según calificación y comprobación de los hechos que hará la Caja. Se exceptúa del derecho a pensión al cónyuge, compañero o compañera sobreviviente del asegurado fallecido, cuando es declarado autor o cómplice de la muerte del asegurado en sentencia judicial. En el caso concreto se otorga la pensión a la conviviente de hecho y no a la esposa. 



	11-10687-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Boris Paniagua Castro
	
	NOMBRAMIENTO DE JEFATURAS EN LA CCSS

-Aprobación del Transitorio para el nombramiento en propiedad de Jefaturas Administrativas de la Caja Costarricense de Seguro Social. Publicado en La Gaceta 135 del 13 julio del 2011.

Acusa que el transitorio pretende nombrar en propiedad a las personas que actualmente ocupan puestos de jefatura en forma directa, sin concurso previo. 



	11-10751-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Fernando Naranjo Villalobos

Gerente General del Banco Nacional de Costa Rica


	25-08-11
	CONVENCION COLECTIVA DEL BANCO NACIONAL DE COSTA RICA

-Artículo 34 de la sexta Convención Colectiva del Banco Nacional de Costa Rica.

Permite pagar un límite hasta de 25 meses de cesantía a ciertos funcionarios.



	11-10790-0007-CO

Consulta Legislativa


	Presidencia de la Asamblea Legislativa
	25-08-11
	MODIFICACION AL CONVENIO DE ORGANIZACIÓN LATINOAMERICANA DE ENERGIA

Proyecto de «Aprobación de las Modificaciones al Convenio que establece la Organización Latinoamericana de Energía (OLADE), adoptadas durante la XXXVIII reunión de Ministros, en Medellín, Colombia, el 30 de noviembre de 2007». Expediente Legislativo número 17.585. 



	11-10793-0007-CO

Consulta Legislativa


	Presidencia de la Asamblea Legislativa
	25-08-11
	INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN TRIBUTARIA ENTER COSTA RICA Y FRANCIA

Proyecto de «Aprobación del Canje de notas y su anexo sobre el Acuerdo entre el Gobierno de la República Francesa y el Gobierno de la República de Costa Rica para el Intercambio de Información Referente a Asuntos Tributarios». Expediente Legislativo número  18.043.



	11-10794-0007-CO

Consulta Legislativa


	Presidencia de la Asamblea Legislativa
	25-08-11
	ACUERDO DE ASOCIACION ENTRE COSTA RICA Y PANAMA

Proyecto de «Aprobación del Acuerdo de Asociación entre la República de Costa Rica y la República de Panamá». Expediente Legislativo número  17.621. 

	11-10898-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Ezzio López Barrantes 

Secretario General del Sindicato de los Empleados del INVU


	29-08-11
	SELLO UNICO EN PLANOS POR PARTE DEL COLEGIO DE INGENIEROS

- Decreto Ejecutivo número 36550-MP.MIVAH-S-MEIC. Publicado en La Gaceta número 117 del 17-06-2011. Reglamento para el Trámite de Revisión de Planos para la Construcción.

Señala que la ley asigna a la Dirección de Urbanismo la obligación de ejercer, vigilancia y autoridad para el debido cumplimiento de las normas de interés nacional; sin embargo ahora el Decreto impugnado pasa esa función al Colegio de Ingenieros y Arquitectos, delegando una función pública a un ente privado.



	11-10962-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Edgar Cárdenas Díaz
	29-08-11
	ACTOS DEL COLEGIO DE INGENIEROS

-Actos subjetivos de la Junta Directiva del Colegio de Ingenieros y Arquitectos de Costa Rica. 

Se impugna sanción impuesta por el Colegio de Ingenieros, sin que esté expresamente determinada en el reglamento. 



	11-10973-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Alexander López Camacho y otro
	30-08-11
	SANCIONES DE TRANSITO POR ESTACIONARSE EN CALZADA

-Artículos 133 inciso h) y 71 bis inciso e) de la Ley de Tránsito.

Considera el recurrente que la sanción de multa y pérdida de puntos por estacionarse en la calzada es desproporcional e irrazonable.



	11-11002-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Yuribeth Méndez Castro

Asociación Cámara de Porteo FENAPO


	30-08-11
	PORTEO

-Artículo 323 del Código de Comercio. Adicionado por el artículo 1 de la Ley 8955 del 03 de junio del 2011. Publicado en La Gaceta del 07 de julio del 2011.

Acusa que la norma impide la actividad del porteo, pues no se permite el transporte en vehículos automotores. 



	11-11030-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Guillermo Alonso Guzmán

Partido Curridabat Siglo XXI


	30-08-11
	MULTAS POR EL RECIBO DE CONTRIBUCIONES IRREGULARES

-Artículo 288 del Código Electoral.

La norma señala que se impondrá multa equivalente al doble del monto recibido por una contribución irregular: c)        Al partido político que reciba contribuciones en contravención del artículo 128 de este Código. Considera el recurrente que la multa no es racional ni proporcional.



	11-11064-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Guillermo Ureña Ramírez
	31-08-11
	CONVENCION COLECTIVA DEL INS

- Artículo 2 párrafo tercero de la Convención Colectiva del INS.

Se excluye de la Convención Colectiva a los trabajadores ocasionales, los que se contraten por tiempo determinado u obra fija, salvo que la prestación del servicio exceda de un año ininterrumpido. 



	11-11065-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Manuel Ballestero Peralta
	31-08-11
	CANON QUE SE COBRA EN TERRENOS UBICADOS EN ZONA MARITIMO TERRESTRE

-Artículo 48 párrafo segundo de la Ley de la Zona Marítimo Terrestre. No. 6043 del 02 de marzo de 1977. Publicada en la Gaceta número 52 del 16-03-1977.

-Artículo 49 párrafo primero del Reglamento a la Ley de la Zona Marítimo Terrestre, Decreto numero 7841 publicado en la Gaceta número 20 del 27-01-1978.

El canon anual por la ocupación de terrenos ubicados en zona marítimo terrestre oscila entre el 2% y 5% de acuerdo con los usos de cada parcelas y avalúos de Tributación. 



	11-11071-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Héctor Ledezma Rojas
	31-08-11
	SANCIONES POR FALTA DE SILLAS PARA NIÑOS

-Artículo 130 inciso d) de la Ley de Tránsito

La norma señala que se impondrá una multa de un salario base mensual correspondiente al “Auxiliar administrativo 1” que aparece en la relación de puestos del Poder Judicial, de conformidad con la Ley del presupuesto ordinario de la República, aprobada en el mes de noviembre anterior a la fecha en que se cometa la infracción de tránsito, sin perjuicio de las sanciones conexas: d) Al conductor de todo vehículo que contravenga lo establecido en los párrafos tercero y cuarto del artículo 80 de esta Ley, que se refiere al uso de dispositivos de seguridad para personas menores de edad.



	11-11080-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Alvaro Arias Gutiérrez
	31-08-11
	EDAD DE PENSIONARSE EN LA CCSS PARA HOMBRES Y MUJERES

-Artículo 5 del Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense del Seguro Social. 

Se acusa que la norma impugnada exige edades diferentes para pensionarse a hombres (62) y mujeres (60). 



	11-11093-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	María Libeth Méndez Pérez
	31-08-11
	SANCION POR PARQUEAR EN LUGARES NO ADECUADOS

-Artículo 126 de la Ley de Tránsito

Salvo que se proceda en virtud de permiso escrito, dado con anterioridad por la Dirección General de Ingeniería de Tránsito, es prohibido clausurar, total o parcialmente, las vías públicas o usarlas para fines distintos a los de la circulación de peatones o vehículos. Del mismo modo, se prohíbe ocupar las vías públicas urbanas y suburbanas. Se acusa que además de una suma económica alta, se la sancionó con bajarle las placas. 




	2. ACCIONES Y CONSULTAS JUDICIALES VOTADAS




	EXPEDIENTE
	FECHA DE VOTACION


	PARTE DISPOSITIVA

	11-007085-0007-CO

Voto 2011-010109
	03-08-11
	A las quince horas con once minutos. Acción de Inconstitucionalidad. John Claudio Blanco Pérez en contra de los artículos 149, 154, 71 bis inciso e) en relación con el artículo 131 inciso b) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres. Se rechaza de plano la acción.-

	11-007518-0007-CO

Voto 2011-010110
	03-08-11
	A las quince horas con doce minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Fiorella Hidalgo Quirós en contra del artículo 12 punto a) del Reglamento del Seguro de Salud de la Caja Costarricense del Seguro Social. Se rechaza de plano la acción.-

	11-007880-0007-CO

Voto 2011-010111
	03-08-11
	A las quince horas con trece minutos. Acción de Inconstitucionalidad. José Francisco Masís Mata en contra del acto administrativo dictado por el Colegio de Abogados. Se rechaza de plano la acción.-

	11-008708-0007-CO

Voto 2011-010113
	03-08-11
	A las quince horas con quince minutos. Acción de Inconstitucionalidad. RONALD FRANCISCO CARMONA GONZÁLEZ en contra de LOS ARTÍCULOS 6 Y 12 DE LA LEY DE NOTIFICACIONES, CITACIONES Y OTRAS COMUNICACIONES JUDICIALES, LEY 7637. Se rechaza por el fondo la acción.- 

	11-007917-0007-CO

Voto 2011-010114
	03-08-11
	A las quince horas con dieciséis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Francisco Bolaños Montero en contra del artículo 162 párrafo primero de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres. Se rechaza por el fondo la acción.-

	11-008126-0007-CO

Voto 2011-010115
	03-08-11
	A las quince horas con diecisiete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Manuel Morales  Rodenhausen en contra del artículo 10 de la Ley N° 4284 de 16 de diciembre de 1968. Se rechaza por el fondo la acción.-



	11-006626-0007-CO

Voto 2011-010119
	03-08-11
	A las quince horas con veintiún minutos. Acción de Inconstitucionalidad. José María Moreira Bejarano en contra de los artículos 547, 554 y 556 del Código Civil y numeral 936 del Código Procesal Civil. Se rechaza de plano la acción.-

	11-009492-0007-CO

Voto 2011-010120
	03-08-11
	A las quince horas con veintidós minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Nelson Ramírez Ramírez en contra de los ARTÍCULOS 71, 136 INCISO G), 152 Y 153 DE LA LEY DE TRÁNSITO POR VÍAS TERRESTRES Y CONTRA LA RESOLUCIÓN 5507-2010-SJ DE LA UNIDAD DE IMPUGNACIÓN DE BOLETAS DE CITACIÓN DEL CONSEJO DE SEGURIDAD VIAL. Se rechaza de plano la acción.-

	11-006232-0007-CO

Voto 2011-010121
	03-08-11
	A las quince horas con veintitrés minutos. Acción de Inconstitucionalidad. César Hines Céspedes en contra de la jurisprudencia de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia respecto de la interpretación del artículo 71 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, y de la validación en sede judicial de la prueba obtenida por el órgano administrativo durante la substanciación del procedimiento disciplinario. Se rechaza por el fondo la acción.-

	11-004638-0007-CO

Voto 2011-010160
	03-08-11
	A las dieciséis horas con dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. ASOCIACIÓN DE DESARROLLO INTEGRAL DE LAS VEGAS DE ACOSTA, inscrita en el Registro Público de Asociaciones de Desarrollo de la Comunidad a Tomo 60 Folio 47 Asiento 20676, contra  la Ley N° 16 de 30 de setiembre de 1922. Se rechaza de plano la acción.-

	11-007924-0007-CO

Voto 2011-010170
	03-08-11
	A las dieciséis horas con doce minutos. Consulta Judicial Facultativa. Juzgado de Familia de Desamparados en lo referente a la resolución de las diez horas del veintitrés de junio del dos mil once, dictada dentro del expediente número 11-400573-637-FA, que es proceso de divorcio por mutuo consentimiento de Jonathan David Mora Brenes y María Lilliana Ángel Prada. No ha lugar a evacuar la consulta.-

	11-008506-0007-CO

Voto 2011-010171
	03-08-11
	A las dieciséis horas con trece minutos.  Consulta Judicial Preceptiva de Constitucionalidad. Tribunal de Casación Penal del Segundo Circuito Judicial de San José en lo referente al proceso para la revisión de sentencia promovido por Obdulio Vargas Vargas contra la resolución número 220-2008, de las doce horas cuarenta minutos del once de setiembre de dos mil ocho, del Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que forma parte del derecho al debido proceso del imputado que cabe proteger mediante el procedimiento establecido en el artículo 408 inciso g) del Código Procesal Penal, el tomar en consideración la condición de indígena del imputado al momento de la imposición de la sanción penal. Debe la autoridad consultante determinar lo que ocurrió en el caso concreto y declarar lo que corresponda. En relación con los demás aspectos consultados, no ha lugar a evacuar la consulta.-

	10-013585-0007-CO

Voto 2011-010174
	03-08-11
	A las dieciséis horas con dieciséis minutos. Consulta Judicial Facultativa. TRIBUNAL DE CASACIÓN PENAL, SEGUNDO CIRCUITO JUDICIAL DE GUANACASTE, SANTA CRUZ en lo referente a la resolución 2010-200 de las 08:00 de 7 de septiembre de 2010,  dictada dentro del expediente número 09-000192-0396-PE, contra Eli Guerrero Arias, en relación a la constitucionalidad de la prueba de alcohol con el alcohosensor. Se evacua la consulta en el sentido, la prueba de alcohosensor regulada en el artículo 200 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, Ley Nº 7331, es constitucional, y no se requiere, previo a su realización, advertir al imputado sobre su derecho a oponerse a ella.-

	11-002940-0007-CO

Voto 2011-010511
	09-08-11
	A las dieciséis horas con quince minutos. Acción de Inconstitucionalidad. GILBERT BROWN YOUNG y SERGIO SABORIO BRENES, Confederación de Trabajadores Rerum Novarum, Sindicato Petroleros Químicos y Afines en contra del artículo 3 de la Ley 8901, publicada en La Gaceta No. 251 del 27 de diciembre del 2010, en cuanto reforma los artículos 345, 347 y 358 del Código de Trabajo. Acumúlese esta acción a la que en el expediente número 11-000329-0007-CO se tramita ante esta sala.-

	11-004568-0007-CO

Voto 2011-010513
	10-08-11
	A las quince horas con un minuto. Acción de inconstitucionalidad. Francisco López Arce en contra del artículo 234 párrafo primero de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Interviene la Procuraduría General de la República y el Consejo Superior del Poder Judicial. Se declara sin lugar la acción. La Magistrada Calzada y el Magistrado Jinesta salvan el voto y declaran con lugar la acción con todas sus consecuencias. Los Magistrados Armijo Sancho, Cruz Castro y Castillo Víquez ponen nota.-

	11-001456-0007-CO

Voto 2011-010829
	12-08-11
	A las catorce horas con tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. PATRICIA BENAVIDES CHAVERRI en contra del ARTÍCULO 158 DEL CODIGO NOTARIAL. No ha lugar a la solicitud de adición y aclaración.-

	06-014417-0007-CO

Voto 2011-010832
	12-08-11
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. René García Miranda, Sindicato de Trabajadores de la Chiriquí Land Company (SITRACHIRI) en contra de los artículos 373 Y 377 del Código de Trabajo. Intervino también en el proceso Farid Beirute Brenes, en representación de la Procuraduría General de la República. Por unanimidad, se anula por inconstitucional el inciso c) del artículo 373 del Código de Trabajo, debiendo los jueces estarse a lo indicado en el Considerando VIII. Por unanimidad, se declara sin lugar la acción respecto el inciso b) del artículo 373 del mismo cuerpo legal. Por mayoría se interpreta conforme a la Constitución el artículo 377 del Código de Trabajo en el sentido que la terminación de los contratos de trabajo es a partir de la declaratoria de ilegalidad de la huelga y, en consecuencia, los trabajadores que participaron en el movimiento huelguístico antes de esa declaratoria no pueden ser despedidos, rebajados sus salarios ni sancionados de forma alguna por la mera participación en la huelga.

Los Magistrados Jinesta y Castillo salvan el voto en cuanto a la interpretación conforme a la Constitución del artículo 377 del Código de Trabajo, el cual estiman que no precisa de interpretación conforme. El Magistrado Cruz Castro consigna nota.-



	11-007401-0007-CO

Voto 2011-010833
	12-08-11
	A las catorce horas con treinta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Manuel Enrique Jiménez Meza en contra del artículo 48 del Código Electoral. Se rechaza por el fondo la acción.-

	11-008503-0007-CO

Voto 2011-010835
	12-08-11
	A las catorce horas con treinta y tres minutos. Consulta Judicial Preceptiva de Constitucionalidad. Tribunal de Casación Penal del Segundo Circuito Judicial de San José en lo referente al Proceso para la revisión de la sentencia promovido por Genaro Ramos Reye en contra de la sentencia número 214-2003 de las diez horas del diez de abril de dos mil tres, dictada por el Tribunal de Juicio del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica. Se evacua la consulta en el sentido de que forma parte del derecho al debido proceso del imputado que cabe proteger mediante el procedimiento establecido en el artículo 408 inciso g) del Código Procesal Penal, el tomar en consideración de la condición indígena del imputado al momento de la imposición de la sanción penal. Debe la autoridad consultante determinar lo que ocurrió en el caso concreto y declarar lo que corresponda. En relación con los demás aspectos consultados, no ha lugar a evacuar la consulta.-

	11-009108-0007-CO

Voto 2011-010836
	12-08-11
	A las catorce horas con treinta y cuatro minutos. Consulta Judicial Preceptiva de Constitucionalidad. Tribunal de Casación Penal del Segundo Circuito Judicial de San José en lo referente al Proceso para la revisión de sentencia promovido por Alfonso José Méndez Méndez en contra de la resolución número 162-2002 de las catorce horas del siete de julio de dos mil dos, del Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que forma parte del derecho al debido proceso del imputado que cabe proteger mediante el procedimiento establecido en el artículo 408 inciso g) del Código Procesal Penal, tomar en consideración la condición de indígena del imputado al momento de la imposición de la sanción penal. Debe la autoridad consultante determinar lo que ocurrió en el caso concreto y declarar lo que corresponda. En relación con los demás aspectos consultados, no ha lugar a evacuar la consulta formulada.-

	11-005696-0007-CO

Voto 2011-010892
	17-08-11
	A las catorce horas con treinta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. CARLOS EDUARDO GONZALEZ HERRERA en contra del ARTÍCULO 3 DE LA LEY CONSTITUTIVA DE LA CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL Y EL ARTÍCULO 7  DEL REGLAMENTO DEL SEGURO DE SALUD. Se rechaza por el fondo la acción.-

	11-006440-0007-CO

Voto 2011-010893
	17-08-11
	A las catorce horas con treinta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. ADRIÁN FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ en contra EL ARTÍCULO 2 DEL REGLAMENTO PARA LA AFILIACIÓN DE LOS TRABAJADORES INDEPENDIENTES DE LA CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL. Se rechaza por el fondo la acción.-

	11-004724-0007-CO

Voto 2011-010907
	17-08-11
	A las catorce horas con cuarenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. ALEXA LOPEZ QUIROS en contra del ARTÍCULO 241 DEL CÓDIGO PROCESAL CIVIL. Se rechaza de plano la acción.-

	11-005359-0007-CO

Voto 2011-010927
	17-08-11
	A las quince horas con siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. HILDA MARÍA PORRAS ALVARADO, en su condición de apoderada judicial de Federico Arellano Hartig, Fanny Brenes Bonilla, Rodrigo Alberto Calvo Porras, Pamela María García Serrano, Mario Alberto García Torres, Ricardo Alberto Morales Vargas, Erlck Gerardo Orozco Orozco, Vanessa Paredes Zúñiga, Pablo Ignacio Ramírez Granados, Jorge Arturo Rodríguez Castillo, y Jorge Arturo Suárez Matarrita en contra del artículo 8 inciso d) de la Ley Orgánica del Colegio de Geólogos, Ley N° 5230 de 02 de julio de 1973, y el encabezado y los incisos 6, 9 (parcialmente) y 11 del artículo 13 del Reglamento de la Ley del Colegio de Geólogos de Costa Rica, Decreto Ejecutivo N° 6419 del 06 de noviembre de 1976, publicado en el Diario Oficial La Gaceta N° 213, Alcance N° 202. Se rechaza de plano la acción.-

	08-014820-0007-CO

Voto 2011-010930
	17-08-11
	A las quince horas con diez minutos. Acción de Inconstitucionalidad. ASOCIACIÓN NACIONAL DE JUBILADOS DE OBRAS PÚBLICAS Y TRANSPORTES en contra del artículo 22 del Decreto Ejecutivo N° 33080, Reglamento a la Ley 7302 y Reforma a la Ley 7092. Se declara sin lugar la acción.-



	11-007163-0007-CO

Voto 2011-011204
	23-08-11
	A las catorce horas con cincuenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. GISELLE AMADOR MUÑOZ en contra el inciso z) del Artículo 17 del Reglamento Autónomo de Servicio del Instituto sobre Alcoholismo y Farmacodependiencia. Se corrige el error material que contiene el encabezado de la resolución número 2011-008710 dictada a las quince horas y cincuenta y cuatro minutos del veintinueve de junio del dos mil once, para que en él se lea lo siguiente: "Acción de inconstitucionalidad promovida por GISELLE AMADOR MUÑOZ, mayor, viuda, portadora de la cédula de identidad número 0103970479; contra el inciso z) del Artículo 17 del Reglamento Autónomo de Servicio del Instituto sobre Alcoholismo y Farmacodependiencia".-

	06-008338-0007-CO

Voto 2011-011242
	23-08-11
	A las quince horas con treinta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. MARTA EUGENIA ACOSTA ZUÑIGA, mayor, casada,  en ausencia del titular y de conformidad con el artículo 3 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, en su calidad de SUBCONTRALORA GENERAL DE LA REPUBLICA; contra los ARTÍCULOS 17 Y 161 PÁRRAFO PENÚLTIMO DE LA CONVENCIÓN COLECTIVA DE TRABAJO DEL INSTITUTO NACIONAL DE SEGUROS. Se adiciona la sentencia número 2006-17743 de las 14:33 horas del 11 de diciembre del 2006, en el sentido que, en cuanto al artículo 17 de la  Convención Colectiva de Trabajo del Instituto Nacional de Seguros, estése el accionante a lo resuelto en la sentencia número 2006-17437 de las 19:35 horas el 29 de noviembre de 2006, y en cuanto a la impugnación del artículo 161, párrafo penúltimo,  de esa misma Convención,  se ordena dar curso a la acción.-

	11-005614-0007-CO

Voto 2011-011243
	23-08-11
	A las dieciséis horas. Acción de Inconstitucionalidad. Juan Carlos Madrigal Durán en contra del Artículo 9, inciso d) del Reglamento del Estatuto de Servicio Civil. Se reserva el dictado de la sentencia de esta acción hasta tanto no sea resuelta la que bajo expediente número 10-007524-007-CO  se tramita ante esta Sala.-

	11-008697-0007-CO

Voto 2011-011244
	23-08-11
	A las dieciséis horas con un minuto. Acción de Inconstitucionalidad. Asociación de Patentados Heredianos en contra del Artículo 4 de la Ley de Propina N°4946. Se deniega trámite a la acción.-

	11-008116-0007-CO

Voto 2011-011245
	23-08-11
	A las dieciséis horas con dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Eduardo Fernández Azofeifa en contra del Reglamento Para Quemas Controladas No. 35368-MAG-S-MINAET. Acumúlese esta acción a la que en el expediente número 11-008441-0007-CO se tramita ante esta Sala.-

	11-009591-0007-CO

Voto 2011-011309
	24-08-11
	A las quince horas con treinta y tres minutos. Consulta Legislativa Preceptiva de Constitucionalidad. Directorio de la Asamblea Legislativa, en lo referente al proyecto de “REFORMA DEL ARTÍCULO 102 DE LA LEY NO. 7135, LEY DE LA JURISDICCIÓN CONSTITUCIONAL”, expediente legislativo número 17.325. Se evacua la consulta preceptiva en el sentido que el proyecto de ley de  Reforma del Artículo 102 de la Ley No. 7135, Ley de la Jurisdicción Constitucional que se tramita en el expediente legislativo número 17.325, no resulta inconstitucional.-

	11-010444-0007-CO

Voto 2011-011310
	24-08-11
	A las quince horas con treinta y cuatro minutos. Consulta Judicial Preceptiva de Constitucionalidad. Tribunal Casación Penal del Segundo Circuito Judicial de San José en lo referente al Proceso de Revisión Planteado por Fabio Morales Morales. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que forma parte del derecho al debido proceso del imputado que cabe proteger mediante el procedimiento establecido en el artículo 408 inciso g) del Código Procesal Penal, tomar en consideración la condición de indígena del imputado al momento de la imposición de la sanción penal en los términos expresados en el considerando cuarto de esta resolución. Debe la autoridad consultante determinar lo que ocurrió en el caso concreto y declarar lo que corresponda. En relación con los demás aspectos consultados, no ha lugar a evacuar la consulta formulada - A las quince horas con cuarenta y tres minutos se da por finalizada la sesión.- ÚLTIMA LÍNEA.-

	11-010317-0007-CO

Voto 2011-011694
	30-08-11
	A las dieciséis horas con veinticinco minutos. Consulta Legislativa. Se evacua esta consulta legislativa preceptiva de constitucionalidad en el sentido de que con motivo del tramite del proyecto de ley de Aprobación del Acuerdo para el intercambio de información en materia tributaria entre la Republica de Argentina y la Republica de Costa Rica, Expediente legislativo No.17832, no se ha producido ningún vicio sustancial de forma ni de fondo. Los Magistrados Armijo Sancho y Cruz Castro salvan el voto en relación con la mayoría necesaria para la aprobación del texto en primer debate.- 



	11-008124-0007-CO

Voto 2011-011697
	31-08-11
	A las catorce horas con treinta y dos minutos. Consulta judicial facultativa. Tribunal de Casación Penal en lo referente a la resolución de las nueve horas treinta y siete minutos del dieciséis de junio del dos mil once, dictada dentro del expediente número 09-003712-275-PE que es causa por el delito de venta de drogas, sustancias o productos sin autorización seguida contra Sandra María Mena Beatriz, en daño de la salud pública. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que el artículo 58 de la Ley sobre estupefacientes, sustancias psicotrópicas, drogas de uso no autorizado, actividades conexas, legitimación de capitales y financiamiento al terrorismo, número 7786 del 30 de abril de 1998 y sus reformas, no resulta contrario al principio de proporcionalidad. Los Magistrados Armijo y Cruz salvan el voto y declaran que la norma consultada es inconstitucional.



	11-006198-0007-CO

Voto 2011-011732
	31-08-11
	A las quince horas con siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Edwin Duartes Delgado contra el Articulo 17 del Código de Deberes Jurídicos, Morales y Éticos del Profesional en Derecho. Se rechaza por el fondo la Acción de Inconstitucionalidad.  



	11-002747-0007-CO

Voto 2011-011733
	31-08-11
	A las quince horas con ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Cámara Costarricense de Hoteles, Carlos Lachner Guier contra Articulo 47 de la Ley Reguladora de todas las Exenciones Vigentes, No. 7293. Se rechaza por el fondo la Acción. 



	11-007576-0007-CO

Voto 2011-011734
	31-08-11
	A las quince horas con nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Alfredo Blaser contra Articulo 11 párrafo final de la Ley de Opciones y Naturalizaciones. Se rechaza de fondo la Acción.  



	11-007926-0007-CO

Voto 2011-011735
	31-08-11
	A las quince horas con diez minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Giselle Quesada Vega contra el artículo 21.5 de la Ley de Cobro Judicial por violación de los artículos 11 y 39 de la Constitución Política. Se rehecha de plano la Acción. 



	11-009627-0007-CO

Voto 2011-011736
	31-08-11
	A las quince horas con once minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jeremías Monge Ocampo contra los Artículos 6, 7, 27, 41, del Reglamento Interino contra el Hostigamiento Sexual en el Empleo y Docencia Caja Costarricense del Seguro Social. Se rechaza de plano la Acción.    



	11-005728-0007-CO

Voto 2011-011737
	31-08-11
	A las quince horas con doce minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Luis Lechtman Meltzer contra Articulo 76 del Código Procesal Penal. Se rechaza de plano la Acción.  



	11-002434-0007-CO

Voto 2011-011738
	31-08-11
	A las quince horas con trece minutos. Acción de Inconstitucionalidad. José Francisco Pereira Torres contra los Artículos 211 y 213 de la Ley Nº 7557, Ley General de Aduanas. Se rechaza de plano la Acción.



	11-009243-0007-CO

Voto 2011-011739
	31-08-11
	A las quince horas con catorce minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Álvaro Barboza Orozco contra la Ley Orgánica del Poder Judicial. Se rechaza de plano la Acción. 



	11-009095-0007-CO

Voto 2011-011740
	31-08-11
	A las quince horas con quince minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Bernan Luis Salazar Ureña contra la Inconstitucionalidad del Articulo 36 del Código Procesal Penal. Se rehecha de plano la Acción.   



	11-007932-0007-CO

Voto 2011-011741
	31-08-11
	A las quince horas con dieciséis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Marlon Gerardo Gómez Pizarro contra Articulo 16 Decreto Ejecutivo Numero 16559-MTSS. Se rachaza de plano la Acción.  



	11-008909-0007-CO

Voto 2011-011742
	31-08-11
	A las quince horas con diecisiete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. José Eduardo Vargas Rivera, Rafael Guillermo Solís Castro contra párrafo quinto del Articulo 34 de la Ley Orgánica del OIJ. Se rechaza de plano la Acción.  



	10-015387-0007-CO

Voto 2011-011743
	31-08-11
	A las quince horas con dieciocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jimy Álvarez García contra Artículo Sexto del Decreto Ejecutivo Numero 24131-H-PLAN y el oficio PHR-790-2008 del 27/11/08 suscrito por el Líder del Proceso de Recursos Humanos del Instituto Costarricense de Turismo. Se declara con lugar interlocutoriamente la acción.  En consecuencia, se anula por inconstitucional la frase "Prohibición del Ejercicio Liberal de la Profesión" del artículo 6 del Decreto Ejecutivo Nº 24131-H-PLAN del 17 de marzo de 1995.  Asimismo, se anula el oficio PRH-0790-2008 del 27 de noviembre de 2008 suscrito por el Líder del Proceso de Recursos Humanos del Instituto Costarricense de Turismo y su Analista.  De conformidad con lo dispuesto en los artículos 91 y 93 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, esta sentencia es declarativa y retroactiva a la fecha de vigencia de las disposiciones impugnadas, salvo en perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe o respecto de aquellas relaciones o situaciones jurídicas que se hubiesen consolidado por prescripción o caducidad, en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material o por consumación de los hechos cuando fueren material o técnicamente irreversibles.  Comuníquese este pronunciamiento al Poder Ejecutivo y al Instituto Costarricense de Turismo.  Reséñese en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese, íntegramente, en el Boletín Judicial. Notifíquese.-



	11-009955-0007-CO

Voto 2011-011744
	31-08-11
	A las quince horas con diecinueve minutos. Consulta judicial facultativa. Tribunal de Casación Penal del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste, en lo referente a la resolución número 148-11 de las ocho horas treinta minutos del veintidós de junio del dos mil once, dictada dentro del expediente número 09-000537-396-PE que es causa por el delito de conducción temeraria, seguida contra Iván Darío Corredor Mondoy en perjuicio de la seguridad pública.. Estése el consultante a lo resuelto por esta Sala en sentencia numero 2011-7783 de las catorce horas treinta y un minutos del quince de junio del dos mil once. 



	11-003738-0007-CO

Voto 2011-011876
	31-08-11
	A las diecisiete horas con treinta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. CARLOS FRANCISCO RODRÍGUEZ MORA en contra de las acciones y omisiones de la PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, la MINISTRA DE SALUD PÚBLICA, el MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES Y CULTO, la DEFENSORA DE LOS HABITANTES y la PRESIDENTA EJECUTIVA DEL INAMU. Se rechaza de plano la acción.-



	11-010275-0007-CO

Voto 2011-011877
	31-08-11
	A las diecisiete horas con treinta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Emilia Ramírez Alfaro en contra del Artículo 14 inciso b) de la Ley 8412 y del artículo 37 del Decreto Ejecutivo N° 35695-MINAET del 26 de enero de 2010. Se rechaza de plano la acción.-




	3. EDICTOS DE CURSO PUBLICADOS




	11-006190-0007-CO


	Merciades Campos Miranda contra el artículo 221 de la Ley Tránsito por Vías Públicas Terrestres.-
Resolución 16:49 del 28 de junio del 2011

Boletín judicial 148, 149, 150 del 03, 04 y 05 de agosto del 2011.

	 CERTIFICACIONES QUE EMITE CONAVI SOBRE VEHICULOS

-Artículo 221 de la Ley de Tránsito por vías Públicas Terrestres. 

La norma señala que  todo propietario o interesado deberá cancelar todas las obligaciones pendientes que, a la fecha, aparezcan a su nombre, como multas, gravámenes o anotaciones, establecidas en esta Ley, además de impuestos, seguro obligatorio de vehículos y derechos, para realizar inscripciones, reinscripciones, desinscripciones, inscripción de gravámenes, etc. Quedan igualmente obligados a tal cancelación, los propietarios de vehículos destinados al transporte público, cuando se trate de gestiones referentes a concesiones, permisos, exoneración de impuestos, trámites ante la Comisión Técnica de Transportes y otros. Se acusa que COSEVI interpreta que para emitir  una certificación que un vehículo está al día en sus deudas, todos los vehículos del mismo propietario deben estar igualmente al día en el pago de sus obligaciones. 


	11-005043-007-CO
	Guillermo Vargas Roldán contra el artículo 131 inciso b) de la Ley de Tránsito número 7331 del 13-04-1993.

Resolución 16:09 del 29 de junio del 2011

Boletín judicial 148, 149, 150 del 03, 04 y 05 de agosto del 2011.

	PROPORCIONALIDAD DE LAS SANCIONES EN MATERIA DE TRANSITO

La norma señala se impondrá una multa de un setenta y cinco por ciento (75%) de un salario base mensual correspondiente al “Auxiliar administrativo 1”, que aparece en la relación de puestos del Poder Judicial, de conformidad con la Ley del presupuesto ordinario de la República, aprobada en el mes de noviembre anterior a la fecha en que se cometa la infracción de tránsito, sin perjuicio de las sanciones conexas: b)     A quien irrespete las señales de tránsito fijas, incluso los límites de velocidad o las indicaciones de la autoridad de tránsito, en contravención de los artículos 79, 83 y 116 de esta Ley, normas que establecen los deberes de acatar las indicaciones verbales o escritas de las autoridades de tránsito, el señalamiento vertical y horizontal, incluso el que comprende los límites de velocidad; la prohibición de pasar sobre las islas canalizadoras o de adelantar por el carril izquierdo de la carretera demarcada con línea continua en el centro. Se exceptúan los casos considerados en el artículo 107 y en los incisos ch) y d) del artículo 83 de esta Ley, que se resolverán de acuerdo con lo que determinan dichos numerales. Sostiene el accionante que dicha norma es violatoria de los principios de igualdad, razonabilidad, proporcionalidad y justicia. Señala que el monto de la multa prevista, se encuentra divorciado de la realidad económica del país.

	11-006551-007-CO
	José María Villalta Florez-Estrada contra el Decreto Ejecutivo número 34303-MP-MIVAH. Publicado en La Gaceta número 31 del 13-01-2002.

Resolución de las 11:44 del 30 de junio del 2011
Boletín judicial 148, 149, 150 del 03, 04 y 05 de agosto del 2011.

	REDUCCIÓN DE ZONA DE PROTECCIÓN DE HATILLO

Se acusa que el decreto impugnado vulnera el derecho constitucional a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado y el principio de participación ciudadana en materia ambiental, por la exclusión arbitraria y cambio de uso de suelo del 70 % de la zona de reserva creada para fines de protección y esparcimiento recreacional de las y los habitantes del Distrito de Hatillo, sin estudios técnicos que lo justifiquen, ni consulta previa a la comunidad. 

	11-008846-007-CO
	Asociación Nacional de Industriales del Sector Arrocero de Costa Rica, contra el artículo 33 de la Ley Nº 8285, “Ley de Creación de la Corporación Arrocera”.

Resolución de las 10:12 del 20 de julio del 2011
Boletín judicial 151, 152, 153 del 08, 09 y 10 de agosto del 2011.

	PROCESAMIENTO Y COMERCIALIZACIÓN DEL ARROZ

-Artículo 33 de la Ley de Creación de la Corporación Arrocera. No.8285 publicada en La Gaceta 114 del 14-06-2002.

La norma obliga a las industrias arroceras a recibir arroz para su procesamiento, lo que hace que deban recibir arroz para materia prima, sin dejar espacio para el arroz ya procesado que se pueda colocar de inmediato en el mercado, obligándoles a tener pérdidas económicas y lesionando los artículos 46 y 50 de la Constitución Política.



	11-007632-007-CO
	Manuel H. Rodríguez Peyton en en contra de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia vertida en los votos números 1999-00381, 2007-000865 y 2010-000276.

Resolución de las 15:44 del 20 de julio del 2011
Boletín judicial 151, 152, 153 del 08, 09 y 10 de agosto del 2011.

	JURISPRUDENCIA DE LA SALA SEGUNDA SOBRE LA PROPINA

-Jurisprudencia de la Sala Segunda, en la que establece la naturaleza salarial del 10% de servicio creado mediante la ley número 4946. “Ley de Creación de Derecho de Propina a Trabajadores de Restaurantes” del 03 de febrero de 1992 y sus reformas. 

En las sentencias 276-10, 865-10 y 381-10 la Sala Segunda indicó que la propina legal a la que tiene derecho un salonero por el servicio en las mesas, es de naturaleza salarial.  



	11-002463-007-CO
	José Manuel Calderón Calderón, contra el artículo 3 del Reglamento a la Ley Indígena N° 8487, de 10 de mayo de 1978.

Resolución de las 14:56 del 22 de julio del 2011
Boletín judicial 151, 152, 153 del 08, 09 y 10 de agosto del 2011.

	ORGANIZACIÓN DE LAS COMUNIDADES INDIGENAS

-Artículo 3 del Reglamento a la Ley Indígena

La norma señala que para el ejercicio de los derechos y cumplimiento de las obligaciones a que se refiere el artículo 2 de la Ley Indígena, las comunidades indígenas adoptarán la organización prevista en la ley número 3869 de la Asociación Nacional de Asociaciones de Desarrollo de la Comunidad y su Reglamento. Considera el recurrente que hay una obligación impuesta por  vía reglamentaria, pues se les impone a las comunidades indígenas a organizarse como asociaciones, violando con ello todos los convenios internacionales sobre el tema.



	11-001484-007-CO
	Fernando Sánchez Sirias contra La Norma Técnica del Seguro de Riesgos de Trabajo emitida por el Instituto Nacional de Seguros y publicada en el alcance número 31 de La Gaceta 207 del 29 de octubre del 2007, específicamente, los artículos 9.6.1, 9.6.2, 9.6.3, 9.6.3.1, 9.6.3.4, 9.6.3.4.1, 9.6.3.4.2, 9.6.3.4.3, 9.6.3.4.4, 9.6.3.8, 9.7, 10.19, 10.21, 12.1.2, 12.1.2.1, 12.1.2.2, 12.2, 12.2.1, 12.2.2, 12.2.3, 12.2.4, 12.2.5, 12.2.6, 12.2.7 12.2.8, 12.2.8.1, 12.2.8.2, 12.2.8.2.1 y 12.2.8.2.2.
Resolución de las 14:10 del 04 de agosto del 2011
Boletín judicial 162, 163, 164 del 24, 25 y 26 de agosto del 2011.

	

	11-008931-007-CO
	Gerardo Mora Ordóñez, contra el artículo 30 del Reglamento Para La Autorización, Reconocimiento y Compensación del Tiempo extraordinario de la Dirección General de Migración y Extranjería.

Resolución de las 14:42 del 01 de agosto del 2011
Boletín judicial 162, 163, 164 del 24, 25 y 26 de agosto del 2011.

	PAGO DE DISPONIBILIDAD EN MIGRACION

-Artículo 30 del Reglamento para la autorización, reconocimiento y compensación de tiempo extraordinario en la Dirección General de Migración y Extranjería del Ministerio de Gobernación. Decreto Ejecutivo número 33791-G del 22-3-07, publicado en la Gaceta del 6-6-2007.

La norma impugnada no permite el pago de tiempo extraordinario a quienes les pagan el rubro de disponibilidad. 



	11-006088-007-CO
	Contraloría General contra el artículo 63 del Reglamento Autónomo de Servicio del Ministerio de Hacienda.
Resolución de las 15:35 del 01 de agosto del 2011
Boletín judicial 162, 163, 164 del 24, 25 y 26 de agosto del 2011.

	LICENCIA CON GOCE DE SALARIO EN EL MINISTERIO DE HACIENDA

-Artículo 23 del Reglamento Autónomo de Servicios del Ministerio de Hacienda. Decreto Ejecutivo número 25271 del 14-06-96, publicado en La Gaceta número 133 del 12-07-96.

La norma señala que los servidores que tienen más de 20 años de salario, gozarán de una licencia con goce de salario una vez al año, los que tienen más de 20 años una semana, los de 25 años quince días, los de 30 años veintidós días y los de 35 años un mes. 



	11-005104-007-CO
	Gerardo Valle Sequeira, en contra del artículo 9 de la Ley Constitutiva de la Caja de Préstamos y Descuentos de los Empleados del Poder Judicial, Ley 2028 del 16 de junio de 1956 reformada por Ley 6063 del 09 de julio de I977.
Resolución de las 15:32 del 04 de agosto del 2011
Boletín judicial 165, 166, 167 del 29, 30 y 31 de agosto del 2011.

	NOMBRAMIENTOS DE DIRECTIVOS EN CAPREDE
-Artículo 9 de la Ley Constitutiva de la Caja de Préstamos y Descuentos de los Empleados del Poder Judicial. (CAPREDE)
La norma señala que los puestos de dirección tienen un período máximo de 5 años. 


	11-005560-007-CO
	Andrés Rojas Chaves, Alejandro Villareal Tello, Luis Montanez Vargas y Francisco Madrigal Villa, en contra del Decreto 36320 que adiciona el artículo 11 del Reglamento al Estatuto del Servicio Civil y el transitorio segundo del mismo decreto.
Resolución de las 15:32 del 04 de agosto del 2011
Boletín judicial 165, 166, 167 del 29, 30 y 31 de agosto del 2011.

	NOMBRAMIENTOS EN EL SERVICIO CIVIL

-Artículo 11 y transitorio segundo del Reglamento al Estatuto de Servicio Civil. Decreto Ejecutivo número 36320.

El Decreto impugnado adiciona el artículo 11 del Reglamento al Estatuto de Servicio Civil y permite que los interinos que ocupan las plazas formen parte de la terna que se envía para nombramiento en propiedad, sin tomar en cuenta la calificación del postulante y la orden de prevalencia que corresponde. Solicita que se ordene la publicación de las calificaciones y posición de oferentes en el concurso NE-01-2010.



	11-006560-007-CO
	Rosa María Rojas Sequeiro, en contra del artículo 16 del Reglamento del Fondo de Garantías y Jubilaciones del Banco Nacional de Costa Rica.
Resolución de las 15:32 del 04 de agosto del 2011
Boletín judicial 165, 166, 167 del 29, 30 y 31 de agosto del 2011.

	ELIMINACIÓN DE PENSIÓN A VIUDAS EN EL BANCO NACIONAL, PORQUE SE CASAN NUEVAMENTE

-Artículo 16 del Reglamento del Fondo de Garantías y Jubilaciones del Banco Nacional de Costa Rica. 

Se elimina la pensión a las viudas que se vuelven a casar. 




	4.  SENTENCIAS INTEGRAS PUBLICADAS




	NO. BOLETÍN


	FECHA
	VOTO

	160
	22 de agosto del 2011


	Sentencia 2011-06351
Expediente 07-012763-0007-CO. A las catorce horas con treinta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Víctor Hugo González Montero en contra de los artículos 34 y 63 de la Décima Reforma a la Quinta Convención Colectiva del Banco Nacional. Por mayoría se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia, se anula por inconstitucional la frase "hasta por el tope de 25 meses" del artículo 34 de la Quinta Convención Colectiva del Banco Nacional. En lo demás se declara sin lugar. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Los magistrados Calzada Miranda, Armijo Sancho y Jinesta Lobo salvan el voto y rechazan de plano en su totalidad la acción planteada por razones separadas. Notifíquese.-



	162
	24 de agosto del 2011
	Sentencia 2011-06805
Expediente 10-005132-0007-CO. A las diez horas con treinta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Hilman Salazar Ruiz en contra del Artículo 131.K de la Ley de Tránsito. No. 7331 del 13 de abril de 1994 y sus reformas. Por mayoría se declara inconstitucional el inciso k del artículo 131 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres en cuanto a la multa que se impone por el no uso del cinturón de seguridad. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el diario oficial la Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. Los Magistrados Mora Mora, Araya García y Hernández Gutiérrez salvan el voto y declaran sin lugar la acción. El Magistrado Hernández Gutiérrez pone nota.-

	162
	24 de agosto del 2011
	Sentencia 2010-02023
Expediente 08-010483-0007-CO. A las catorce horas con cincuenta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Randall Trejos Alvarado en contra del Artículo 34 párrafo segundo del Reglamento de la Ley de Carrera Docente. Decreto Ejecutivo No. 2235-E-P del 29 de Setiembre de 1975. Se declara con lugar la acción y en consecuencia se anula el Art. 34 párrafo segundo del Reglamento a la Ley de la Carrera Docente (Decreto ejecutivo número 2235-E-P del 14 de febrero de 1972) que dice lo siguiente: " Para la selección del personal dedicado a la educación religiosa, sera requisito indispensable la autorización previa que extenderá la Conferencia Episcopal nacional. Sin embargo, la elaboración de las bases y promedios ponderados para la selección previa, tanto del personal propiamente docente como del personal técnico y administrativo docente, estará a  cargo de Jurados Asesores de la Dirección General"; en lo demás se declara sin lugar.- 

El Magistrado Mora pone nota.- 

Los Magistrados Cruz, Armijo y Castillo salvan el voto y declaran sin lugar la acción.- 

Los Magistrados Cruz y Castillo ponen nota.-



	162
	24 de agosto del 2011
	Sentencia 2011-02700
Expediente 08-010483-0007-CO. A las quince horas con siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad.  Alex López Umaña, Ariela Córdoba Benavides, Carlos Jiménez Garita en contra del Artículo 34 párrafo segundo del Reglamento de la Ley de Carrera Docente, Decreto Ejecutivo No. 2235-E-P- del 29 de setiembre de 1975. Se adiciona la parte dispositiva del Voto No. No. 2023-2010 de las 14:54 hrs. de 2 de febrero de 2010, por lo que debe leerse de la siguiente manera: Se declara con lugar la acción y en consecuencia se anula el artículo 34, párrafo segundo, del Reglamento a la Ley de la Carrera Docente (Decreto ejecutivo número 2235-E-P del 14 de febrero de 1972) que dice lo siguiente: Para la selección del personal dedicado a la educación religiosa, será requisito indispensable la autorización previa que extenderá la Conferencia Episcopal nacional. Sin embargo, la elaboración de las bases y promedios ponderados para la selección previa, tanto del personal propiamente docente como del personal técnico y administrativo docente, estará a cargo de Jurados Asesores de la Dirección General; en lo demás se declara sin lugar. Esta declaratoria de inconstitucionalidad tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma reglamentaria declarada inconstitucional, todo sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe, relaciones y situaciones jurídicas consolidadas en virtud de prescripción, caducidad o sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial, reséñese en el Diario Oficial de la Gaceta. Comuníquese al Poder Ejecutivo. Notifíquese personalmente al Ministro de Educación Pública. Notifíquese a la Procuraduría General de la República y a todas las partes interesadas. El Magistrado Mora pone nota. Los Magistrados Cruz, Armijo y Castillo salvan el voto y declaran sin lugar la acción. Los Magistrados Cruz y Castillo ponen nota.-


	165
	29 de agosto del 2011
	Sentencia 2011-09396

Expediente 11-02954-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Santos Lara García en contra de los artículos 60 inciso ch) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres y 26.1.5 del Reglamento sobre el seguro obligatorio para vehículos automotores, Decreto Ejecutivo número 25370-MOPT-J-MP del cuatro de julio de mil novecientos noventa y seis. Corríjase el considerando II de la sentencia número 2011-07808 de las catorce horas cincuenta y seis minutos del quince de junio del dos mil once, en los términos mencionados en el único considerando de esta resolución.-



	165
	29 de agosto del 2011
	Sentencia 2011-07808

Expediente 11-02954-0007-CO. A las catorce horas con cincuenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Santos Lara García en contra de los artículos 60 inciso ch) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres y 26.1.5 del Reglamento sobre el seguro obligatorio para vehículos automotores, Decreto Ejecutivo número 25370-MOPT-J-MP del cuatro de julio de mil novecientos noventa y seis. Intervinieron también en el proceso la Procuradora General de la República Ana Lorena Brenes Esquivel y el Gerente General del Instituto Nacional de Seguros, José Ángel Villalobos Villalobos. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia, debe entenderse incluido al padre de crianza como beneficiario en los artículos 60 inciso ch) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres y 26.1.5 del Reglamento sobre el seguro obligatorio para vehículos automotores, Decreto Ejecutivo número 25370-MOPT-J-MP. Esta sentencia es declarativa y su efecto retroactivo a la fecha de vigencia de las normas impugnadas, todo sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Notifíquese a la Asamblea Legislativa y al Poder Ejecutivo. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-



	165
	29 de agosto del 2011
	Sentencia 2011-04518

Expediente 10-14139-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Bearingpoint México SRLCV en contra del Artículo 205 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa. Decreto No. 3311 de 27 de Setiembre de 2006. Se ordena corregir los errores materiales indicados en los Sistemas de Gestión de Despachos Judiciales y de Consulta en Línea, respecto del voto emitido en la acción de inconstitucionalidad tramitada bajo el expediente No. 10-014139-0007-CO, el cual, para todos los efectos, deberá consignarse y leerse, correctamente, de la siguiente manera:

"Se declara con lugar la acción por mayoría. Se anula por inconstitucional el artículo 205 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, Decreto Ejecutivo No. 33411 de 27 de septiembre de 2006. Para evitar graves dislocaciones de la seguridad, la justicia y la paz social, esta declaratoria de inconstitucionalidad tiene efectos prospectivos a partir de la publicación íntegra de la sentencia en el Boletín Judicial, de manera que se aplicará, únicamente, para los procedimientos en trámite y suspendidos que no hayan sido definitivamente resueltos por acto final; consecuentemente no será aplicable a los procedimientos administrativos ya fenecidos por acto final o que se encuentren en la fase recursiva salvo el asunto previo en el que se aplica lo ahora dispuesto, todo sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe, las situaciones jurídicas consolidadas por prescripción, caducidad o sentencia con autoridad de cosa juzgada material. Comuníquese a la Procuradora General de la República, el accionante, las partes del asunto previo y al Poder Ejecutivo. Publíquense los avisos e íntegramente el voto en el Boletín Judicial y reséñese en el diario oficial La Gaceta. Notifíquese.

Los Magistrados Mora, Armijo y Cruz salvan el voto y declaran sin lugar la acción.".-
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	29 de agosto del 2011
	Sentencia 2011-04431 (Se corrige el voto de la presente acción, mediante sentencia 04518-2011 de las 14:30 minutos del 06 de abril de 2011.)

Expediente 10-14139-0007-CO. A las diez horas con treinta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Bearingpoint México Sociedad de Responsabilidad Limitada de Capital Variable en contra del artículo 205 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, Decreto Ejecutivo número 33411 de 27 de setiembre de 2006. Se declara sin lugar la acción. El Magistrado Jinesta salva el voto y declara parcialmente con lugar la acción.-
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	148-149-150
	03-04-05 de agosto del 2011
	Sentencia 2011-08156

Expediente 07-16111-0007-CO. A las nueve horas con cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Hotelera Bonanza S.A. en contra del 44 de la Ley del Impuesto sobre la Renta N° 7092. Intervino también en el proceso Farid Beirute Brenes en representación de la Procuraduría General de la República. Se declara parcialmente con lugar la acción, únicamente, en cuanto se impugna la directriz No. DN-28-03 de 30 de septiembre de 2003 la que fue aclarada por la No. DN-30-03 de 29 de octubre de 2003, las que se declaran inconstitucionales. Se dimensiona la declaratoria de inconstitucionalidad en el sentido que tiene efectos a partir de su publicación íntegra en el Boletín Judicial, todo sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe, situaciones jurídicas consolidadas en virtud de prescripción, caducidad o sentencia con autoridad de cosa juzgada material, salvo para el caso concreto en que tiene eficacia retroactiva a la fecha de vigencia de las directrices. Comuníquese a la Dirección General de Tributación Directa. Publíquese en el Boletín Judicial y reséñese en el diario oficial La Gaceta. Notifíquese. Los Magistrados Armijo, Cruz y Castillo salvan el voto y declaran sin lugar la acción. El Magistrado Cruz Castro consigna nota.  -


	148-149-150
	03-04-05 de agosto del 2011
	Sentencia 2011-08626

Expediente 08-02550-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. PRESIDENTE DE LA CAMARA DE PATENTADOS DE COSTA RICA Y HUBERT GERARDO ARAYA ARIAS en contra del término “audiciones” contenido en el artículo 50 de la Ley sobre Derechos de Autor y Derechos Conexos, No. 6683 del 14 de octubre de 1982; el inciso 6), artículo 30, del Reglamento de la Ley de Derechos de Autor, Decreto Ejecutivo No. 24611-J del 4 de setiembre de 1995; el artículo 1, la frase “audiciones o presentaciones hechas con uso de fonogramas, de filmes, de videos sonoros y otros medios” contenida en el artículo 2, así como los artículos 3, 4 y 7, todos del Reglamento al artículo 50 de la Ley de Derechos de Autor y Derechos Conexos, Decreto Ejecutivo No. 23485-MP del 5 de julio de 1994. Intervienen también en la acción la PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA Y LA ASOCIACIÓN DE COMPOSITORES Y AUTORES MUSICALES DE COSTA RICA (ACAM). Se declaran sin lugar las acciones acumuladas Nos. 08-2550-0007-CO y 08-4961-0007-CO. Los Magistrados Calzada, Armijo y Cruz salvan el voto y declaran parcialmente con lugar las acciones respecto de los artículos 50 de la Ley sobre Derechos de Autor y derechos conexos, 1, 3 y 4 del Decreto Ejecutivo No. 23485.-



	148-149-150
	03-04-05 de agosto del 2011
	Sentencia 2011-08989

Expediente 10-17897-0007-CO. A las quince horas con treinta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. JUSTO OROZCO ÁLVAREZ, en su condición de PRESIDENTE DEL PARTIDO POLÍTICO RENOVACIÓN COSTARRICENSE y OTROS en contra de los artículos 50, 51, 55, 61 y 62 del Reglamento sobre el Financiamiento de los Partidos Políticos, Decreto No. TSE-17 de 19 de octubre de 2009 y contra las resoluciones Nos. 6930-E-10-2010 de las 10:00 hrs. de 18 de noviembre de 2010 y 8141-E10-2010 de las 12:10 hrs. de 23 de diciembre de 2010, ambas emitidas por el Tribunal Supremo de Elecciones. Intervienen, también, en la acción, LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA y EL TRIBUNAL SUPREMO DE ELECCIONES. Se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad.-



	148-149-150
	03-04-05 de agosto del 2011
	Sentencia 2011-08994

Expediente 10-02621-0007-CO. A las quince horas con treinta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad.  ALBINO HERNANDEZ ALTAMIRANO, GERARDO ARIAS MORA en contra del Artículo 7, antes artículo 10, del Reglamento del Programa del Régimen No Contributivo de Pensiones por Monto Básico de la C.C.S.S.  Aprobado por Junta Directiva de la CCSS en sesión número 8151 del 17 de mayo del 2007. Publicado en La Gaceta número. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia se anula por inconstitucional el artículo 7 del Reglamento del programa régimen no contributivo de pensiones, modificado mediante el artículo 11 de la sesión No. 8343 de la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social, celebrada el 30 de abril de 2009, y su antecedente, el artículo 10, aprobado por la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social, en sesión No. 8151, celebrada el 17 de mayo de 2007. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, y Ejecutivo. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. El Magistrado Jinesta salva el voto y declara sin lugar la acción de Inconstitucionalidad.- 


	165-166-167
	29-30-31 de agosto del 2011
	Sentencia 2011-09396                                                                

Expediente 11-02954-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Santos Lara García en contra de los artículos 60 inciso ch) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres y 26.1.5 del Reglamento sobre el seguro obligatorio para vehículos automotores, Decreto Ejecutivo número 25370-MOPT-J-MP del cuatro de julio de mil novecientos noventa y seis. Corríjase el considerando II de la sentencia número 2011-07808 de las catorce horas cincuenta y seis minutos del quince de junio del dos mil once, en los términos mencionados en el único considerando de esta resolución.-


	165-166-167
	29-30-31 de agosto del 2011
	Sentencia 2011-09761

Expediente 09-10478-0007-CO. A las quince horas. Acción de Inconstitucionalidad. Bolcomer Bolsa de Comercio, S. A. en contra del transitorio IX de la Ley Reguladora del Mercado de Valores y el Reglamento para las Bolsas de Comercio del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero. Se adiciona el Por Tanto de la sentencia número 2011-5966 de las catorce treinta horas del once de mayo de dos mil once, para que, después de  "paz social" y antes de "los derechos adquiridos de buena fe", se lea: "Lo anterior, sin perjuicio de lo que en el amparo que da sustento a esta acción se resuelva respecto de la aplicación al recurrente del Reglamento para las Bolsas de Comercio, y". El Magistrado Mora pone nota.-



	165-166-167
	29-30-31 de agosto del 2011
	Sentencia 2011-09762

Expediente 09-15886-0007-CO. A las quince horas con diez minutos. Acción de Inconstitucionalidad. ELSA ELENA NUÑEZ CESPEDES en contra del inciso 10) del Artículo 4, del Reglamento para recibir tratamiento de Radioterapia con Acelerador Lineal, dictado por la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social, en el artículo 12 de la Sesión 7593, del 28 de abril del 2005. Se declara con lugar la acción de inconstitucionalidad. Se anula el inciso 10) del artículo 4 del Reglamento para recibir Tratamiento de Radioterapia con Acelerador Lineal de la Caja Costarricense de Seguro Social, aprobado en la sesión de la Junta Directiva No. 7953 de 28 de abril de 2005. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-



	166-167-168
	30-31 de agosto y 01 de setiembre del 2011
	Sentencia 2011-09849

Expediente 08-17883-0007-CO. A las dieciséis horas con treinta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Ramón  Luis Rodríguez Vindas en contra de los artículos 241 inciso e) y 238 inciso c), en la redacción original que a ambos diera la Ley General de Aduanas, N° 7557 de 20 de octubre de 1995. Se declara sin lugar la acción.-



	166-167-168
	30-31 de agosto y 01 de setiembre del 2011
	Sentencia 2011-10176

Expediente 09-11542-0007-CO. A las ocho horas con cuarenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Aros de Bicicleta Costa Rica, Sociedad Anónima, para que se declare inconstitucional el Transitorio del “Plan Regulador para el Cantón de Belén”, aprobado por acuerdo del Concejo Municipal de Belén, en sesión Nº 16 del 13 de marzo del 2007, por estimarlo contrario a los principios de seguridad jurídica, igualdad, proporcionalidad, razonabilidad y a los artículos 11, 33, 41 y 45 de la Constitución Política. Se declara parcialmente con lugar la acción.  En consecuencia, se anula por inconstitucional la frase del Transitorio 1° del Acuerdo del Concejo de Belén, de la sesión ordinaria No. 16-2007 del 13 de marzo de 2007, artículo 5, únicamente en cuanto indica: "por el tiempo necesario".  Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el diario oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. Los magistrados Mora Mora, Armijo Sancho y Cruz Castro salvan el voto y declaran sin lugar la acción.-



	166-167-168
	30-31 de agosto y 01 de setiembre del 2011
	Sentencia 2011-10513

Expediente 11-04568-0007-CO. A las quince horas con un minuto. Acción de inconstitucionalidad. Francisco López Arce en contra del artículo 234 párrafo primero de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Interviene la Procuraduría General de la República y el Consejo Superior del Poder Judicial. Se declara sin lugar la acción. La Magistrada Calzada y el Magistrado Jinesta salvan el voto y declaran con lugar la acción con todas sus consecuencias. Los Magistrados Armijo Sancho, Cruz Castro y Castillo Víquez ponen nota.-



	166-167-168
	30-31 de agosto y 01 de setiembre del 2011
	Sentencia 2011-10832

Expediente 06-14417-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. René García Miranda, Sindicato de Trabajadores de la Chiriquí Land Company (SITRACHIRI) en contra de los artículos 373 Y 377 del Código de Trabajo. Intervino también en el proceso Farid Beirute Brenes, en representación de la Procuraduría General de la República. Por unanimidad, se anula por inconstitucional el inciso c) del artículo 373 del Código de Trabajo, debiendo los jueces estarse a lo indicado en el Considerando VIII. Por unanimidad, se declara sin lugar la acción respecto el inciso b) del artículo 373 del mismo cuerpo legal. Por mayoría se interpreta conforme a la Constitución el artículo 377 del Código de Trabajo en el sentido que la terminación de los contratos de trabajo es a partir de la declaratoria de ilegalidad de la huelga y, en consecuencia, los trabajadores que participaron en el movimiento huelguístico antes de esa declaratoria no pueden ser despedidos, rebajados sus salarios ni sancionados de forma alguna por la mera participación en la huelga.

Los Magistrados Jinesta y Castillo salvan el voto en cuanto a la interpretación conforme a la Constitución del artículo 377 del Código de Trabajo, el cual estiman que no precisa de interpretación conforme. El Magistrado Cruz Castro consigna nota.-



	166-167-168
	30-31 de agosto y 01 de setiembre del 2011
	Sentencia 2011-10930
Expediente 08-14820-0007-CO. A las quince horas con diez minutos. Acción de Inconstitucionalidad. ASOCIACIÓN NACIONAL DE JUBILADOS DE OBRAS PÚBLICAS Y TRANSPORTES en contra del artículo 22 del Decreto Ejecutivo N° 33080, Reglamento a la Ley 7302 y Reforma a la Ley 7092. Se declara sin lugar la acción.-
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AMBIENTE 

11664-11. CONTAMINACION SONICA. QUE GENERA ESTABLECIMIENTO COMERCIAL. El recurrente indica que en Barrio Guadalupe, en Liberia, existe un establecimiento comercial en el cual se han venido realizando actividades bailables y de karaoke,  pese que el local únicamente cuenta con licencia comercial como bar y restaurante, con el agravante que con ello se genera contaminación sónica hasta altas horas de la noche, en perjuicio de los vecinos. Acusa que las autoridades recurridas no han actuado de forma diligente para solucionar tal problemática. A lo que se añade que, actualmente, se está tramitando ante la Municipalidad de Libera solicitud de licencia comercial para continuar con la realización de las citadas actividades bailables y de karaoke, lo que implica que el acusado problema de contaminación sónica persistirá. Se declara parcialmente CON LUGAR el recurso, con respecto al  Ministerio de Salud, por la omisión de procurar la realización de una medición sónica con posterioridad a la emisión del permiso sanitario de funcionamiento provisional número CH-ARSL-0917-2011. Se ordena al Director del Area Rectora de Salud de Liberia del Ministerio de Salud, que en forma inmediata realice las diligencias necesarias dentro del ámbito de su competencia para que en el término improrrogable de un mes, contado a partir de la notificación de esta resolución, se realice medición sónica para determinar si el ruido generado por las actividades realizadas en el Salón y Restaurante J y J se encuentra dentro de los rangos permitidos por la normativa sanitaria aplicable y de no ser así tomar las medidas pertinentes para solucionar el problema. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL 

11479-11. CONTAMINACION SONICA. PROVOCADA POR PERROS QUE CUIDAN EL LICEO SAN JOSE. El recurrente solicita el amparo de sus derechos fundamentales a la salud y a un medio ambiente sano y ecológicamente equilibrado, tutelados en los artículos 21 y 50 de la Constitución Política. Alega que pese a las gestiones que formuladasante la Contraloría de Servicios del Ministerio de Salud, a la fecha no se ha ejecutado  la orden  sanitaria  del  Área  Rectora  de  Salud Carmen-Merced-Uruca de diciembre del 2010 en relación con  el problemas de ruido que ocasionan los perros del Liceo San José lo que resulta violatorio de su salud y  de un ambiente sano
y ecológicamente equilibrado. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora del Área Rectora de Salud Carmen Merced Uruca del Ministerio de Salud y al Director del Liceo de San José del Ministerio de Educación Pública, que dispongan lo que corresponda dentro del ámbito de sus competencias para que  - de manera inmediata - tome todas las medidas necesarias y de legalidad pertinentes, para hacer cumplir lo ordenado en el oficio AMB-1726-2010 y orden sanitaria CMU-AMB-596-2010 dirigida al Ministerio de Educación, en cuanto persiguen  eliminar la contaminación sónica en el Liceo San José que afecta a los vecinos. Asimismo deberá la Directora del Área Rectora de Salud Carmen Merced Uruca del Ministerio de Salud, que en el plazo de tres días contado a partir de la comunicación de esta sentencia resolver y comunicar al recurrente la gestión por él presentada el 26 de julio de 2011, en la que pide se ejecute lo ordenado en orden sanitaria girada contra el Liceo de San José, en relación con la contaminación sónica acusada. CL
10995-11. CONTAMINACIÓN SONICA.  EXCESO DE RUIDO POR PERROS EN VETERINARIA.   El recurrente considera lesionados sus derechos fundamentales, en particular los contenidos en los artículos 21 y 50 constitucionales, en virtud de que contiguo al edificio de apartamentos de su propiedad ubicado en la Urbanización Trejos Montealegre en San Rafael de Escazú, se abrió una veterinaria y el ruido que ocasionan los animales durante el día y la noche es desesperante. Asegura que debido al ruido que hacen los animales, la salud de los miembros de su grupo familiar se ha visto deteriorada, entre ellos la de su madre pues es una adulta mayor de 82 así como la de su hijo, ya no pueden conciliar el sueño, pasan cansados y su madre enferma de los nervios y en ocasiones su hijo ha faltado a la escuela, porque no ha dormido en toda la noche. Señala que ni las autoridades municipales ni de salud de ese cantón han resuelto definitivamente la situación. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Director del Área Rectora de Salud de Escazú del Ministerio de Salud y a la Directora Regional Central Sur del Servicio Nacional de Salud Animal, que cada uno dentro del ámbito de sus competencias y a más tardar dentro del improrrogable plazo de UN MES  calendario contado a partir de la comunicación de este pronunciamiento, deberán realizar las acciones que sean necesarias y la coordinación que fuere procedente para que la Veterinaria Happy and Healthy Pets. S.A, solucione las anomalías que presenta su sistema de confinamiento de ruidos. Del mismo modo se ordena a ambos funcionarios, adoptar  y girar las medidas que fueren procedentes para dar control y seguimiento a esa veterinaria, a fin de que su operación se ajuste a la normativa existente en la materia. CL
11109-11. ALCANTARILLA.  MAL ESTADO DE ALCANTARILLA PROVOCA DERRAME DE MATERIA FECAL. El recurrente acusa  que en San José, en las cercanías del antiguo edificio del Registro Civil, en la acera ubicada frente al Hotel Los Recuerdos, existe una cloaca cuyo estado de deterioro provoca que, cuando llueve, excrementos y otros desechos afloren a la vía pública. Se declara parcialmente CON LUGAR el recurso, en contra del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados. Se ordena al Subgerente General del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, que en el término improrrogable de quince días, contado a partir de la notificación de esta resolución, se emita y comunique  formal acto administrativo al propietario del inmueble en donde se ubica el Hotel Los Recuerdos, a fin de informarle sobre las deficiencias detectadas en la  caja de registro  correspondiente a su propiedad y se le prevenga sobre las medidas necesarias para corregir dicho problema y evitar  que colapse nuevamente. En lo demás, se declara sin lugar el recurso.  CL
10967-11, 11103-11.    CONTAMINACIÓN SÓNICA. PROYECTO HIDROELÉCTRICO REVENTAZÓN.   El recurrente manifiesta que la excavación realizada por funcionarios del Instituto Costarricense de Electricidad en el Río Reventazón para desarrollar el Proyecto Hidroeléctrico Reventazón, produce contaminación sónica por actividades de tractores, vagonetas, dragas y golpe de las piedras durante las 24 horas del día. Considera que lo mencionado lesiona su derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado. En este caso consta que el amparado optó por acudir de manera directa ante la Sala Constitucional en lugar de instar ante las autoridades competentes la actuación de las competencias que le son propias para denunciar la situación que le aqueja. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se descarta la violación al derecho al ambiente y se declara sin lugar el recurso.  SL
10792-11. AGUAS. MAL FUNCIONAMIENTO DE ALCANTARILLA GENERA PROBLEAMS EN VIVIENDAS.  El recurrente manifiesta que desde el 27 de noviembre del 2009, tienen problemas con las aguas de una alcantarilla, que caen en la parte trasera de su vivienda. Agrega  que antes dicha alcantarilla solo recogía aguas de una naciente, pero ahora también recibe las  aguas servidas y pluviales de las residencias  que se construyeron en la parte alta del  terreno  del  barrio.  Señala  que  esta  situación  ha generado  zancudos,   malos olores, problemas   de  salud,  pérdidas  económicas  y materiales  cada  vez  que  se inundan   las  casas  y  se pierde  el menaje  de  las mismas. Alega que ha presentado junto con  los vecinos del lugar,  denuncias ante la Municipalidad recurrida y no han obtenido respuesta.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Alcaldesa Municipal y Directora de la Unidad Técnica de Gestión Vial de la Municipalidad de Turrialba, respectivamente, que en un plazo de tres meses, contados a partir de la notificación de esta sentencia, construyan las obras requeridas para que las aguas que desfogan en alcantarilla que se ubica en la parte posterior del inmueble del amparado,  sean encauzadas correctamente.  CL
10704-11. AGUAS. FALTA DE ENTUBAMIENTO DE AGUAS NEGRAS EN LOS ALPES DE LOS GUIDO DE DESAMPARADOS.  Los recurrentes manifiestan que son  vecinos  de  la Asociación  de  Vivienda  Niño  Jesús  de  Praga,  Los  Alpes,  en  Los  Guido  de Desamparados y que a pesar de sus gestiones, no se les ha arreglado el problema de aguas  negras que les afecta, atención  que  se  vuelve  urgente  con  el  ingreso  del invierno.  Indican  que  el problema  surge por la  falta el entubamiento de  las aguas negras,   aún cuando  integran un vecindario de 120 familias.  Alegan  que la omisión  acusa  deja  en  riesgo  las  salud  de  los habitantes  del  lugar. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se le ordena al Ministro de Salud a.i., Subgerente General del Instituto Costarricense se Acueductos y Alcantarillados y a la Alcaldesa de Desamparados, adoptar, de manera inmediata y coordinada, las medidas pertinentes que se encuentren dentro de la esfera de sus competencias, a efecto de que se solucione de forma definitiva, en el improrrogable plazo de DOCE MESES, el problema de contaminación producido por las aguas negras en el Sector de Los Guido denominado Niño Jesús de Praga en Desamparados. CL
10791-11. INUNDACIONES. RETARDO  EN SOLUCIONAR PROBLEMA CON  DESBORDAMIENTO DE DOS QUEBRADAS EN LIBERIA. Los recurrentes manifiestan que todos los años, durante los meses de lluvia, sufren inundaciones, lo que, a su juicio, responde a la negligencia de la Municipalidad de Liberia, que no ha realizado las obras necesarias para impedir el desbordamiento de dos quebradas. Alegaron que, desde hace varios años denunciaron el problema, verbalmente, ante el Alcalde. En enero de 2009, presentaron la denuncia, por escrito, ante el Alcalde. En el año 2010, acudieron a la denuncia ante la Defensoría de los Habitantes, pero, pese a las promesas formuladas, la Municipalidad no ha solucionado el problema.  Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena al Alcalde de Liberia, que, de manera inmediata, gire las órdenes necesarias y tome las medidas pertinentes que estén dentro del ámbito de sus competencias para resolver, en forma definitiva, el problema de inundaciones en el barrio San Antonio en Liberia. CL
10332-11.  TALA DE ÁRBOLES. DENEGATORIA DE PERMISO SOLICITADO POR COLEGIO PROFESIONAL POR ENCONTRARSE EN ZONA PROTEGIDA.   El accionante acusa que un informe técnico forestal sobre los árboles que se encuentran en el Centro de Capacitación Integral Uxarrací, el cual pertenece al Colegio, se concluyó que algunos árboles tienen daños severos en las raíces y que por su estado representan un peligro para los visitantes del Centro y para la infraestructura del lugar. En atención a ello, recomendó la corta de los árboles y reiniciar un proceso de restauración del área con árboles de porte más bajo que protejan las márgenes de la quebrada cercana. Indica que en atención a que los referidos árboles se encuentran en zona protegida, y amparados en el informe técnico del ingeniero forestal, el Colegio procedió a gestionar el respectivo permiso de corta de árboles; no obstante, el permiso no les fue otorgado.  En este caso, consta que la denegatoria se fundamenta en los artículos 33 y 34 de la Ley Forestal, porque los árboles se encuentran en el Área de  Protección del  río Parruas y dentro de la documentación aportada no se encuentra copia de decreto de declaratoria de Emergencia Nacional o de Conveniencia Nacional que avale la corta de los árboles. Se declara sin lugar el recurso.  SL
10416-11. BASURA. FALTA DE RECOLECCIÓN EN PEREZ ZELEDON.   El accionante manifiesta que el servicio de recolección de basura no se está prestando en la localidad de Pérez Zeledón desde hace aproximadamente quince días, lo que produce acumulación de basura en las aceras y calles del cantón, con el agravante de que los indigentes y los perros rompen las bolsas de basura y la esparcen por el lugar. Señala que dicha situación produce contaminación ambiental y malos olores en toda la localidad. Refiere que el dejar la basura al aire libre, produce un daño a la salud pública, formándose un ambiente propenso para la producción de enfermedades.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de la Municipalidad de Pérez Zeledón, adoptar de forma inmediata las medidas necesarias para garantizar la recolección de basura en el cantón de Pérez Zeledón. CL
10417-11.   RELLENO SANITARIO. SOBRE CARGA EN LA RECEPCION DE DESECHOS EN LA CARPIO.  Los recurrentes manifiestan que el Plan Regulador emitido por la Municipalidad de San José, declaró y reconoció que en ese cantón existe un importante déficit de áreas recreativas. Por eso, el mismo Plan Regulador dispuso reservar para parque destinado a asegurar la vida y salud, toda la porción oeste y final del distrito La Uruca, donde después ilícitamente y con lesión de derechos fundamentales, esa misma Municipalidad y el Ministerio de Salud instalaron -mediante fraudes legales- el Relleno Sanitario La Carpio, el cual se encuentra rodeado por áreas urbanas densamente pobladas. Acusa que el Ministerio de Salud, autorizó que a ese relleno se lleven todo tipo de desechos, incluyendo los hospitalarios, con el riesgo de que diseminen virus y bacterias de todo tipo y la Municipalidad de San José empleó igualmente el engaño y se valió de su propio dolo para justificar ante la Contraloría General de la República la contratación directa de la empresa aquí recurrida. Se declara parcialmente con lugar el recurso por violación a los derechos a la salud y a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, únicamente en lo concerniente a la sobrecarga en la recepción de desechos en el Parque de Tecnología Ambiental La Uruca. En lo demás se declara sin lugar el amparo. Se ordena a la Ministra de Salud, Ministro de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones, y Secretario General de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental, que en forma inmediata y coordinada dicten las medidas requeridas para que se precise el grado exacto de sobreexplotación del relleno sanitario en cuestión y se determine qué medidas tomar para corregir esa situación de modo que no represente un peligro grave a los derechos constitucionales mencionados, lo que deberá quedar aclarado en el plazo de seis meses contado a partir de la notificación de esta sentencia. CL Parcial
10418-11. TAJO. EXTRACCIÓN DE MATERIAL EN TAJO UBICADO EN LA GARITA DE ALAJUELA, PRODUCE CONTAMINACION AMBIENTAL.   El recurrente acusa que las autoridades recurridas no han logrado dar una solución efectiva y definitiva al grave problema de contaminación ambiental que aqueja a los vecinos de La Garita de Alajuela,  y que se produce por las actividades de extracción de material que realiza la empresa recurrida en el Tajo San Antonio, toda vez que se procedió a abrir una zanja para desviar el cause de la Quebrada Copeyal la cual atraviesa la finca donde se encuentra el tajo –propiedad de la accionada- y explotar materiales adyacentes. Se declara parcialmente con lugar el recurso por violación al artículo 50 de la Constitución Política. En consecuencia, se ordena al Director de la Dirección de Geología y Minas del Ministerio de Ambiente, que en forma inmediata dicte las disposiciones que correspondan, con el objeto de concluir mediante acto final el procedimiento que se inició contra la concesionaria y desarrolladora del proyecto del Tajo San Antonio a que se refiere este asunto.  Se ordena al Presidente del Tribunal Ambiental Administrativo, que en forma inmediata, proceda a concluir mediante acto final el procedimiento administrativo seguido por los hechos a que se refiere este caso. Se ordena al Secretario General de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental, que ordene  en forma inmediata la realización de la investigación respectiva a efecto de establecer si la concesionaria y desarrolladora del proyecto de explotación de ese tajo está cumpliendo los compromisos ambientales que le corresponden. Se ordena al Ministro de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones, que en forma inmediata ordene al Jefe del Departamento de Aguas de ese Ministerio, que  investigue si la concesionaria y desarrolladora de ese proyecto cumplió la legislación sobre uso y protección de cauce de dominio público.  Para el cumplimiento de lo aquí ordenado, cada accionado dispone del PLAZO DE DOS MESES, que se contará a partir de la respectiva comunicación de la parte dispositiva de esta sentencia. En cuanto a los demás recurridos se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
ASAMBLEA LEGISLATIVA
11694-11. INSTRUMENTO INTERNACIONAL. INTERCAMBIO TRIBUTARIO CON ARGENTINA. Se evacua esta consulta legislativa preceptiva de constitucionalidad en el sentido de que con motivo del tramite del proyecto de ley de Aprobación del Acuerdo para el intercambio de información en materia tributaria entre la Republica de Argentina y la Republica de Costa Rica, Expediente legislativo No.17832, no se ha producido ningún vicio sustancial de forma ni de fondo. Los Magistrados Armijo Sancho y Cruz Castro salvan el voto en relación con la mayoría necesaria para la aprobación del texto en primer debate. Evacuada. 

11331-11.  ACUERDO LEGISLATIVO. INCONFORMIDAD CON ACUERDO ADOPTADO EN AUSENCIA DE JEFE DE FRACCION DEL PARTIDO LIBERACIÓN NACIONAL. Los recurrentes manifiestan, que en la reunión de jefes de fracción, sin estar presente uno de ellos, se dispuso dispensar de lectura de los Informes de Liquidación del Presupuesto Ordinario y Extraordinario del año 2010 y conocerlos durante el mes de agosto, a pesar de que según el artículo 118 de la Constitución Política, en las sesiones extraordinarias que transcurren en el mes de agosto solamente pueden conocerse las materias convocadas por el Poder Ejecutivo y la aprobación de tal moción no estaba incluida en ninguna de las convocatorias realizadas. Además, aducen que aplicar  el artículo 194 del Reglamento de la Asamblea Legislativa durante el período de sesiones extraordinarias, conforme lo hizo el Presidente de la Asamblea Legislativa, quebranta el proceso de formación de las leyes y los principios de proporcionalidad y razonabilidad. En este caso, señala la Sala que no le compete revisar el acuerdo adoptado por los Jefes de Fracción el 4 de agosto de 2011, la votación realizada en la sesión plenaria N° 49 de esa misma fecha y los demás aspectos que los accionantes plantean por esta vía.  Se cita el voto 17896-10. En consecuencia, el recurso es inadmisible y así se declara. Se rechaza de plano el recurso. RP
11309-11. LEY. REFORMA A LA LEY DE LA JURISDICCIÓN CONSTITUCIONAL. Consulta Legislativa Preceptiva de Constitucionalidad referente al proyecto de “REFORMA DEL ARTÍCULO 102 DE LA LEY NO. 7135, LEY DE LA JURISDICCIÓN CONSTITUCIONAL”, expediente legislativo número 17.325. Se evacua la consulta preceptiva en el sentido que el proyecto de ley de  Reforma del Artículo 102 de la Ley No. 7135, Ley de la Jurisdicción Constitucional que se tramita en el expediente legislativo número 17.325, no resulta inconstitucional. Evacuada
10419-11, 10420-11.  SESIONES. LIMITAN A PÚBLICO ASISTENTE LLEVAR ROTULOS.  La recurrente manifiesta que, con frecuencia asiste a sesiones en las barras de la Asamblea Legislativa, junto con un grupo de amigos que se han denominado “Comité Patriótico de las Barras de la Asamblea”. Señala que les interesa observar lo que se está discutiendo en ese lugar, así como el enfoque y las actitudes que toman los diputados. Asimismo, desean darle a conocer su posición  con respecto a diferentes leyes que se discuten. Manifiesta que sólo tienen para esos fines los carteles escritos que ponen en las vidrieras. Sin embargo, afirma que se apersonaron a las denominadas barras en mayo pasado y no se les permitió entrar con papel en blanco y marcadores para escribir. En esa oportunidad fueron sometidos a una revisión por parte de un grupo de policías. Al consultar las razones de tal proceder, únicamente se limitaron a decir que “obedecían órdenes del Presidente de la Asamblea”.  Argumenta que se le indicó que debían llevar los carteles escritos, y que el Jefe de Seguridad les daría el visto bueno. Acusa que  sin justificación alguna los recurridos le impiden ejercer su libertad de expresión, sometiéndola a un tipo de censura previa. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 50 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se ordena al Presidente de la Asamblea Legislativa, abstenerse de ejecutar conductas como las que dieron lugar a la estimatoria del recurso. CL
BANCARIO 
11485-11. CUENTA CORRIENTE. NEGATIVA INJUSTIFICADA DE BANCO PRIVADO A ABRIR CUENTA DE AHORROS. Reclama la recurrente que el banco recurrido se negó a abrir una cuenta corriente a su nombre, sin motivar su decisión, pese a que la empresa donde trabaja  cancela los salarios de  sus empleados solamente por medio de planilla  con  dicho Banco, actuación que va en detrimento de sus derechos fundamentales. Se declara con lugar el recurso. Se condena al Banco de San José Sociedad Anónima (BAC) al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia en la vía civil. Los Magistrados Armijo y Rueda salvan el voto y declaran sin lugar el recurso.  CL
COLEGIOS PROFESIONALES
11732-11. SANCIONES PARA ABOGADOS POR SU ACTUAR EN EL EJERCICIO DE LA PROFESION. Acción de Inconstitucionalidad contra el Articulo 17 del Código de Deberes Jurídicos, Morales y Éticos del Profesional en Derecho. El recurrente estima que las normas impugnadas lesionan lo dispuesto en el artículo 39 constitucional y específicamente el artículo 17 impugnado, resulta contrario al principio de seguridad jurídica y al de tipicidad, por cuanto es una norma muy abierta e imprecisa.  Sobre el tema se cita el voto 9685-01 en donde se indica que el principio de reserva de ley que aduce el recurrente como violado por la normativa cuestionada no se aplica en materia disciplinaria en la misma forma que en materia penal, como tampoco el principio de tipicidad. De modo que basta con que en la Ley Orgánica del Colegio de Abogados -ley formal- se atribuya en forma general a su Junta Directiva la potestad disciplinaria sobre sus miembros y las posibles sanciones -como efectivamente se hace en el artículo 10 y siguientes de ese cuerpo normativa- para que, vía reglamento, pueda ese órgano establecer -en forma general y sin necesidad de una tipificación estricta- las conductas que se estimen falta disciplinaria y la correspondiente sanción, lo que efectivamente se hizo en el Código de Deberes Jurídicos, Morales y Éticos del Profesional en Derecho y específicamente en las normas aquí cuestionadas. RF
COMERCIO
11710-11.  CIRCO. ACTUACIÓN DE MENORES DE EDAD EN ACTO CIRCENSE.    Alega el recurrente que los amparados de nacionalidad china, se encuentran de paso en Costa Rica y además, desempeñan la actividad comercial de circo.   Refieren que a raíz de una publicación en un diario de circulación nacional, el cual se hizo mención que varios de los artistas eran niños, provocó que fueran invadidos de manera arbitraria por las autoridades recurridas. Aducen que estas personas al ejercer su función, les impidieron finalizar el espectáculo de esa noche, y además, los amenazaron con cerrar el circo. Dicen que en ese momento procedieron a encerrarse en una oficina a fin de entrevistar a los ciudadanos chinos, quienes además, no contaban con ningún profesional que defendiera sus derechos. Asimismo, arguyen que los menores tienen el permiso de sus padres y del gobierno chino para efectuar este tipo de presentaciones. Señala la Sala, que lo actuado por las autoridades del Patronato Nacional de la Infancia y del Ministerio de Trabajo, se encuentra dentro de sus atribuciones y competencias legales, en virtud que, actuaron para salvaguardar el interés superior de los menores de edad que forman parte del grupo de acrobacia en cuestión. Es necesario que tengan presente que, a pesar que los niños provienen de una cultura distinta a la existente en Costa Rica, donde la práctica de este tipo de actividad artística y cultural es considerada un honor, al proceder a una presentación dentro del territorio nacional, deben someterse a las leyes de país y al ordenamiento interno que rige lo atinente a los derechos de los niños y de los trabajadores. Se rechaza de plano el recurso. RP
10854-11. PORTEADORES. REQUISITOS PARA LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO. Alega el recurrente que los usuarios del servicio de porteo, deban firmar un contrato con el prestador, a fin de acceder al uso de ese medio de transporte. Pese a las alegaciones del petente, se debe indicar que no le compete a esta Sala revisar si la actuación acusada, se ajusta o no a la normativa legal vigente, pues esa labor es propia de la vía común -administrativa o jurisdiccional-, ya que, esta Sala no es un contralor de la legalidad. RP
CONTRATOS O LICITACIONES
11488-11. DEPÓSITO LIBRE DE GOLFITO.  MONOPOLIO DEL SERVICIO DE ACARREO DE MERCADERIAS DENTRO DE LAS INSTALACIONES. Acusa el recurrente que la creación de un monopolio de acarreo de mercadería dentro de las instalaciones del Depósito Libre  Comercial de Golfito, lesiona sus derechos fundamentales porque se le impide realizar el trabajo que venía ejerciendo la amparada hace más de 15 años. Asimismo, cuestiona el nombramiento de los directivos de JUDESUR. En este caso consta que a la amparada se le otorgó  la posibilidad de participar en igualdad de condiciones en el proceso licitatorio iniciativa de la JUDESUR, con lo cual no puede señalar que fue colocada en indefensión, que existe  quebranto a la igualdad de oportunidades, o la libre concurrencia de oferentes o que se esté promoviendo la creación de monopolios. Así las cosas, no existe entonces evidencia alguna de un proceder arbitrario del recurrido, que sea  una cuestión propia de la vía de amparo y lo que procede es desestimar el recurso en cuanto a este extremo. En cuanto a la supuesta falta de idoneidad de dos directivos de la Junta accionada, estima este Tribunal, que debe dilucidarse y  es labor propia de la vía común -administrativa o jurisdiccional-, ya que esta Sala no es un contralor de la legalidad de las actuaciones o resoluciones de la Administración. Como consecuencia, procede desestimar el recurso en cuanto a este extremo.  Se declara sin  lugar el recurso. SL
11573-11. PERMISOS. SOLICITUDES PARA PERMISOS DE TAXI DEBEN LLENARSE MEDIANTE FORMULARIOS ELECTRÓNICOS. Alega el recurrente que se publico la Ley 8955 que establece el Servicio Especial de Taxi a partir del 7 de julio del ano en curso. Señala que en el Transitorio II se establece que se recibirá la documentación para la solicitud del permiso de taxi especial en las oficinas del Consejo recurrido y se establece el plazo de un mes a partir de la publicación de dicha Ley en el Diario Oficial La Gaceta como plazo perentorio para la entrega de documentos. Indica que el Consejo de Transporte Publico estableció la dirección www.ctp.go.cr como lugar para obtener información y solicitar la cita de entregas de los documentos para el permiso especial de taxi; no obstante, dicho sistema de solicitud no se dispuso en la Ley 8955. Alega que desde el 19 de julio de 20ll, la pagina que indico del Consejo recurrido esta fuera de servicio, es imposible tener acceso a su contenido y no se puede ingresar al sistema para solicitar la cita para la entrega de documentos y obtener el permiso citado. Estima que existe una falta de servicio público achacable al Consejo de Transporte Público al no haber previsto que el acceso electrónico no da garantiza igualdad de participación para cualquier interesado y, menos aún, cuando en las oficinas centrales se niegan a dar las citas para la entrega de los documentos en forma personal. Con base en lasa consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
DERECHO A LA EDUCACIÓN

11870-11. DOCENTE.  FALTA DE PROFESOR DE ESTUDIOS SOCIALES EN CENTRO EDUCTIVO POR FALTA DE PRESUPUESTO.   La recurrente manifiesta que es estudiante  de  décimo  año  en  el Cindea  de Colonia Puntarenas, Satélite Guatuso.    Indica  que normalmente   las materias  inician  de conformidad con   el programa, pero a partir del 15 de abril de 2011 tuvo conocimiento de que no recibiría la materia  Estudios Sociales durante  el  primer  semestre,  debido  a  que  algún  funcionario  no  gestionó  el presupuesto necesario.   Alega  que se han presentado gestiones ante el  Coordinador de  la sede  de Guatuso y ante el Director del Cindea Colonia Puntarenas, Guatuso; sin  embargo,  a  la  fecha  de  interposición  de  este  recurso  no  se  ha  obtenido respuesta satisfactoria alguna. Se declara con lugar el recurso. Con base en el artículo 50 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se ordena al Viceministro de Planificación Institucional y Coordinación Regional, Directora del CINDEA Colonia Puntarenas y Coordinador del CINDEA de Guatuso, todos del Ministerio de Educación Pública, que deberán disponer lo necesario para que, en el futuro, no se incurra nuevamente en actos similares a los que dieron lugar a esta estimatoria. CL
11478-11.  EDUCACION ESPECIAL. DISMINUCIÓN DE LECCIONES EN AULA INTEGRADA ESCOLAR EN CERVANTES DE ALVARADO EN CARTAGO.   La recurrente manifiesta que su hija de 13 años, nació con hidrocefalia, mielomeningocele, síndrome de insuficiencia respiratoria, retardo mental y otras complicaciones que han requerido tratamiento médico. Indica que la amparada es estudiante del aula  integrada de la Escuela  Luis Cruz Meza de Cervantes de Alvarado, en Cartago. Explica que  para el presente curso  lectivo, el Ministerio recurrido eliminó 8 lecciones de recargo a la docente del  aula integrada, lo que la obliga a  trabajar con todo el grupo al mismo tiempo, en una jornada más larga para los niños. Considera que dicha situación afecta la calidad de los servicios que brinda el centro educativo, así como la  seguridad y el  trato  especial al que tiene derecho la tutelada y sus demás compañeros, por ser personas que presentan alguna discapacidad. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Director de Recursos Humanos y al Jefe del Departamento de Formulación Presupuestaria, ambos del Ministerio de Educación Pública, que de forma inmediata realicen las gestiones necesarias para abrir un código nuevo o en su defecto pagar las ocho lecciones interinas al profesional que está a cargo del aula integrada de la escuela Luis Cruz Meza de Cervantes de Alvarado, a fin de garantizar el efectivo goce del derecho a la educación. CL

11424-11.  EDUCACION ESPECIAL. NEGATIVA A BRINDAR SERVICIOS DE APOYO A ESTUDIANTES ESPECIALES EN LICEO SAN ROQUE DE GRECIA. Los recurrentes manifestaron que los menores amparados gozaron, durante  su permanencia en la escuela primaria,  de los servicios de apoyo de  educación especial,  tales como  terapia  de lenguaje,  apoyo en retardo  mental, problemas  emocionales  y  de  conducta.  Reclaman  que  ahora  que  cursan  la secundaria   en  el  Liceo  San Roque   de Grecia,   no  se  les brinda acceso  a esos servicios de apoyo, lo cual les genera perjuicios.  Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Director del Liceo San Roque, a la Asesora Nacional de Educación Especial y Ministro de Educación Pública, respectivamente, coordinar lo necesario para que, de inmediato se evalúe a los menores amparados, se determine y brinde los apoyos técnicos necesarios para sus circunstancias particulares. CL

11406-11.  EDUCACIÓN ESPECIAL. A ESTUDIANTES DE EDUCACION ESPECIAL NO SE LES ENTREGA TÍTULO DE BACHILLERATO.  El recurrente alega que en el Colegio  Técnico Profesional de Puriscal, se cuenta con la modalidad de Educación Especial de III Ciclo y Diversificado Vocacional; sin embargo, si bien a estos estudiantes se les otorga un certificado con logros obtenidos y un título de conclusión de estudios, no se les brinda la oportunidad de optar por un título de bachiller en Educación Media, ya que el Ministerio de Educación les suprime el examen de bachillerato, lo cual es discriminatorio. Señala la Sala que la distinción hecha obedece a consideraciones técnicas del campo de la educación. Así, mientras que en el sistema de educación formal existe un núcleo de asignaturas comunes, en la modalidad de Educación Especial–Plan de Estudios de III Ciclo y Diversificado Vocacional, se le proporciona a los estudiantes habilidades adaptativas. Según el criterio técnico del Ministro recurrido, “la formación vocacional se refiere a la enseñanza específica de un área ocupacional que le permita al estudiante realizar a futuro una actividad productiva, cuyos aprendizajes puedan ser certificados por la institución educativa con el propósito de aumentar sus posibilidades de inserción laboral”. Esto supone áreas curriculares diferentes cuya particularidades específicas impone un tratamiento diverso y explica que se otorgue un título diferenciado. Por consiguiente, al fundarse el trato distinto en criterios técnicos proveniente del campo de la educación, no se ha vulnerado el derecho a la igualdad cobijado en el artículo 33 de la Constitución Política y se debe desestimar el amparo.  Se declara sin lugar el recurso.- SL
11439-11. SANCION. CONTRARIA A LA DIGNIDAD DEL ESTUDIANTE Y NEGATIVA DE ENTREGAR EXPEDIENTE ACADÉMICO.   La recurrente acusa que las autoridades del Liceo Franco Costarricense sancionaron a su hijo de manera tal que lesionaron su dignidad. Alega, además, que no se le ha entregado la copia del expediente del menor que solicitó desde el pasado 8 de junio de 2011. Se declara parcialmente con lugar el recurso solo por la imposición de una sanción al amparado contraria a su dignidad y por la renuencia a entregarle a la accionante el expediente académico del amparado. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. En consecuencia, se ordena a la Presidenta de la Asociación Franco Costarricense de Enseñanza, por un lado, otorgarle de forma inmediata a la recurrente copia del expediente académico del amparado y de aquellos documentos que requiera para trasladarlo a otro centro escolar, y, por el otro, emitir las directrices requeridas para que en el futuro su personal docente se abstenga de incurrir en las conductas que dieron base para declarar procedente este proceso de constitucionalidad. CL Parcial.
11529-11.  TITULO. NEGATIVA A ENTREGARLE BACHILLERATO EN EDUCACIÓN RELIGIOSA A SACERDOTE.  El recurrente reclama por la negativa infundada de las autoridades del Consejo Nacional de Enseñanza Superior Universitaria Privada de otorgarle el título de Bachillerato en Educación Religiosa, con el argumento que su expediente no muestra el total de las asignaturas que ha aprobado. Esta situación, según el actor, es ilegítima y lesiona el Derecho de la Constitución. La Sala señala que omite todo pronunciamiento, en cuanto a lo alegado por el amparado, dado se trata de sendos puntos de mera legalidad que desbordan sin duda alguna la naturaleza sumaria o sumarísima de este recurso jurisdiccional. Se declara sin lugar el recurso. SL
11018-11.  MATRICULA.  EN GUATUZO NO SE DA ACCESO A LA EDUCACIÓN A ESTUDIANES DE SETIMO, OCTAVO Y NOVENO QUE QUIEREN ESTUDIAR.    Los accionantes manifiestan que, desde el año mil novecientos noventa y cinco, existe un  CINDEA en  Río Celeste, con el objetivo de brindar oportunidades de educación a la población que por alguna circunstancia no puede desplazarse a otra comunidad para estudiar, o bien, porque sus posibilidades económicas los obligan a  trabajar en jornadas diurnas y  para estudiar tendrían que hacerlo durante la noche o los fines de semana. Explican que para el presente curso lectivo, sólo se abrió  matrícula para los niveles de décimo, undécimo y se dejó sin oportunidad de estudiar a más de cincuenta estudiantes de los niveles de sétimo, octavo y noveno, pese a  que para el nivel de sétimo hay una matrícula para treinta y cinco estudiantes. Alegan que desean continuar sus estudios en el citado CINDEA, pero la autoridad recurrida los dejó sin matrícula para el presente curso lectivo, situación que viola su derecho a la educación.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Dirección de Planificación Institucional y al Director de Recursos Humanos, ambos del  Ministerio de Educación Pública, que deben realizar las acciones administrativas que sean necesarias para que los estudiantes de del centro educativo sétimo, octavo y noveno año de CINDEA de Guatuso continúen de forma ininterrumpida el proceso de aprendizaje. CL
10737-11. ENTREGA DE NOTAS.  NEGATIVA A ENTREGARLAS POR DEUDA CON CENTRO EDUCATIVO PRIVADO.  La recurrente manifiesta que su hijo fue estudiante del West College.  Alega que dada su incapacidad de pago de la mensualidad del mes de diciembre de 2010 de dicho centro educativo, los personeros del colegio recurrido se niegan a entregarle los promedios de sétimo año cursado en esa institución, lo cual requiere para matricular al menor en otro centro educativo. Se declara con lugar el recurso. Se condena al WEST COLLEGE INSTITUTE AND SCHOOL OF EDUCATION, SOCIEDAD ANÓNIMA al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo civil.  CL.

10686-11. SANCION. PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO CONTRA ESTUDIANTE CON INOBSERVANCIA AL DEBIDO PROCESO.   El recurrente manifiesta que el tutelado es alumno de la sede de Atenas del centro educativo accionado. Acusa que su representado fue sancionado con una suspensión de dos años, por medio de un procedimiento en el que no se respetaron los elementos del debido proceso, pues no pudo acceder al expediente, ni tampoco tuvo la posibilidad de ejercer en forma adecuada su derecho de defensa.  Se declara con lugar el recurso. Se anula el oficio número DAC-090-011 del 30 de junio de 2011 del Director de Docencia de la Universidad Técnica Nacional, y se restituye al tutelado en el goce de sus derechos. Se condena a la Universidad Técnica Nacional al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo.  CL
DERECHO A LA INFORMACIÓN
11663-11. EXPEDIENTES. SE NIEGA ACCESO A EXPEDIENTES DE CONCURSO INTERNO PARA PUESTO MUNICIPAL. Alega el recurrente que la negativa de Concejo Municipal de Distrito recurrido de entregarle copia integral del expediente administrativo solicitado, correspondiente al concurso externo por la plaza de Ingeniero Municipal, violenta sus derechos fundamentales. Señala la Sala que el asunto bajo estudio se asocia a la protección del derecho a la intimidad de los participantes, en el concurso por una plaza en el Concejo recurrido, los documentos donde consta su entrevista personal y las pruebas de psicodiagnóstico, sí deben tenerse por incluidas dentro de la esfera privada de los participantes, pues, generalmente, reseñan rasgos de carácter y pueden contener datos sobre sus vínculos familiares, condición de salud, etc., información que es, globalmente, sensible y personal. La entrevista personal para el puesto, sin embargo, no necesariamente tendría un contenido de esas características y dependerá de las cuestiones que en ella se traten. Por ello, la negativa, sin fundamentación, del Concejo Municipal de Distrito de entregar esos datos al interesado, contraviene su derecho de acceso a la información. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Intendente Municipal del Concejo Municipal del Distrito de Cóbano, suministrar al actor, en los tres días siguientes a este pronunciamiento, la información sobre las entrevistas personales de los participantes en el concurso por el puesto de Ingeniero Municipal, no así las relacionadas con las pruebas de psicodiagnóstico. En caso de contener esas entrevistas información sobre la vida privada de los participantes, la negativa a entregar esa parte de la información deberá expresarse en un acto motivado, comunicado en el mismo plazo que se señala en esta sentencia. CL
11867-11, 11868-11.  CAMPAÑA. INCONFORMIDAD CON CAMPAÑA SOBRE  TECNICA DE FERTILIZACION IN VITRO DE LA DEFENSORIA DE LOS HABITANTES.  El recurrente  manifiesta, su disconformidad con el contenido de la campaña anunciada en distintos medios de comunicación colectiva, sobre la técnica de fertilización in vitro. Alega en ese sentido, que la autoridad recurrida pretende verter información parcializada a favor de esa técnica, sobre la cual, actualmente, se tramitan proyectos de ley que pretenden su autorización. Acusa que con esta actuación, se lesiona el derecho a la información de los habitantes de la República, toda vez que, resulta requisito inherente a esta prerrogativa, que la misma sea completa y veraz. Esta Sala resolvió que, la Defensoría de los Habitantes, como órgano del Estado tiene plenas facultades para realizar campañas de información o difusión sobre un determinado tema que estime debe conocer la ciudadanía por su relevancia. Como en la mayoría de los puestos públicos de importancia, quien ocupa, en un momento determinado el cargo, tiene una visión del mundo, una concepción ideológica, pensamientos y opiniones que, ineluctablemente,  se reflejan en la gestión del respectivo órgano o ente público (artículos 28, párrafo 1°, y 29 de la Constitución Política). Es menester acotar que la Defensoría de los Habitantes, tradicionalmente, ha sido concebida como una “magistratura de opinión o de influencia”, cuyas posturas o recomendaciones no son vinculantes, difícilmente podría cumplir con tal misión esencial si ante determinada campaña publicitaria o informativa desarrollada por ese órgano se le pretende censurar por la posición que asume.  Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Rueda pone nota. SL
11387-11. ANTECEDENTES PENALES.  PAGINA EN INTERNET DEL PODER JUDICIAL MANTIENE DATOS DE SENTENCIAS  ARCHIVADAS. El recurrente manifiesta que en marzo  de  este  año  se postuló para un trabajo con un abogado independiente. Señala que a pesar de que cumplía  con  los  requisitos  solicitados  para  el  empleo,  el profesional mencionado  le llamó y le indicó que no  le  daría  el  trabajo,  pues  en  la  consulta  pública  de expedientes en  la  página  del  Poder Judicial,  al  digitar  su  número  de  cédula,  se publicitan  varios procesos  de naturaleza  penal. Dice que verificó tal información y pudo  comprobar  que  efectivamente  aparecían  los  datos  de varios expedientes. Indica que gestionó ante  el Tribunal Penal del I Circuito Judicial  de San José para que se eliminara  de la consulta pública los referidos expedientes, y a la fecha no ha recibido respuesta  alguna. Manifiesta  que puso   la denuncia ante  la Contraloría de Servicios  del  Poder  Judicial,   pero  lo  único que ha logrado  es que  en  el Digesto  se  elimine  su  nombre  y  datos  de  las sentencias  archivadas,   pero  aún permanecen  en la página del Poder  Judicial. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo Superior del Poder Judicial, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que dentro del plazo de un mes, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se eliminen de la página web del Poder Judicial, los datos referentes al tutelado. CL
11376-11. PETICION. SOLICITO INFORMACION Y NO SEÑALO LUGAR PARA NOTIFICACIONES. Alega el recurrente que solicitó por fax, al Asesor Legal de la Municipalidad recurrida, le informara sobre las acciones realizadas por el despacho a su cargo, en cumplimiento de los acuerdos municipales referentes al denominado "Convenio de Traspaso del Acueducto   de  Santa  Lucía  de Barva  a  la Empresa  de Servicios Públicos de Heredia", sin que a la fecha de presentación de este recurso, haya recibido respuesta o justificación alguna por el retraso en la respuesta solicitada. En este caso se constata que la petición planteada por accionante fue contestada por la Asesoría Jurídica Municipal de Barva, el cual, ante la ausencia de señalamiento expreso de lugar o medio para que se enviara la respuesta, la Administración recurrida procedió a remitirla al fax que aparece incorporado en el membrete del oficio utilizado para plantear la petición. De manera que la omisión de este requisito exime -por razones obvias- de responsabilidad al peticionado de incurrir en violación al derecho de respuesta, siempre y cuando, ésta se haya dado, por lo que para el caso que nos ocupa, no puede pretenderse atribuir a éste esa carga, si ni siquiera el petente tuvo el cuidado de cumplir con esa formalidad.  Se declara SIN LUGAR el recurso.  SL
10268-11. REGISTRO DE ASISTENCIA. COLEGIO UNIVERSITARIO DE CARTAGO SE NIEGA A ENTREGAR REGISTRO DE ASISTENCIA DE PROFESORES. El recurrente alega que solicitó al Jefe del Departamento de Recursos Humanos del Colegio Universitario de Cartago, copia certificada de los registros de asistencia de los profesores de la carrera de Dirección de Empresas, por un plazo siete días de la carrera de Dirección de Empresas. Señala que al momento de gestionar esa información tomó en consideración el carácter de interés público de la misma, por ser el registro de asistencia de los profesores un mecanismo de control que debe estar en manos de los administrados, el cual registra tanto si asistió o no a impartir lecciones, así como la hora de entrada y salida. De esta manera tanto a los estudiantes como a los ciudadanos se les permitirá controlar la función o actividad desplegada por los docentes contratados para laborar en instituciones públicas como es el Colegio recurrido, en donde se les paga tanto a los profesores como a los funcionarios administrativos con fondos públicos. No obstante, la institución recurrida negó a suministrarle la información requerida, señalando que la Institución procedería conforme al requerimiento adecuándose al volumen de trabajo del Departamento de Recursos Humanos.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Jefe del Departamento de Recursos Humanos del Colegio Universitario de Cartago, que le entregue al recurrente la información que falta de la solicitud que presentó el 20 de junio del 2011, dentro del plazo de cinco días contado a partir de la notificación de esta resolución. CL
DERECHO A LA SALUD

11686-11. COBRO PARCIAL. SE IMPUGNA EL COBRO PARCIAL DE ANTEOJOS QUE HACE LA CCSS A LOS ASEGURADOS. El recurrente considera lesivo de sus derechos el que se exija pago para la confección de anteojos, a pesar de haberse ordenado en una sentencia de esta Sala su atención. Estima esta Sala que no lleva razón el recurrente, pues del informe rendido bajo fe de juramento se tiene por demostrado que no se le ha negado atención médica. Antes bien, la autoridad recurrida señala que el amparado no cumple con los requisitos establecidos en el ordenamiento jurídico, pues no consta que actualmente se encuentre asegurado bajo ninguna modalidad. Aunado a ello, se tiene por demostrado que al amparado se le brindó la atención ordenada por esta Sala. Respecto al cobro impugnado, no le compete a este Tribunal el análisis de los requisitos o modalidades establecidas por la Caja Costarricense de Seguro Social para el suministro de anteojos; y del informe rendido bajo juramento se constata que la autoridad recurrida no le ha denegado los anteojos que requiere, simplemente ha condicionado dicha prestación al cumplimiento de los requisitos previstos. SL
11012-11. SEGURIDAD SOCIAL. NEGATIVA A PERMITIR QUE LA ESPOSA ASEGURE AL CONYUGUE.  La recurrente manifiesta, que en varias ocasiones ha tratado de asegurar a su esposo por ser asegurada directa, pero en la Clínica de Pavas y en la de Escazú le dijeron que no se puede porque él no tiene ninguna discapacidad que le impida asegurarse por sí mismo. Indica que los mismos funcionarios le dijeron que en caso contrario, la ley sí lo permite, sea que el esposo (hombre) asegure a la esposa, aunque no tenga ninguna discapacidad. En este caso, la Sala resolvió, que el esposo de la amparada no cumple con la totalidad de los requisitos necesarios para ser cubierto por el seguro de la misma, ya que el esposo no sólo no es discapacitado, sino que lleva a cabo una actividad, motivo principal por el cual le fue denegada la solicitud a los servicios de salud.  Analizando los hechos alegados por la recurrente y los informes rendidos por las autoridades recurridas, así como las pruebas aportadas, esta Sala no considera que exista violación a ningún derecho fundamental y por eso lo que procede es desestimar el recurso como en efecto se hace. Se declara sin lugar el recurso.  SL
11133-11. SEGURIDAD SOCIAL. NIEGAN A EXTRANJERA ASEGURARSE POR FALTA DE CEDULA DE RESIDENCIA.  El recurrente manifiesta que la autoridad accionada, le exige a la amparada la presentación de su cédula de residencia para el otorgamiento de su carné de asegurada como esposa de un asalariado, lo cual repercute indirectamente en su derecho a la salud, ya que no sería atendida en caso de requerirlo. Señala la Sala que lo acontecido en el caso bajo estudio, es simplemente la exigencia de un requisito establecido por la Caja Costarricense de Seguro Social al amparo de sus potestades públicas y para el otorgamiento de los seguros que permitan la atención médica en sus instituciones, situación que según lo dicho, no violenta los derechos fundamentales de la amparada, toda vez que se mantiene incólume la posibilidad de atención médica de urgencia en caso de llegar a necesitarla y bajo los parámetros establecidos en la normativa que rige la materia, tal y como lo ha expresado la propia autoridad recurrida. En consecuencia, al no constatarse vulneración alguna a los derechos fundamentales aducidos por el recurrente en este punto, lo correspondiente es desestimar el amparo. Se declara sin lugar el recurso.  SL
DERECHO DE PENSION
10930-11. REQUISITOS. ACTUALIZACIÓN DE LAS CUOTAS DE PENSIÓN AL VALOR PRESENTE. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 22 del Decreto Ejecutivo N° 33080, Reglamento a la Ley 7302 y Reforma a la Ley 7092. La norma se impugna en cuanto establece como requisito para obtener la pensión, la actualización de las cuotas al valor presente, requisito que no esta contemplado en la ley 7302, con lo cual el Poder Ejecutivo vulnera el principio de  potestad reglamentaria, el principio de jerarquía de normas y el Derecho a la jubilación.  Además, se considera que contrario a lo establecido en el artículo 29 de la Ley 7302, la norma impugnada va más allá de lo allí contemplado y procede a realizar el cálculo de lo adeudado al valor presente, lo cual implica que las diferencias adeudadas sean pagadas con el poder adquisitivo de la moneda que en ese momento tenga el colón, lo cual es totalmente desproporcionado, en relación con el monto de pensión que percibirá el adulto mayor al jubilarse que no tiene las posibilidades económicas de realizar los pagos establecidos. De esta forma, aún cuando la persona cumpla con los requisitos de edad y tiempo servido para jubilarse, con dicha normativa reglamentaria se hace nugatorio el derecho a la jubilación. Aunado a lo anterior, se alega que la normativa cuestionada provoca una clara desigualdad pues el salario debería haberse incrementado en la misma proporción en que se incrementa el valor presente de las diferencias adeudadas por concepto de cuotas. Finalmente,  existe un exceso en la potestad reglamentaria, dado que el Decreto  emplea parámetros de revalorización poco usuales, cuya utilización no se desprende de los términos en que fueron concedidas las normas legales que reglamenta. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar la acción. SL
10513-11. DOBLE REMUNIRACION. PROHIBICIÓN DE RECIBIR SALARIO Y PENSIÓN EN EL PODER JUDICIAL. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 234 párrafo primero de la ley Orgánica del Poder Judicial. La norma se impugna en cuanto que el Consejo Superior del Poder Judicial, le denegó una gestión formulada con el objetivo de que le pagaran las jubilaciones que le fueron suspendidas desde el mes de marzo de 2007 en adelante, pues se encuentra desempeñando un cargo remunerado en la Administración Pública. Alega que la disposición cuestionada es similar al párrafo 1º del artículo 14 de la Ley General de Pensiones, norma que fue declara inconstitucional por la Sala en la sentencia No. 2010-15058 de las 14:50 hrs. de 8 de setiembre de 2010. Considera que el artículo referido es ilegítimo, en el tanto, de manera implícita, establece la prohibición de recibir jubilación o pensión del Estado, por cualquier concepto, y ocupar al mismo tiempo, un cargo remunerado en la Administración Pública. Insiste en que se le obligó a renunciar expresamente, a la jubilación correspondiente, durante el tiempo que ocupara el cargo de Juez de Violencia Doméstica de Desamparados, con lo que se convierte en un mecanismo disuasorio para que no se ejerza el empleo o cargo público remunerado. Estima que la norma efectúa una distinción carente de motivos objetivos y razonables, por lo que es discriminatoria, en el tanto el monto de jubilación o de pensión no es suspendido si el ex servidor opta por laborar en la empresa privada. Por lo descrito, estima lesionado su derecho al trabajo y a acceder a los cargos públicos, consagrados por los artículos 56 y 192 de la Constitución Política. Estima que se le despoja temporalmente del goce de una jubilación del Estado, lo que lesiona el principio de intangibilidad del patrimonio. Argumenta que la norma es irrazonable, pues resulta desproporcionada para lograr el fin propuesto (redistribución o sostenibiliad del régimen de pensión). Considera que irrespeta los principios de justicia social y solidaridad, pues hace imposible recibir una jubilación del Estado y, al mismo tiempo, un cargo, salarialmente remunerado por la Administración Pública. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar la acción. La Magistrada Calzada y el Magistrado Jinesta salvan el voto y declaran con lugar la acción con todas sus consecuencias. Los Magistrados Armijo Sancho, Cruz Castro y Castillo Víquez ponen nota.   SL
DERECHO DE PROPIEDAD

11634-11. TITULO REGISTRAL. IDA NO ENTREGA TÍTULO REGISTRAL DE PROPIEDAD QUE ADJUDICÓ. El recurrente reclama que a pesar de que el Instituto de Desarrollo Agrario le adjudicó desde el 14 de mayo de 1984 una propiedad en La Victoria de Horquetas, a la fecha, no se le ha otorgado el título registral de la misma, actuación que vulnera el artículo 41 de la Constitución Política. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo del Instituto de Desarrollo Agrario, que en forma inmediata realice las diligencias necesarias dentro del ámbito de su competencia para que en el término improrrogable de UN MES, contado a partir de la notificación de esta resolución, finalice el proceso de adjudicación de la parcela Nº 87 en La Victoria de Horquetas de Sarapiquí, como en derecho corresponda y lo resuelto deberá de notificarlo al amparado. CL  
11141-11. BIEN DEMANIAL. ABANDONO DE TERRENO PROPIEDAD DEL ESTADO.  La recurrente manifiesta que el recurrido incumple su responsabilidad de mantener limpio, de manera regular, el inmueble propiedad del Estado, adquirido, originalmente, para el desarrollo del proyecto San José-Caldera. Dicho terreno se encuentra al lado de la vivienda del amparado y  se encuentra en total abandono, por lo que la Defensoría de los Habitantes ha interpuesto varias denuncias; sin embargo, a la fecha no se ha solucionado el problema. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Jefe del Departamento de Inspección Vial y Demoliciones del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, emitir las órdenes pertinentes para que en el plazo de cinco días, contados a partir de la notificación de esta sentencia, se proceda con la limpieza del lote denunciado por la recurrente. CL
10702-11. DAÑOS A PROPIEDAD. CIERRE DE ACCESO EN VIA A CALDERA.   El recurrente reclama lesión a su derecho fundamental a la propiedad, contenido en el numeral 45 de la Constitución Política, toda vez que con ocasión a las labores realizadas por la empresa concesionaria Autopistas del Sol, ya no tiene acceso a sus propiedades, ya que se eliminó la calle pública marginal de Guachipelín de Escazú. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena a Edwin Rodríguez Aguilera y a Francisco José Jiménez Reyes, por su orden Secretario Técnico y Presidente del Consejo Nacional de Concesiones, o a quienes en sus lugares ejerzan los cargos, disponer en el improrrogable plazo de TRES MESES las actuaciones que se encuentren dentro de su ámbito de competencias, para que se le otorguen las facilidades a efecto de que el recurrente pueda tener un acceso sus propiedades ubicadas en el distrito San Rafael, del cantón de Escazú, de la provincia de San José. Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo.  CL 

10797-11. LIBRE TRANSITO. TALLER MECANICO IMPIDE LIBRE TRANSITO Y CONTAMINA EL LUGAR.  La recurrente manifiesta que reside en una casa que tiene acceso a través de una servidumbre; sin embargo, el dueño de un taller que se ubica en el lugar, desde hace aproximadamente trece años, obstruye la vía a consecuencia del estacionamiento de los vehículos que recibe.  El olor de la pintura que se utiliza para pintar vehículos es muy fuerte y realizan quemas de basura que se coloca a lo largo de la servidumbre. Dice que la situación ha sido puesta en conocimiento de autoridades competentes, tales como la Municipalidad de Alajuela, la Policía de Tránsito, el Ministerio de Salud, la Defensoría de los Habitantes, sin que se haya dado solución alguna al problema.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al director del Área Rectora de Salud Alajuela 2, o a quien ocupe su cargo, supervisar el estricto y cabal cumplimiento de la orden sanitaria 40-RR-2011. Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios ocasionados, los cuales se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL
10228-11. DAÑOS A LA PROPIEDAD.  SE ORDENA EJECUTAR ORDEN SANITARIA GIRADA HACE SEIS AÑOS. Alega la recurrente que las autoridades accionadas no han dado una solución efectiva a los problemas generados por la construcción realizada en el inmueble que colinda con su propiedad. Ante dicha situación, la Municipalidad de San Ramón ordenó al  propietario del inmueble la construcción de un muro de contención el primero de mayo de dos mil diez, disposición que no se ha cumplido aún, por estar pendiente un recurso planteado ante el Contencioso Administrativo.  Por otra parte, se tiene por probado que a raíz de los hechos antes mencionados, en el año 2004, el Área Rectora de Salud de San Ramón realizó una inspección en la casa de la accionante y constató que ésta presentaba un alto riesgo de derrumbe, razón por la cual giró la orden sanitaria número R-443-2004  del 5 de noviembre de 2004, no obstante, no existe prueba de que ésta se hubiera cumplido a la fecha en que la Directora del Área Rectora de Salud rinde su informe. Este Tribunal estima injustificado el hecho de que tras más de seis años de haberse dictado la orden sanitaria número R-443-2004, ésta no se hubiera ejecutado todavía, a pesar de que existe un claro riesgo de derrumbe del inmueble sobre el que ésta fue girada, con lo que se pone en riesgo la integridad física de las personas que habitan ese lugar. Así, en virtud de lo anterior, lo procedente es acoger el recurso, con las consideraciones que se dirán en la parte dispositiva. Se declara con lugar el recurso, únicamente en cuanto a la Municipalidad de San Ramón y el Área Rectora de Salud de San Ramón. Se ordena a LA Directora. del Área de Salud de San Ramón, o a quien ocupe su cargo, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que de inmediato se ejecute la orden sanitaria número R-443-2004, si aún persisten las condiciones que fundamentaron su dictado. CL
10231-11.  DAÑOS A LA PROPIEDAD.  CONSTRUCCION DE AUTOPISTA IMPIDE SALIDA DE VECINOS.  El recurrente manifiesta que es propietario de las fincas inscritas en el Registro Público de la Propiedad, que colindan por su lindero norte con calle pública, actualmente con la carretera nacional San José-Caldera. Señala que al terminarse de construir la Carretera citada, el problema se convirtió en permanente, pues no puede ingresar ni salir de esos fundos, lo que le impide acceder en forma absoluta a sus propiedades, especialmente en el caso de la propiedad ubicada frente a las casetillas de peaje de Coyolar-Pozón.  Se declara con lugar el recurso, únicamente en cuanto al Ministerio de Obras Públicas y Transportes. Se ordena al Presidente, y al Secretario Técnico, ambos del Consejo Nacional de Concesiones que tomen las acciones que correspondan para que en el plazo de seis meses, contado a partir de la comunicación de esta sentencia, se resuelva definitivamente el problema del acceso a la vía pública de las propiedades del tutelado.   CL
DERECHO DE TRABAJO
11633-11. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. TRASLADO DE CARGOS. El recurrente reclama que en el traslado de cargos que le fue formulado, el Órgano Director del Procedimiento, no indica con claridad la conducta que se le reprocha, las consecuencias jurídicas de los hechos que se le imputan y su fundamento normativo, actuación que va en detrimento de su derecho de defensa. Se declara CON LUGAR el recurso. Se anula la resolución de las catorce horas treinta minutos del 21 de julio de dos mil once, en la que el Órgano Director ordenó la apertura de un procedimiento disciplinario No. 1608-2011 contra el recurrente, a quién se le restituye en el pleno goce de sus derechos fundamentales. CL   

11743-11. HORAS EXTRA. NO SE HACE PAGO DE HORAS EXTRAS A PROFESIONALES EN ICT, SI SE LES PAGA PROHIBICIÓN. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo Sexto del Decreto Ejecutivo Numero 24131-H-PLAN y el oficio PHR-790-2008 del 27/11/08 suscrito por el Líder del Proceso de Recursos Humanos del Instituto Costarricense de Turismo. Considera el accionante que la norma impugnada es contraria a lo dispuesto en el artículo 58 de la Constitución Política, en cuanto establece que quedan excluidos de la remuneración del tiempo extraordinario, los servidores acogidos al régimen de prohibición, como es su caso.  En síntesis, el accionante argumenta que la Administración se ha negado en reconocerle el pago por horas extra, fundamentándose en el artículo 6 del Decreto Ejecutivo 24131-H-PLAN, razón por la cual, por Oficio PRH-0790-2008. Señala que el artículo 58 de la Constitución Política establece el derecho de los trabajadores y trabajadoras a laborar una jornada máxima ordinaria, fijando la diaria en ocho horas y la semanal en cuarenta y ocho.  Además, establece el deber del patrono y el derecho del trabajador que el trabajo efectuado fuera de esos límites sea remunerado con un cincuenta por ciento más de los salarios estipulados.  Pero en su caso particular, se le niega el no pago del tiempo extraordinario laborado en el hecho que percibe pago por concepto de prohibición.  No obstante, no existe relación entre una cosa y la otra, conforme esta misma Sala Constitucional lo ha resuelto en sentencia número 4494-96 de las 11:18 horas del 30 de agosto de 1996 y, en sentido similar, en las sentencias número 2000-00444 de las 16:51 horas del 12 de enero del 2000 y número 2001-00242 de las 14:44 horas del 10 de enero de 2001. Se declara con lugar interlocutoriamente la acción.  En consecuencia, se anula por inconstitucional la frase "Prohibición del Ejercicio Liberal de la Profesión" del artículo 6 del Decreto Ejecutivo N° 24131-H-PLAN del 17 de marzo de 1995.  Asimismo, se anula el oficio PRH-0790-2008 del 27 de noviembre de 2008 suscrito por el Líder del Proceso de Recursos Humanos del Instituto Costarricense de Turismo y su Analista.  De conformidad con lo dispuesto en los artículos 91 y 93 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, esta sentencia es declarativa y retroactiva a la fecha de vigencia de las disposiciones impugnadas, salvo en perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe o respecto de aquellas relaciones o situaciones jurídicas que se hubiesen consolidado por prescripción o caducidad, en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material o por consumación de los hechos cuando fueren material o técnicamente irreversibles.  Comuníquese este pronunciamiento al Poder Ejecutivo y al Instituto Costarricense de Turismo. Se declara con lugar interlocutoriamente la acción.  En consecuencia, se anula por inconstitucional la frase "Prohibición del Ejercicio Liberal de la Profesión" del artículo 6 del Decreto Ejecutivo Nº 24131-H-PLAN del 17 de marzo de 1995.  Asimismo, se anula el oficio PRH-0790-2008 del 27 de noviembre de 2008 suscrito por el Líder del Proceso de Recursos Humanos del Instituto Costarricense de Turismo y su Analista.  De conformidad con lo dispuesto en los artículos 91 y 93 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, esta sentencia es declarativa y retroactiva a la fecha de vigencia de las disposiciones impugnadas, salvo en perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe o respecto de aquellas relaciones o situaciones jurídicas que se hubiesen consolidado por prescripción o caducidad, en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material o por consumación de los hechos cuando fueren material o técnicamente irreversibles.  Comuníquese este pronunciamiento al Poder Ejecutivo y al Instituto Costarricense de Turismo.  Reséñese en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese, íntegramente, en el Boletín Judicial. CL
11176-11. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. POR NOMBRAMIENTOS CONSULARES.   El recurrente  reclama que el Procurador de la Ética inició en su contra un procedimiento administrativo por nombramientos consulares. Indica que solicitó copia de la denuncia interpuesta en su contra y acusa que a la fecha de interposición del presente recurso de amparo no ha recibido respuesta. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Jinesta salva parcialmente el voto, únicamente, en cuanto se le denegó el acceso a la investigación preliminar. SL

10950-11. DESPIDO. SE EJECUTA ESTANDO PENDIENTE RECURSO DE APELACION. El recurrente estima que fueron transgredidos sus derechos de la defensa y debido proceso, pues se le despidió con fundamento en lo dispuesto en un procedimiento administrativo seguido en su contra en el Ministerio de Educación Pública, mientras se encontraba pendiente el recurso de apelación presentado ante el Tribunal Superior de Trabajo y, por ende, en abierta contradicción de lo dispuesto en el artículo 44 del Estatuto de Servicio Civil. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se deja sin efecto el acuerdo Nº 0094-2011 del 16 de junio de 2011, emitido por el Poder Ejecutivo. Se ordena al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública y al Ministro de la Presidencia, que en el término improrrogable de VEINTICUATRO HORAS, contado a partir de la comunicación de la parte dispositiva de esta sentencia, debe restituir al recurrente en el cargo de profesor de idioma extranjero en el Centro Educativo Nuestra Señora de Fátima de la Dirección Regional de Educación de Cartago, o en su caso, suspenderle con goce de salario, mientras se resuelve el recurso de apelación planteado ante el Tribunal Superior de Trabajo. En todos los demás extremos alegados, se declara sin lugar el recurso. CL
11061-11. PRESTACIONES. DEMORA EN EL PAGO EN EL PODER JUDICIAL. La recurrente reclama que a pesar de que, el Consejo  Superior  del Poder Judicial la separó de su cargo por encontrarse incapacitada de manera absoluta y permanente para realizar las funciones para  las que fue contratada, a la fecha no le han sido canceladas sus prestaciones legales, actuación que vulnera sus derechos fundamentales. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena a Francisco Arroyo Meléndez en su condición de Jefe del Departamento de Gestión Humana del Poder Judicial, que en forma inmediata realice las diligencias necesarias dentro del ámbito de su competencia para que en el término improrrogable de un mes, contado a partir de la notificación de esta resolución, se cancele a la recurrente los extremos correspondientes a las prestaciones legales que se le adeuden. CL
11069-11. DESPIDO. SE ALEGA FALTA DE FUNDAMENTACIÓN. Alega el recurrente que inició labores para la Fuerza Pública en la jurisdicción de Puntarenas, la cual consistía en vigilancia como policía de calle o de puestos. Mientras se encontraba en servicio, prestando colaboración en la Comandancia de Puntarenas para el traslado de un detenido a la Fiscalía y por un problema suscitado, se le suspendió despidió por irrespeto a un compañero oficial, hablándole con palabras fuera de tono y ademanes que no van acordes con el comportamiento de un oficial de la Fuerza Pública. Afirma que apeló en tiempo y forma la decisión y aún no se le ha resuelto nada al respecto.  Se declara parcialmente con lugar el recurso únicamente por la falta de fundamentación de la resolución que ordena el despido.  En consecuencia se anula la resolución  del Ministerio de Seguridad Pública N° 2010-2006 de las 08 horas del 11 de junio de 2010. Lo anterior, sin perjuicio de que una vez respetando el deber de fundamentación y proporcionalidad, los recurridos decidan continuar con la imposición de una sanción disciplinaria al amparado, si lo estiman procedente. CL 

11178-11. SALARIO. NO SE COMPUTAN PARA EFECTOS DE AGUINALDO, SALARIO ESCOLAR Y OTROS, LOS PERIODOS DE INCAPACIDAD. Alega la recurrente que labora en la Caja Costarricense de Seguro Social y desde el veintisiete de mayo de dos mil siete, se encuentra incapacitada de manera temporal, por habérsele diagnosticado cáncer de tiroides. Indica que desde que esta incapacitada, la institución recurrida le estuvo reconociendo las sumas que se le pagaron por concepto de salarios. Menciona que a pesar de toda la normativa vigente en materia de incapacidades de manera sorpresiva la Dirección de Administración y Gestión de Personal, publicó el oficio numero DAGP-0942-2011 del diecisiete de junio de dos mil once, en el que se dispone la eliminación del "beneficio especial" concedido por la Caja a sus trabajadores, durante los períodos de incapacidad, por cuanto constituye un subsidio y debe eliminarse su reporte en calidad de salario. Sostiene que las disposiciones mencionadas le causan grave perjuicio, a partir del nueve de junio de dos mil once, fecha en que estaba y continua incapacitada, las sumas que se le pagaron y a futuro que se le paguen durante los periodos de incapacidad, no se comparan para el cálculo de aguinaldo, salario escolar, y otros extremos salariales. Acusa que tales cambios se realizaron de manera sorpresiva y unilateral, sin otorgársele audiencia previa. Estima vulnerados sus derechos fundamentales de defensa y debido proceso y su derecho al salario. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
10832-11. HUELGA. DERECHO DE PARTICIPACIÓN. Acción de Inconstitucionalidad contra de los artículos 373 Y 377 del Código de Trabajo. La normativa se impugna por los siguientes motivos: a).- El artículo 373 del Código de Trabajo, por estimar que es violatorio del artículo 61 de la Constitución Política, por cuanto establece requisitos y procesos en exceso para acceder a la huelga legal b).- El artículo 377 del Código de Trabajo, se cuestiona por estimarse violatorio de los artículos 41 y 61 constitucionales, así como los principios que informan el debido proceso y el acceso a la justicia; en tanto, prevé que sin ningún proceso previo, se pueda despedir sin responsabilidad patronal a los trabajadores al calificarse una huelga de ilegal, sin previa demostración de que efectivamente se ha participado en forma activa en ella. Por unanimidad, se anula por inconstitucional el inciso c) del artículo 373 del Código de Trabajo, debiendo los jueces estarse a lo indicado en el Considerando VIII. Por unanimidad, se declara sin lugar la acción respecto el inciso b) del artículo 373 del mismo cuerpo legal. Por mayoría se interpreta conforme a la Constitución el artículo 377 del Código de Trabajo en el sentido que la terminación de los contratos de trabajo es a partir de la declaratoria de ilegalidad de la huelga y, en consecuencia, los trabajadores que participaron en el movimiento huelguístico antes de esa declaratoria no pueden ser despedidos, rebajados sus salarios ni sancionados de forma alguna por la mera participación en la huelga. Los Magistrados Jinesta y Castillo salvan el voto en cuanto a la interpretación conforme a la Constitución del artículo 377 del Código de Trabajo, el cual estiman que no precisa de interpretación conforme. El Magistrado Cruz Castro consigna nota. CL y SL
10712-11. DESPIDO. FUNCIONARIA JUDICIAL ALEGA VIOLACION DEL DEBIDO PROCESO.  La accionante señala que el Tribunal de la Inspección Judicial arbitrariamente revoco su nombramiento como funcionaria del Poder Judicial, situación que fue ratificada por la Corte Suprema de Justicia.   En este caso consta que a la accionante se le sancionó con la revocatoria de su nombramiento, luego de que se demostrara que participó en una audiencia oral en materia penal como defensora privada, a pesar de encontrarse nombrada como auxiliar judicial del Poder Judicial por más de tres meses. Se determina que a la interesada se le instauró un procedimiento disciplinario donde se le respetaron las  garantías del debido proceso, traslado de cargos, plazo para ejercer su derecho de defensa y el derecho a la doble instancia. Se declara sin lugar el recurso. SL
10676-11.  DESPIDO.  EJECUTADO POR ORGANO INCOMPETENTE.  El recurrente manifiesta que labora para el ministerio recurrido en la Unidad de Admisión de Pococí, como Director General. Señala que en esa función se le inició procedimiento administrativo con el fin de valorar una serie de supuestas faltas que se le imputaron, en el cual culminó con el despido sin responsabilidad patronal, así dictaminado por el Ministro de Justicia y Paz una vez analizada la recomendación del departamento legal. Explica que el expediente se elevó a la Dirección Jurídica del Servicio Civil, para valorar la procedencia o no del despido y este Tribunal declaró sin lugar la gestión promovida por el Ministro de Justicia y Paz para despedirlo, determinándose su derecho de permanecer en el puesto, sin perjuicio de que a lo interno pudiera recibir una sanción disciplinaria menor. Refiere que a pesar de la citada resolución, el Ministerio recurrido le notificó el despido sin responsabilidad patronal a partir del primero de abril de dos mil once, situación que es ilegítima.  Señala la Sala que no es en esta vía en donde se debe determinar cual es la autoridad competente para resolver en definitiva su despido, por lo que no puede cuestionar el dicho del Ministro de Justicia y Paz en cuanto a que se cometió un error al enviar el caso del amparado al Tribunal de Servicio Civil, máxime si se toma en consideración que un error no genera derecho, por lo que si la autoridad recurrida alega que ostenta la competencia para decretar el despido, sin que sea válido lo indicado por el Tribunal de Servicio Civil, no le corresponde a la Sala pronunciarse sobre la ejecutoriedad de una resolución administrativa, o bien, decidir cual de las dos posiciones debe prevalecer. En mérito de ello, si el recurrente estima que el Ministerio de Justicia y Paz no podía decretar su despido en virtud de lo indicado por el Tribunal de Servicio Civil, así deberá hacerlo ver ante dicha autoridad o la judicial competente. Se declara sin lugar el recurso.  SL
10695-11.  NOMBRAMIENTO. NEGATIVA A PRORROGAR INTERINAZGO  AFECTA  LABORAL Y SALARIALMENTE A FUNCIONARIO.   El accionante manifiesta que labora como profesor en la Universidad Nacional, en donde tiene un cuatro de tiempo en propiedad y medio tiempo está nombrado en forma interina desde el 2007; no obstante, se le restringió su nombramiento sólo al tiempo en propiedad, dejándolo en una situación económica muy difícil, pues además, le fue eliminado un plus salarial del que disfrutaba. La Sala señala que la institución recurrida no ha afectado la relación laboral al recurrente, debido a que este cuenta con una plaza en propiedad de un 1/4 de tiempo (10 horas semanales), y además, el hecho de que la Universidad Nacional no le prorrogara más el nombramiento a plazo fijo no le afecta su estabilidad laboral. Al respecto, la Sala ha señalado que ”el hecho de que al recurrente se le hubiese nombrado interinamente y por plazo determinado, para desempeñar el cargo que le interesa, no tiene virtud de constituir derecho adquirido alguno a su favor, que obligue a la administración a nombrarlo en propiedad en esa plaza, toda vez que el derecho a ocupar un cargo público no se adquiere con el simple transcurso del tiempo o por haber ocupado otros similares por cierto periodo, sino por tener la idoneidad comprobada para desempeñarlo conforme a lo dispuesto por el artículo 192  constitucional” (voto Nº 2003-6098). Con respecto al plus salarial que reclama, es un aspecto que debe plantear en la vía legal correspondiente. Se declara sin lugar el recurso. SL

10699-11.  DESPIDO.  SE ORDENA AL PODER JUDICIAL ENTREGAR CARTA DE DESPIDO. Alega el recurrente que el Coordinador del Despacho le comunicó el 20 de mayo de 2011, que a partir del 30 de junio de 2011, no le prorrogaría el nombramiento interino y  prescindiría de sus servicios, lo anterior,  a pesar que nunca recibió una amonestación por escrito o verbal, así como tampoco ninguna otra sanción y que tal situación, se debe a una persecución laboral. El 29 de junio solicitó al recurrido se le entregara una carta de despido; no obstante le fue negada si gestión. Se declara PARCIALMENTE CON LUGAR el recurso por violación al derecho al trabajo. En los demás extremos se declara sin lugar. Se ordena al Coordinador a. i. del Juzgado Cuarto Civil de Mayor Cuantía, que en el término improrrogable de TRES DÍAS, contado a partir de la notificación de esta resolución, entregue la carta requerida por el accionante de conformidad con el artículo 35 del Código de Trabajo.   CL Parcial
10879-11. DESPIDO. SE HACE EFECTIVO SIN QUE SE HAYA RESUELTO RECURSO DE APELACIÓN. Alega el recurrente que comenzó a laborar para el Ministerio de Hacienda, ocupando el puesto de clase profesional del Servicio Civil 2 y que la Dirección General de Servicio Civil a solicitud del Ministro de Hacienda, inició en su contra un procedimiento de gestión de despido, el cual fue declarado con lugar. Indica que interpuso recurso de apelación contra dicha resolución, el cual se encuentra en conocimiento del Tribunal Administrativo de Servicio Civil, impugnación que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 44 del Estatuto de Servicio Civil, tiene efectos suspensivos y a pesar de ello, se hizo efectiva la orden de despido. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Ministro de Hacienda a.i., que en el término improrrogable de veinticuatro horas, contado a partir de la comunicación de la parte dispositiva de esta sentencia, debe restituir al recurrente en el puesto N° 010767, clase Profesional de Servicio Civil 2, o en su caso, suspenderlo con goce de salario, mientras se resuelve el recurso de apelación planteado para ante el Tribunal Superior de Trabajo. El Magistrado Cruz Castro salva el voto y declara sin lugar el recurso, conforme lo indica en el último considerando de esta sentencia. CL
10888-11. NOMBRAMIENTO. NO SE NOMBRA A FUNCIONARIO EN EL MINISTERIO DE SEGURIDAD POR RAZONES DE “SU VIDA Y COSTUMBRES”. Alega el recurrente que ingresó a laborar en Ministerio de Seguridad Pública en un puesto de Oficial de Policía, en el cual se ha mantenido prácticamente en forma ininterrumpida hasta lograr acumular más de veinte años de experiencia policial. Señala que durante todos estos años de servicio, ocupó en varias ocasiones puestos de jefaturas, para lo cual cumplió a cabalidad con todas sus obligaciones inherentes al cargo; no obstante, fue objeto de varias violaciones a sus derechos fundamentales, en calidad de funcionario público.  Acusa que se sacaron a concurso varias plazas de Jefatura y no fue escogido aduciendo que debido al estudio de vida y costumbres, no había sido seleccionado para ninguno de los puestos.  Agrega que como en dicho oficio no se hace referencia a cuáles fueron los parámetros utilizados para concluir que por su vida y costumbres no era apto para ocupar un puesto de Jefe o Subjefe de Delegación Policial, puesto que no se realizó indicación alguna en el sentido de que si dicha conclusión se adoptó con base en su expediente personal, el que en todo caso está limpio, o si, por el contrario, lo fue con fundamento en entrevistas u otras. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara con lugar el recurso, y por ende se ordena a la Directora a.i. de Recursos Humanos del Ministerio de Seguridad Pública, que comunique al amparado, cuáles fueron los elementos del estudio de vida y costumbres, que sirvieron de base que la Administración decidiera no seleccionarlo en el concurso, relativo al oficio número No. 5877-2010-DRH-RS del 30 de julio de 2010. La Administración no revelará los nombres de las personas que proporcionaron los datos, ni ningún aspecto que pudiera contribuir a su identificación. Se advierte a esa funcionaria, o a quien ocupe ese cargo, que de no acatar esta orden, incurrirá en el delito de desobediencia y, que de conformidad con el artículo 71 de la Ley de esta Jurisdicción, se le impondrá prisión de tres meses a dos años, o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden que deba cumplir o hacer cumplir, dictada en un recurso de amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté más gravemente penado.  El Magistrado Cruz Castro declara con lugar el recurso, pero con base en otras consideraciones que él indica. CL
10892-11. SEGURIDAD SOCIAL. AFILIACIÓN OBLIGATORIA DE TRABAJADORES INDEPENDIENTES. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 3 de la Ley Constitutiva de la Caja Costarricense del Seguro Social y el artículo 7 del Reglamento del Seguro de Salud. La norma impugnada establece la afiliación obligatoria de los trabajadores independientes al régimen de seguridad social. En reiteradas ocasiones, esta Sala se ha pronunciado sobre el tema de la afiliación forzosa de los trabajadores independientes al régimen de seguridad social, oportunidades en las que ha considerado que no resulta contrario al Derecho de la Constitución, por dos razones básicamente. En primer término, las regulaciones contenidas en  los artículos 63, 73 y 74 de la Constitución Política, en relación con la seguridad social, constituyen mínimos y no máximos, por lo que el legislador en uso de su libertad de configuración, puede desarrollar esos preceptos e  incluso ampliarlos,  a efecto de hacerlos extensivos a  otros sectores de la población, por lo que no corresponde a este Tribunal ejercer un control sobre dicha discrecionalidad; únicamente, en aquellos casos en los que se  excede esa potestad en perjuicio directo de los derechos fundamentales de las personas es que esta Sala puede, válidamente,  conocer y pronunciarse al respecto. Sin embargo, este no es el caso, pues contrario a lo que afirma el accionante,   el artículo 73 de la Constitución Política, crea los seguros sociales a cargo de la Caja Costarricense de Seguro Social  en beneficio  de los trabajadores,  a fin de proteger a éstos contra los riesgos de enfermedad, invalidez, maternidad, vejez, muerte y demás contingencias  que la ley determine. El segundo principio, el de solidaridad social, consiste en el deber de las colectividades  de asistir a los miembros del grupo frente a contingencias que los colocan en una posición más vulnerable, como la vejez, la enfermedad, la pobreza y las discapacidades.  De esta manera, se concibe al sistema de seguridad social como un conjunto de normas, principios, políticas  e instrumentos destinados a proteger y reconocer prestaciones  a las personas en el momento en que surgen estados de vulnerabilidad, que le impidan satisfacer sus necesidades básicas y las de sus dependientes. Es así, como en nuestro país, surgen diferentes regímenes de pensión cuyas disposiciones, requisitos y  recursos,  difieren en atención a  esas condiciones especiales según el destinatario de que se trate.  Por todo lo anterior, este Tribunal considera que la inclusión obligatoria de los trabajadores independientes –incluidos los que ejercen  la profesión liberal-  dentro del régimen de la Caja Costarricense de Seguro Social no es contraria a la Constitución. (Ver en igual sentido las sentencias números 643-2000, 2571-2000, 16404-2005, 1591-2006, 5743-2006 y 14460-2006). RF
10893-11. SEGURIDAD SOCIAL. DOBLE COTIZACION DE ASALARIADOS Y TRABAJADORES INDEPENDIENTES. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 2 del Reglamento para la Afiliación de Trabajadores Independientes de la Caja Costarricense de Seguro Social. El accionante solicita que se declare la inconstitucionalidad del Artículo 2 del Reglamento para la Afiliación de los Trabajadores Independientes emitido por la Caja Costarricense de Seguro Social,  por considerarlo contrario a los principios de legalidad, de reserva de ley, de igualdad ante la ley, de protección a la propiedad privada, así como a los artículos 50 y 73 de la Constitución Política. Estima que el artículo es inconstitucional al establecer la afiliación obligatoria de los trabajadores independientes al régimen de seguridad social, así como la doble cotización cuando ostenta la condición de asalariados y trabajadores independientes al mismo tiempo. La Sala se ha pronunciado sobre el tema de la afiliación forzosa de los trabajadores independientes al régimen de seguridad social, oportunidades en las que ha considerado que no resulta contrario al Derecho de la Constitución, con base en la interpretación armónica de todos estos preceptos constitucionales e internacionales es que se integra todo el sistema de seguridad social. Además, si bien en un inicio  la seguridad social protegía solo a los trabajadores asalariados que aportaban al sistema, lo cierto es que  ello provocaba un desamparo económico para el resto de la población,  por lo que a partir de la promulgación de  la Constitución Política  de 1949 y de la evolución progresiva de los derechos fundamentales en este campo,  surgió el principio de universalidad de los seguros, el cual  pretende  incorporar a toda la población dentro de la cobertura de los seguros, como piedra angular de todo estado social democrático de derecho y como instrumento para el desarrollo de las personas y la  sociedad. De esta manera, se concibe al sistema de seguridad social como un conjunto de normas, principios, políticas  e instrumentos destinados a proteger y reconocer prestaciones  a las personas en el momento en que surgen estados de vulnerabilidad, que le impidan satisfacer sus necesidades básicas y las de sus dependientes. Es así, como en nuestro país, surgen diferentes regímenes de pensión cuyas disposiciones, requisitos y  recursos,  difieren en atención a  esas condiciones especiales según el destinatario de que se trate.  Por todo lo anterior, este Tribunal considera que la inclusión obligatoria de los trabajadores independientes –incluidos los que ejercen  la profesión liberal-  dentro del régimen de la Caja Costarricense de Seguro Social no es contraria a la Constitución. Ahora bien, el hecho de que el accionante labore como asalariado y como trabajador independiente, y cotice en ambas condiciones, no implica una doble imposición, pues se tratan de labores distintas que el legislador en el ejercicio de su discrecionalidad,  determinará como  actividades asegurables. (Ver en igual sentido las sentencias números 643-2000, 2571-2000, 16404-2005, 1591-2006, 5743-2006 y 14460-2006). RF 

10219-11. SANCIÓN.   SANCION IMPUESTA A JUEZ EN EL EJERCICIO DE SU FUNCIÓN POR EL TRIBUNAL DE LA INSPECCIÓN JUDICIAL.   La  recurrente alega violación de su derecho de defensa,  debido  proceso y el principio  de independencia judicial, pues la incursión del Tribunal de la Inspección Judicial en las sanciones disciplinarias de los jueces, está referida  directamente a faltas de carácter administrativo y no a supuestos errores graves cometidos en el ejercicio de la función, como en su caso. También señala que en el proceso administrativo seguido en su contra, de forma arbitraria, se rechazó la totalidad de la prueba testimonial ofrecida, dejándola en estado de indefensión.  Con base en las consideraciones contenidas en la sentencia esta Sala resolvió que lo alegado por la amparada es un argumento de legalidad y no de constitucionalidad, pues tendría que tratarse de un caso grosero de evidente incompetencia manifiesta como para que la Sala pudiera entrar a valorar si efectivamente el asunto fue instruido o no por el órgano efectivamente competente, lo que no ha sucedido en autos. Además, esta clase de asuntos es incompatible con la naturaleza sumarísima del amparo. Por ello, es en la vía de legalidad donde tiene que analizarse cuál es el órgano competente y si lo actuado resulta o no causal de nulidad pero no es esta Sala por no ser competente. Se cita el voto 3167-02. Se declara sin lugar el recurso.  SL 
10230-11, 10352-11. SANCION. SE IMPONE AMONESTACIÓN VERBAL SIN DEBIDO PROCESO. El recurrente alega que el Coordinador de la Maquinaria de la Municipalidad de Cañas, le realizó una amonestación verbal  con copia al Departamento de Recursos Humanos; sin embargo, estima que no se  le  otorgó  todas  las  garantías procesales   para ejercer  su derecho   de defensa, conforme  a  lo dispuesto   en  el  artículo  39  de  la  constitución  Política.  Se declara con lugar el recurso. Se le ordena a la Directora del Departamento de Recursos Humanos y al Coordinador de la Maquinaria, ambos de la Municipalidad de Cañas, suprimir las referencias escritas que se hicieron constar en el expediente de la amparada respecto de las amonestaciones verbales que le fueron impuestas por medio de documento del 23 de setiembre de 2010. CL
10288-11. INTERINO POR INTERINO. FUNCIONARIO SUSTITUIDO POR OTRO EN LAS MISMAS CONDICIONES.   La recurrente manifiesta que prestó servicios de oficinista para la Municipalidad  de Liberia,  a partir del dos de septiembre  del  dos mil  diez, como suplente en el Área de Desarrollo Social. Señala que los nombramientos han sido sucesivos y prorrogados de manera interina.  Explica que el último nombramiento lo desempeñó en el área de suplencia  de  la  Unidad  Técnica  de Gestión Vial,  por un período de siete meses y veintiséis días, y se le tramitó por medio de la acción de personal 160-2011,  el  cual  venció el  veintiocho de febrero de dos  mil  once.  Alega que la plaza que ocupó se sacó a concurso  externo el  veintisiete  de diciembre,   por  oficio PRH-254-2010,  concursaron cuarenta y seis personas, y obtuvo una calificación de 100 puntos. Menciona que luego del vencimiento  de su último nombramiento del veintiocho de febrero de dos  mil  once, y estando elegible según la evaluación realizada, además de la idoneidad comprobada   durante un período de tiempo razonable, se le denegó la prórroga del nombramiento  interino. Acusa  que  el  puesto  que  ejercía,  ha  sido ocupado   en  forma  interina por otro funcionario.   Se declara parcialmente con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Alcalde y al Encargado de Recursos Humanos de la Municipalidad de Liberia, restituir en forma inmediata a la recurrente en el pleno goce de sus derechos constitucionales, a efectos de que continúe nombrada de forma interina en sustitución del titular de la plaza mientras subsista la incapacidad del último. En cuanto a lo demás, se declara sin lugar el recurso.  CL Parcial 

10374-11. DESPIDO. FUNCIONARIO INCAPACITADO FUE CESADO POR FINALIZACION DE LA OBRA. El recurrente reclama la violación de sus derechos fundamentales, por cuanto las autoridades del Instituto Costarricense de Electricidad de modo arbitrario han acordado el cese de sus servicios, pese a que tiene más de un año de encontrarse incapacitado por dolores en su espalda. Esta situación, según el promovente, es ilegítima y lesiona el Derecho de la Constitución. A juicio del Tribunal Constitucional, la situación descrita por la autoridad recurrida en su informe (en el sentido que el cese de labores del promovente obedece, única y exclusivamente, a la finalización de la obra por la cual había sido contratado con base en las disposiciones del derecho laboral común), merece plena credibilidad, justamente al no haber aportado el recurrente elemento probatorio alguno que nos permita desvirtuar esas afirmaciones. Ninguna situación ilegítima se tiene por acreditada en el caso presente que viole o amenace los derechos fundamentales del tutelado, razón por la cual lo procedente es declarar sin lugar el recurso en todos sus extremos, como en efecto se dispone. SL
10386-11. PRESTACIONES LABORALES.  RETARDO EN EL PAGO.   El recurrente manifiesta que prestó servicios hasta el 16 de setiembre de 2010, como funcionario del Departamento Legal del Ministerio recurrido, fecha en que se le comunicó el cese de funciones y hasta ahora, no le han sido canceladas sus prestaciones. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro, al Oficial Mayor y  a la Directora de Recursos Humanos  del Ministerio de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones, realizar las gestiones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que dentro del plazo de quince días, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se cancele al amparado los extremos laborales que se le adeudan.  CL
10121-11. PRUEBA. VALIDACION EN VÍA JUDICIAL DE PRUEBA RECIBIDA EN PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. DETERMINACIÓN DE FUNCIONARIOS QUE CUSTODIAN FONDOS PÚBLICOS. Acción de inconstitucionalidad contra la jurisprudencia de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia respecto de la interpretación del artículo 71 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, y de la validación en sede judicial de la prueba obtenida por el órgano administrativo durante la substanciación del procedimiento disciplinario. Las alegaciones de inconstitucionalidad planteadas por el accionante respecto de la interpretación y aplicación que la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia hace del artículo de comentario, argumentan que los empleados del sistema bancario nacional que se desempeñan como cajeros no administran ni custodian fondos públicos, por lo que resultaría impropio aplicarles este artículo, señalando incluso que la propia Sala Constitucional ya se había pronunciado en el sentido que el concepto de servidor público establecido en esa norma, debía limitarse a los servidores que tuvieren bajo su cargo el manejo de fondos de la hacienda pública y no otro tipo de empleados o funcionarios. Se indica que la Sala ya se ha pronunciado sobre los motivos de inconstitucionalidad aducidos por el accionante. En el primero de ellos, estableciendo a cuáles servidores públicos debe aplicarse lo dispuesto por el artículo 71 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, dejando para cada caso en particular la definición de si un determinado servidor encaja en tales supuestos; y en cuanto al segundo motivo de inconstitucionalidad, señalando que en sede judicial no existe una validación automática de la prueba habida dentro del procedimiento administrativo, sino que corresponde al sujeto procesal interesado la impugnación o cuestionamiento de dicha prueba, situaciones ambas que determinan la inconsecuencia de la alegada inconstitucionalidad de la jurisprudencia de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. RF
10077-11. TRASLADO. SE ACUSA ARBITRARIEDAD Y PERSECUCIÓN. Alega la recurrente que ingresó a laborar a la Unión Nacional de Gobiernos Locales, por segunda vez, el 26 de setiembre de 2006, ya que anteriormente había laborado durante cuatro años para esa misma institución. Que el puesto que desempeña es de Técnico en Proveeduría; no obstante, se le trasladó sin debido proceso. Considera que se está dando una persecución en su contra, pues se le ha obligado a tomar dos días de vacaciones y las condiciones de su nuevo puesto no son adecuadas. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
DERECHO PENAL
11679-11. ALLANAMIENTO. SE OMITIÓ DAR ATENCIÓN MÉDICA AL ACUSADO EN EL MOMENTO OPORTUNO. La recurrente acusa en este caso tres cosas concretas: a) La detención del amparado, b) La falta de traducción de la resolución de allanamiento y c) que a pesar de la condición de salud del amparado, no se le suministraron los medicamentos que necesita y tampoco le brindaron una alimentación adecuada, durante el proceso de allanamiento. Consta a la Sala que la detención fue debidamente fundamentada, que tuvo traductor; sin embargo, se demostró que las autoridades del Organismo de Investigación Judicial no gestionaron lo pertinente para que el tutelado recibiera la totalidad del tratamiento que necesitaba. Se declara parcialmente con lugar el recurso, por la lesión de los derechos a la salud y a la vida del amparado, en su condición de Jefe de Investigación de la Subdelegación Regional de Nicoya del Organismo de Investigación Judicial,  abstenerse de incurrir, nuevamente, en los hechos que dieron mérito a la presente estimatoria. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL
11670-11. APELACIONES. APLICACIÓN DE TRANSITORIOS DE LA LEY 8837. Alega el recurrente que fue condenado penalmente y que planteó un recurso de casación ante la Sala  Tercera  de  la  Corte Suprema de Justicia, así como también el recurso de  apelación. Indica que en el ínterin de la emisión de la sentencia condenatoria -27 de enero de 2010 y 1 de agosto de 2011- la Asamblea Legislativa  promulgó  la Ley 8837 de 29 de julio  de 2010 denominada "Creación del Recurso de Apelación de la Sentencia,  otras reformas del Régimen de Impugnación e Implementación de Nuevas Reglas de Oralidad en el Proceso Penal", misma que fue publicada en La Gaceta número 111, en donde se estableció la garantía que ostenta toda persona de poder apelar las sentencias dictadas por un Tribunal  Penal, como lo estipula  el  artículo  8.2  inciso  h)  de la Convención Americana de Derechos Humanos. No obstante, al amparado se le denegó  el ejercicio del derecho a una segunda instancia establecido en esa ley, pues existe –a su criterio- una confusión entre el Transitorio I y III de la normativa  citada, ya que el Transitorio I impide la presentación de cualquier recurso de apelación a aquellas personas sentenciadas  antes de la promulgación  de  la  ley,  mientras que el Transitorio III sí proporciona ese derecho pero a aquellos en donde la sentencia fue emitida 18 meses después de la promulgación de ese cuerpo normativo. Como se ha señalado en reiterados antecedentes, el problema jurídico expuesto por el recurrente debe ser resuelto por los tribunales competentes en su tarea de interpretación y aplicación de las normas jurídicas y no por la Jurisdicción Constitucional. Ello se estima así por cuanto la determinación de la vigencia de la ley es una tarea que debe realizar el juez al resolver cada caso concreto. SL 

11697-11. PENA. PROPORCIONALIDAD DE PENA MINIMA PARA VENTA DE CRACK. Consulta judicial facultativa referente a la resolución de las nueve horas treinta y siete minutos del dieciséis de junio del dos mil once, dictada dentro de un expediente judicial que es causa por el delito de venta de drogas, sustancias o productos sin autorización, en daño de la salud pública. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que el artículo 58 de la Ley sobre estupefacientes, sustancias psicotrópicas, drogas de uso no autorizado, actividades conexas, legitimación de capitales y financiamiento al terrorismo, número 7786 del 30 de abril de 1998 y sus reformas, no resulta contrario al principio de proporcionalidad. Los Magistrados Armijo y Cruz salvan el voto y declaran que la norma consultada es inconstitucional. Evacuada
11858-11. JUEZ. PARTICIPACIÓN DE UN JUEZ EN DIFERENTES INSTANCIAS. El recurrente reclama la violación del principio de independencia del juez, pues alega que dos de los Jueces que integraron el Tribunal que condenó al tutelado a siete años de prisión por el delito de robo agravado, habían participado en el dictado de la prórroga de la prisión preventiva en contra de éste, lo que se hizo en la audiencia celebrada a las 11:20 horas de 5 de mayo de 2011. Considera la Sala que los hechos objeto de este recurso no son susceptibles de valorar por medio del recurso de hábeas corpus sino por el contrario, son propios de plantear ante las instancias penales correspondientes, por medio de los remedios legales que la ley establece a fin que se resuelva lo que en derecho corresponda. En efecto, existiendo una sentencia condenatoria en contra del tutelado, no corresponde a este Tribunal entrar a determinar el alegato respecto a la presunta imparcialidad de los jueces, por lo que es en la vía ordinaria en donde debe discutirse y resolver el punto. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Calzada y Jinesta salvan el voto y declaran con lugar el recurso. SL
11310-11. PENA. SE DEBE TOMAR EN CUENTA LA CONDICIÓN DE INDIGENA DEL IMPUTADO A LA HORA DE IMPONER UNA SANCION PENAL. Consulta judicial preceptiva de constitucionalidad, formulada por el Tribunal de Casación Penal del Segundo Circuito Judicial de San José, en el proceso para la revisión de sentencia. Dentro de la parte admitida del recurso, el Tribunal consultante solicita el criterio de esta Sala en relación con los siguientes puntos: a) sobre el tema de la función resocializadora de la pena como función declarada del ius puniendi del Estado; b) respecto del análisis de la condición de indígena como criterio de valoración del impacto de una pena privativa libertad de poblaciones vulnerables; c) la posible violación del debido proceso si la ejecución de la sanción penal se realiza sin fundamento en una Ley de Ejecución Penal de Adultos que garantice los derechos humanos de los privados y privadas de libertad; d) si la ejecución material de la pena privativa de libertad puede realizarse sobre personas pertenecientes a pueblos indígenas sin una Ley de Ejecución de Penas que analice las consecuencias del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo, y particularmente las establecidas en su artículo 10. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que forma parte del derecho al debido proceso del imputado que cabe proteger mediante el procedimiento establecido en el artículo 408 inciso g) del Código Procesal Penal, tomar en consideración la condición de indígena del imputado al momento de la imposición de la sanción penal en los términos expresados en el considerando cuarto de esta resolución. Debe la autoridad consultante determinar lo que ocurrió en el caso concreto y declarar lo que corresponda. En relación con los demás aspectos consultados, no ha lugar a evacuar la consulta formulada. Evacuada

11304-11. PRISION PREVENTIVA. NO SE RESUELVE APELACIÓN POR NO CONTARSE CON GRABACIÓN DE AUDIENCIA ORAL. Alega el recurrente que la autoridad recurrida no ha resuelto la apelación que planteó el 30 de junio contra la resolución de las 14:50 horas del 24 de mayo de 2011 del Juzgado Penal del Segundo Circuito Judicial de San José, que le impuso medida cautelar de prisión preventiva al amparado por el término de seis meses. Señala la Sala que el plazo transcurrido es, en efecto, excesivo y, por ello, violatorio del derecho a la justicia pronta del tutelado. Pero resulta más grave aún concluir, de los informes de las autoridades jurisdiccionales accionadas, que ese recurso no se ha decidido, ni se establece cuándo se resolverá. Lo anterior, por no contarse con la grabación de la audiencia oral en la que se impuso la medida cautelar en cuestión. El problema que se plantea en casos como el que aquí se examina es el del control de la fundamentación de la decisión privativa de libertad. Si no hay un respaldo oral ni escrito de la decisión del a quo no es posible, para el Tribunal de instancia, determinar si los alegatos de la apelación, referentes a la fundamentación del acto, son procedentes, con lo cual se afecta el derecho de defensa del tutelado (sentencias #2009-10895 de las 8:48 horas del 10 de julio del 2009 y #2010-8287 de las 14:35 horas del 5 de mayo del 2010), debido a errores imputables, cuando menos objetivamente, a la administración de justicia, en claro perjuicio de sus usuarios. Llama la atención de la Sala que no intentaran los despachos accionados coordinar una solución en el interés de los administrados, sino que, de sus informes, se denota más bien que el problema continúa latente. Se declara con lugar el recurso. Se ordena la libertad inmediata del amparado, si otra causa ajena a la examinada en el sub lite, no lo impide. Se ordena al Juez Penal del Segundo Circuito Judicial de San José, o a quien ocupe su cargo, que, en forma inmediata, señale fecha y hora para realizar la audiencia de imposición de medidas cautelares en contra del encartado. CL
11182-11. PRORROGA DE LA PRISION PREVENTIVA. SE DISPONEN PRORROGAS CORTAS PARA DAR TIEMPO A QUE ESTÉ PRESENTE EL DEFENSOR. Alega el recurrente que siete horas antes de vencer su prisión preventiva le fue notificada la audiencia para evaluar la solicitud de prórroga presentada por el Ministerio Público, la cual, finalmente se celebró sin la presencia del defensor, quien no se pudo hacer presente por el poco tiempo con el que fue notificado. En este caso consta que antes de vencer la prisión preventiva del recurrente, el Juzgado recurrido dispuso ordenar la prórroga de la prisión preventiva del imputado por el plazo de 24 horas, con el fin de tutelar su derecho de defensa pues no se había notificado al defensor titular de la audiencia. Además, que en dicha audiencia estaba presente el recurrente. Posteriormente, el Juzgado recurrido dispuso prorrogar por seis días la prisión preventiva del imputado, que fue el tiempo que consideró necesario para luego decidir bien –con la presencia del defensor- sobre la solicitud de prórroga de prisión preventiva. Se indica que la ausencia del defensor no fue responsabilidad del Juzgado recurrido sino del mismo defensor quien, aunque fuera citado horas antes de la audiencia, debía ser conocedor de la fecha de vencimiento de la prisión preventiva de su defendido y estar atento y disponible sea para asegurarse de su libertad o para defenderlo en caso de solicitud de prórroga. Finalmente, el Juzgado recurrido dispuso prorrogar por tres meses y 29 días la prisión preventiva del imputado, en audiencia llevada a cabo con la presencia del imputado, su defensor y el fiscal. Con lo cual se confirma que el recurrente permanece legítimamente privado de libertad. SL
11163-11. PRISION PREVENTIVA. FUNDAMENTO Y PLAZO. El recurrente manifiesta que fue detenido por policías de control de drogas y se estableció una medida cautelar privativa de libertad. Acota que tiene un año y cuatro meses de estar recluido en el centro penal del lugar.  Que el Tribunal de Casación Penal había dictado una prórroga de cuarenta y cinco días más a partir del año de prisión preventiva, plazo que venció el 10 de mayo de 2011, y que el juzgado recurrido prorrogó la medida cautelar nuevamente. Alega que presentó ante el Juzgado recurrido una solicitud de cambio de medida cautelar, con fundamento en su arraigo domiciliar y laboral, pero en su caso le fue denegada. En este caso, señala la Sala que los plazos ordinarios fijados por la norma general, a saber, el Código Procesal Penal, no se aplican al caso concreto, toda vez que ahora la prisión preventiva ordinaria puede ser dispuesta hasta por el plazo de 24 meses, plazo en el cual aún, se encuentra la tramitación de esta causa penal. A mayor abundamiento, colige este Tribunal, que en contradicción absoluta con lo alegado por el recurrente, desde el 13 de junio anterior, fecha incluso anterior a la de interposición de esta acción -21 de julio de 2011-, el Juzgado Penal de Aguirre y Parrita ya había realizado la audiencia preliminar, actuaciones todas, que han sido ejecutadas por las autoridades jurisdiccionales competentes para ese fin y dentro de los plazos previstos por ley. De este modo, considera esta Sala que las actuaciones cuestionadas se encuentran debidamente ajustadas al Derecho de la Constitución. Se declara SIN LUGAR el recurso.   SL
10574-11. PRUEBA. OPOSICION AL ANTICIPO JURISDICCIONAL DE PRUEBA.  El recurrente manifiesta que se encuentra en desacuerdo con las actuaciones realizadas por algunos funcionarios judiciales de los despachos judiciales recurridos, en relación con el anticipo jurisdiccional de prueba ordenado por el Juzgado Penal de Pavas, acto en el que la defensora pública se opuso y presentó una actividad procesal defectuosa, ambas solicitudes rechazadas por la autoridad jurisdiccional recurrida.  Alega violación a su derecho de defensa, así como que dicho ejercicio se le ha visto limitado. Con base en las consideraciones contenidas en la sentencia esta Sala resolvió,  que los alegatos planteados por el petente en el escrito de interposición de este recurso, los mismos deberán ser presentados ante la jurisdicción ordinaria correspondiente a través de los mecanismos que la ley dispone para estos efectos, y no ante esta sede constitucional, que no es la idónea para analizar este caso, ni discutir la procedencia o no, de lo dispuesto por las autoridades recurridas, pues ello implicaría sustituir a los jueces competentes en el ejercicio de sus funciones, e incidir en las competencias asignadas a la jurisdicción penal, en abierta contradicción con el artículo 153 de la Constitución Política, por lo que resultaría improcedente que esta Sala se pronunciara al respecto.  Por otra parte, si el tutelado considera que las autoridades recurridas han incurrido en algún tipo de falta en sus deberes, durante la tramitación de los casos en mención, dichas disconformidades deben ser planteadas y resueltas ante los órganos que conocen de tales quejas, que son la Inspección Judicial, o la Inspección Fiscal -según corresponda.  Se rechaza de plano el recurso.  RP.

10516-11.  QUEJA. INCONFORMIDAD CON TRÁMITE DE DENUNCIAS EN EL MINISTERIO PÚBLICO.  El recurrente manifiesta que en su contra se interpuso una denuncia penal por el supuesto delito de amenaza contra funcionario público. Indica que se encuentra en desacuerdo con las actuaciones realizadas por algunos funcionarios judiciales de los despachos judiciales recurridos. Menciona que su derecho de defensa en otros procesos penales se ha visto limitado. Estima que no existe hecho delictivo alguno que se le pueda imputar, por cuanto los motivos por los cuales se le acusa no constituyen delito. Considera violentados sus derechos fundamentales.   Con base en las consideraciones contenidas en la sentencia esta Sala resolvió, que alegatos planteados por el petente deberán ser presentados ante la jurisdicción ordinaria correspondiente a través de los mecanismos que la ley dispone para estos efectos, y no ante esta sede constitucional, que no es la idónea para analizar este caso, ni discutir la procedencia o no, de lo dispuesto por las autoridades recurridas, pues ello implicaría sustituir a los jueces competentes en el ejercicio de sus funciones, e incidir en las competencias asignadas a la jurisdicción penal, en abierta contradicción con el artículo 153 de la Constitución Política.   Además, si considera que las autoridades recurridas han incurrido en algún tipo de falta en sus deberes, durante la tramitación de los casos en mención, dichas disconformidades deben ser planteadas y resueltas ante los órganos que conocen de tales quejas, que son la Inspección Judicial, o la Inspección Fiscal -según corresponda. Se rechaza de plano el recurso.  RP

10807-11. DENUNCIA.  NEGATIVA A ARCHIVAR CAUSA PENAL POR AGRESIÓN QUE FUE SOLICITADA POR LA OFENDIDA.   La recurrente manifiesta que en la Fiscalía de Bribrí, se tramita una denuncia por agresión que interpuso y afirma que  posteriormente,  se reconcilió con su esposo  y no la ha vuelto a maltratar, por lo que solicitó por escrito ante la fiscalía recurrida que  por  ser  la  esposa del imputado, declinaba  la acción y pidió que se archivara  el expediente y se levantara  la orden de  captura  que  había  emitido  en  razón  de  la denuncia interpuesta, lo cual hasta ahora no se ha efectuado.  Señala la Sala que lo planteado por la accionante no es de recibo, ya que, según lo preceptúa el artículo 4 de la Ley de Penalización de Violencia contra la Mujer, todos los delitos contemplados en ese cuerpo normativo son de acción pública, razón por la cual – tal y como lo explicó el Fiscal de Bribrí en su informe – el Ministerio Público puede intervenir sin necesidad de que se formule una denuncia e, inclusive, cuando la propia víctima hubiera solicitado el archivo de las diligencias. Bajo este orden de consideraciones, este Tribunal descarta la existencia de arbitrariedad alguna, en el proceder de la autoridad recurrida, por lo que se impone desestimar el recurso. Se declara sin lugar el recurso.  SL

10835-11, 10836-11. PENA. SE DEBE TOMAR EN CUENTA LA CONDICIÓN DE INDIGENA DEL IMPUTADO A LA HORA DE IMPONER UNA SANCION PENAL. Consulta judicial preceptiva de constitucionalidad, formulada por el Tribunal de Casación Penal del Segundo Circuito Judicial de San José, en el proceso para la revisión de sentencia. Dentro de la parte admitida del recurso, el Tribunal consultante solicita el criterio de esta Sala en relación con los siguientes puntos: a) sobre el tema de la función resocializadora de la pena como función declarada del ius puniendi del Estado; b) respecto del análisis de la condición de indígena como critero de valoración del impacto de una pena privativa libertad de poblaciones vulnerables; c) la posible violación del debido proceso si la ejecución de la sanción penal se realiza sin fundamento en una Ley de Ejecución Penal de Adultos que garantice los derechos humanos de los privados y privadas de libertad; d) si la ejecución material de la pena privativa de libertad puede realizarse sobre personas pertenecientes a pueblos indígenas sin una Ley de Ejecución de Penas que analice las consecuencias del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo, y particularmente las establecidas en su artículo 10. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se indica que no corresponden ser resueltos como parte de este trámite de consulta, los puntos a), c) y d). Finalmente, en cuanto al punto b) se evacua la consulta formulada en el sentido de que forma parte del derecho al debido proceso del imputado que cabe proteger mediante el procedimiento establecido en el artículo 408 inciso g) del Código Procesal Penal, el tomar en consideración la condición de indígena del imputado al momento de la imposición de la sanción penal. Debe la autoridad consultante determinar lo que ocurrió en el caso concreto y declarar lo que corresponda. En relación con los demás aspectos consultados, no ha lugar a evacuar la consulta. Evacuada
10902-11. JUEZ. UN MISMO JUEZ CONDENA Y RESUELVE APELACIÓN DE LA PRISIÓN PREVENTIVA. La recurrente reclama que el juez que emitió sentencia condenatoria en su contra, declaró sin lugar recurso de apelación interpuesto contra la prórroga de la prisión preventiva, lo que considera que va en detrimento de las garantías del debido proceso y del derecho de defensa. Esta Sala no es un contralor de legalidad ni una instancia más dentro del proceso penal, de modo que no le corresponde revisar lo resuelto por los tribunales penales en la materia propia de su competencia. Por otra parte, si la recurrente considera que el juez que conoció el asunto debía inhibirse de su conocimiento por asistirle alguna de las causales taxativamente establecidas en la legislación procesal al efecto, no es en esta vía donde debe presentar su reclamo, sino en la propia jurisdicción penal. Lo resuelto al respecto tampoco puede ser objeto de impugnación en esta vía, conforme lo dicho anteriormente, pues la revisión de una sentencia penal es competencia de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia o del Tribunal de Casación Penal, según corresponda, mediante el recurso de casación o el procedimiento para la revisión de la sentencia regulado en los artículos 408 a 421 del Código Procesal Penal. SL
10175-11. PRUEBA. NIEGAN COPIAS DE ANTICIPO JURISDICCIONAL DE PRUEBA, POR PROTEGER IMAGEN DEL DENUNCIANTE. Alega el recurrente que solicitó ante la Fiscalía de Pavas, copia de los DVD´s de un anticipo jurisdiccional de prueba realizado meses atrás, cuya copia le fue negada.  Señala que las copias requeridas son necesarias y urgentes, a fin de poder preparar adecuadamente la defensa, la estrategia y los extremos de la declaración que el amparado pretende hacer a fin de ampliar su indagatoria, lo cual se ha hecho de conocimiento de la fiscalía recurrida, a la cual se pidió fijar una fecha para tal diligencia.  Aduce que también es necesario para la defensa técnica y material, repasar con el amparado la declaración de la denunciante, su tono de voz, expresiones, movimientos y corroborar la correcta trascripción escrita.  Indica que la principal razón para negarle la copia es la supuesta protección de un derecho de imagen de la denunciante.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

10327-11. PRISIÓN PREVENTIVA.  FUNDAMENTO.  El recurrente Acusa que sin prueba alguna y sin razón, fue detenido por oficiales del Organismo de Investigación Judicial, quienes procedieron además a allanar su casa pero no encontraron ninguna situación anómala. Señala que no obstante no tener antecedentes penales y sin contar con evidencia alguna, fue detenido y sometido a torturas físicas y psicológicas por parte de los citados oficiales para que, supuestamente, confesara un ilícito. Alega que, posteriormente, lo remitieron ante el Juzgado Penal de Limón, donde sin contar con un abogado defensor, debido a que no le permitieron obtener uno de su confianza, le impusieron seis meses de prisión preventiva con violación absoluta de su derecho de defensa.  En este caso consta que la autoridad recurrida fundamentó la medida cautelar de prisión preventiva impuesta al recurrente, descartándose así que se encuentra privado, ilegítimamente, de su libertad personal. Una cosa es la falta de motivación, extremo que debe ser tutelado en esta vía a través del proceso de habeas corpus y, otra muy distinta, que no se compartan los argumentos vertidos, aspecto este último que deberá ser discutido en la propia sede penal a través de los recursos que establece la ley. Se declara sin lugar el recurso.   SL
10328-11.  PRISION PREVENTIVA. FUNDAMENTO.  El recurrente manifiesta que está  privado  de libertad  desde el 6 de junio del 2010, por  el delito de estafa, que  se encuentra descontando  un  año de prisión preventiva.  Indica que dicha medida cautelar venció desde el 6 de junio del 2011.  Alega  que  durante  el  período  de  la  prisión preventiva  debían haberse resuelto  los recursos  presentados, y, pese  que  se  le  acusó de 4 delitos, ha sido indagado solo en 2  causas.  Menciona que el Ministerio  Público no justifica el  delito o los elementos de convicción con los cuales  se le procesa y en la acusación no se precisan debidamente los hechos que se le atribuyen.  Considera violentados sus derechos fundamentales por cuanto no conoce el delito que se le imputa, con lo que se le impide ejercer su derecho de defensa, además estima desproporcionado el plazo de un año de estar en prisión preventiva. Alega  que la prisión preventiva  no  se justifica  pues  no  existe peligro  de  fuga o  de  obstaculización. Indica, finalmente, que en este caso no existe delito alguno, sino que un mero conflicto mercantil. Señala la Sala que la medida cautelar contra el recurrente,  se ha ido prorrogando por estimar los órganos jurisdiccionales competentes que han persistido los motivos procesales que había justificado desde un primer momento su dictado. De allí que no se observa infracción a los derechos fundamentales del amparado.   Por lo demás, si la disconformidad del amparado es propiamente con la valoración de la prueba realizada por dichos órganos jurisdiccionales, al momento de resolver sobre la necesidad de la medida cautelar, ello hace referencia –como así lo ha resuelto reiteradamente esta Sala- a un extremo que no procede dilucidar en esta sede.  Además, según se informa, la última prórroga de medida cautelar se dispuso a fin de asegurar la realización del debate , con lo que se corrobora que está pronto a realizarse el respectivo juicio oral y público, fase en que ha de recibirse la prueba pertinente, escucharse los alegatos de las partes y, en definitiva, garantizarle plenamente al amparado el ejercicio de su derecho de defensa, a fin de poder determinar si se ha configurado o no el delito imputado.  Se declara sin lugar el recurso. SL
10411-11.  PRISION PREVENTIVA. FUNDAMENTO.  Los recurrentes, en su condición de defensores públicos de los imputados —contra quienes se siguen una causa penal por los delitos de robo gravado y homicidio— acusan la falta de fundamentación de la resolución del Juzgado Penal de Siquirres por medio de la cual se les impuso prisión preventiva por el plazo de seis meses. Reprochan que ese yerro se reprodujo en la resolución que confirmó esa medida cautelar al declararse sin lugar el recurso de apelación planteado. Con base en las consideraciones contenidas en la sentencia esta Sala resolvió que, el Tribunal Penal de Guápiles enmendó el yerro recién señalado al fundamentar por qué en su criterio, a este momento procesal, existen los elementos necesarios para presumir en grado de probabilidad la participación de los encartado en los ilícitos, actuación que, valga enfatizar, se realizó desde antes de la interposición del presente proceso. Una cosa es la falta de motivación, extremo que debe ser tutelado en esta vía a través del proceso de habeas corpus y, otra muy distinta, que no se compartan los argumentos vertidos por las autoridades jurisdicciones para imponer, prorrogar o confirmar la prisión preventiva, aspectos estos últimos que deberán ser discutidos en la propia sede penal a través de los recursos que establece la ley. No obstante lo dicho, se les recuerda a los Juzgados y Tribunales de la Jurisdicción Penal su deber ineludible de fundamentar, en forma adecuada, la imposición o prórroga de la prisión preventiva, considerando que es una medida de carácter excepcional, cuyo fin esencial es el aseguramiento procesal.   Se declara sin lugar el recurso. SL
10171-11. PENA. SE DEBE TOMAR EN CUENTA LA CONDICIÓN DE INDIGENA DEL IMPUTADO A LA HORA DE IMPONER UNA SANCION PENAL. Consulta judicial preceptiva de constitucionalidad, formulada por el Tribunal de Casación Penal del Segundo Circuito Judicial de San José, en el proceso para la revisión de sentencia. Dentro de la parte admitida del recurso, el Tribunal consultante solicita el criterio de esta Sala en relación con los siguientes puntos: a) sobre el tema de la función resocializadora de la pena como función declarada del ius puniendi del Estado; b) respecto del análisis de la condición de indígena como critero de valoración del impacto de una pena privativa libertad de poblaciones vulnerables; c) la posible violación del debido proceso si la ejecución de la sanción penal se realiza sin fundamento en una Ley de Ejecución Penal de Adultos que garantice los derechos humanos de los privados y privadas de libertad; d) si la ejecución material de la pena privativa de libertad puede realizarse sobre personas pertenecientes a pueblos indígenas sin una Ley de Ejecución de Penas que analice las consecuencias del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo, y particularmente las establecidas en su artículo 10. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se indica que no corresponden ser resueltos como parte de este trámite de consulta, los puntos a), c) y d). Finalmente, en cuanto al punto b) se evacua la consulta formulada en el sentido de que forma parte del derecho al debido proceso del imputado que cabe proteger mediante el procedimiento establecido en el artículo 408 inciso g) del Código Procesal Penal, el tomar en consideración la condición de indígena del imputado al momento de la imposición de la sanción penal. Debe la autoridad consultante determinar lo que ocurrió en el caso concreto y declarar lo que corresponda. En relación con los demás aspectos consultados, no ha lugar a evacuar la consulta. Evacuada
10172-11. REBELDIA. SE IMPONE PRISION PREVENTIVA SIN LA PRESENCIA DEL IMPUTADO. Alega el recurrente que se dictó en su contra la rebeldía por no cumplir con una de las condiciones de la conciliación a la que había llegado con la ofendida y que fue detenido sin que estuviera presente en la audiencia, en donde se le impuso la prisión preventiva. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso.  SL
10173-11. PRISION PREVENTIVA. PRORROGADA EN FORMA TARDIA. Alega el accionante que fue condenado a 25 años de prisión y en ese mismo momento se le impuso prisión preventiva por el plazo de seis meses. La sentencia y el debate fueron anulados por la Sala Tercera  y se prorroga nuevamente la prisión preventiva por seis meses más, hasta el 14 de julio. Afirma que la prisión venció y aún se encuentra privado de libertad, pues aún cuando el Ministerio Público solicitó la prórroga, el Tribunal de Casación se declaró incompetente y remitió el asunto al Tribunal Penal de Limon, ordenando nuevamente la prisión por seis meses, días después de haberse vencido. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Calzada y Rueda, salvan el voto y declaran con lugar el recurso, sin ordenar la libertad al amparado. SL
DERECHO TRIBUTARIO
11733-11. PRESCRIPCIÓN. SE ALEGA QUE PODER PUNITIVO DE LA ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA NO TIENE PLAZO.  Acción de Inconstitucionalidad contra Articulo 47 de la Ley Reguladora de todas las Exenciones Vigentes, No. 7293. Considera el accionante que las normas son  contrarias a los principios de seguridad jurídica, de inviolabilidad de la propiedad y el principio de interdicción de las confiscaciones, pues su aplicación obliga al intérprete a darle un contenido perpetuo a las obligaciones tributarias exentas, así como al poder punitivo de la Administración para sancionar y cobrar las obligaciones. Señala la Sala que en reiteradas ocasiones, se ha indicado que no existe un derecho fundamental a la prescripción, pues ello es un asunto propio del legislador, quien en uso de su libertad de configuración, se encarga de diseñar los diferentes procesos, los  plazos de prescripción para cada caso, así como las causas de interrupción, suspensión  o terminación. En ese sentido, no corresponde a esta Sala determinar cuál debería ser el plazo  de prescripción que procede en los casos de exoneraciones tributarias, o bien, determinar cuándo debería suspenderse y cuando no,  por cuanto esto no involucra ningún conflicto de constitucionalidad. Con respecto al alegato del contenido perpetuo a los poderes punitivos de la Administración Tributaria para aplicar la sanción que corresponde por cometer el hecho descrito en las normas, se indica que de la simple lectura, se colige que no lleva razón el accionante, pues las normas no hacen referencia alguna a plazos de prescripción. RF
DERECHOS DE LOS EXTRANJEROS

11734-11. CIUDADANIA. RENUNCIA A NACIONALDIAD AL OPTAR POR CIUDADANIA
Acción de Inconstitucionalidad contra Articulo 11 párrafo final de la Ley de Opciones y Naturalizaciones. El accionante aduce que el tercer párrafo del inciso 6 del artículo de la Ley de Opciones y Naturalizaciones es inconstitucional y contrario a los principios de igualdad, razonabilidad y proporcionalidad, por cuanto establece como requisito para la obtención de la nacionalidad costarricense la renuncia a la nacionalidad del país de origen, requisito que no es exigido a otros solicitantes de nacionalidad costarricense. Señala la Sala, que la jurisprudencia de la Sala es amplia en materia de nacionalidad, y tratándose propiamente de los requisitos establecidos a nivel legal para el desarrollo de los preceptos constitucionales sobre la adquisición de la nacional, es clara en definir que lo establecido en el inciso 6 del artículo 11 de la Ley de Opciones y Naturalizaciones dista de ser inconstitucional, por cuanto las diferencias exigidas a los grupos de solicitantes distan de ser arbitrarias, sino que, por el contrario, obedecen a razones objetivas y razonables de acuerdo a su nacionalidad, rango etáreo y la protección otorgada a la familia. Se cita la sentencia 5270-11, en donde ya fueron conocidos y resueltos por la Sala, los argumentos planteados por el accionante. Se rechaza por el fondo la acción. RF
ELECTORAL Y PARTIDOS POLÍTICOS

10833-11. PARTIDOS POLITICOS. EL ACCESO A PUESTOS DE ELECCION POPULAR SOLO SE PUEDE A TRAVÉS DE PARTIDOS POLITICOS. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 48 del Código Electoral. La norma se impugna en la medida que se estima, limita la participación política activa de las personas interesadas, porque define que la postulación para cargos de elección popular debe realizarse mediante un partido político, impidiendo que la persona interesada en postularse lo haga de manera directa y personal. En criterio del accionante, establecer que en las elecciones presidenciales, legislativas y municipales sólo puedan participar partidos políticos, impide el ejercicio de una participación política directa de las personas interesadas, limitando, adicionalmente la libertad de asociación, pues al mismo tiempo determina que quien se muestre interesado en participar electoralmente, deba obligatoriamente estar vinculado a un partido político. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza por el fondo la acción. RF

FAMILIA
10379-11.  MEDIDA ADMINISTRATIVA.  SE ORDENA PONER EN CONOCIMIENTO DEL JUEZ DE FAMILIA.   La recurrente manifiesta que dentro de un procedimiento especial de protección en sede administrativa, se dispuso ingresar a sus hijas al albergue Hogarcito Feliz de Corredores,  por espacio de seis meses. Señala que dicho plazo fue prorrogado y venció, después de lo cual, las niñas fueron devueltas a su madre. No obstante, hace aproximadamente cinco meses,  la oficina local recurrida volvió a trasladar  a las menores al referido albergue, sin contar con sustento legal, ni administrativo, ni jurisdiccional. Agrega que tampoco se ha buscado un recurso familiar donde colocar a las menores, ni se ha tomado en cuenta el ofrecimiento del abuelo materno. Se declara con lugar el recurso únicamente contra la omisión de poner en conocimiento de la autoridad judicial competente la resolución de las 11:30 horas del 28 de febrero de 2011 de la representante legal del Patronato Nacional de la Infancia en Corredores. Se ordena a la Representante Legal de la Oficina Local de Corredores del Patronato Nacional de la Infancia, poner en conocimiento inmediato de la autoridad judicial competente, la medida administrativa indicada. En lo demás, se declara sin lugar el recurso.  CL
10078-11. MENOR DE EDAD. SE ORDENA AL PANI DAR ASISTENCIA. El recurrente reclama que solicitó medidas cautelares a favor de su hijo menor de edad, sin embargo, el Juez hizo caso omiso al peligro que se expone su hijo, y decretó una medida cautelar diferente a la solicitada. Asimismo, alega que de acuerdo al artículo 10 de la Ley de Violencia Domestica no tiene la posibilidad de apelar la medida dictada por el Juez, lo que considera contrario a los derechos fundamentales del amparado. En este caso consta que el Patronato Nacional de la Infancia no tenía conocimiento de lo externado por el recurrente hasta la interposición del presente recurso de amparo. La Presidenta Ejecutiva de dicha Institución informó bajo juramento que se girarán instrucciones a la Coordinadora de la Oficina Local, a fin de garantizar y asegurar que la persona menor de edad, así como sus progenitores reciban adecuada asistencia, orientación y asesoramiento para cumplir satisfactoriamente su rol protector frente a su hijo, brindando el acompañamiento respectivo por medio de la Oficina Local de marras. Por lo anterior, se le recuerda a la autoridad del Patronato Nacional de la Infancia el deber de actuar de forma oportuna y diligente en  aras de investigar la denuncia planteada por el recurrente y salvaguardar el bienestar y desarrollo integral del menor involucrado.  Se declara sin lugar el recurso. Tome nota la Presidenta Ejecutiva del Patronato Nacional de la Infancia de lo dicho en el considerando V de esta sentencia. SL
INTIMIDAD

11177-11. INFORMACION CREDITICIA. DATOS SENSIBLES.   El recurrente  manifiesta que el Director Comercial del Banco Nacional de Costa Rica,  le comunicó que la empresa de Procesamientos de datos DATUM S.A. mantiene en la base de datos  información suya errónea y falsa, donde aparece con una advertencia de haber participado en un fraude o falsificación de tarjetas de crédito en complicidad con una serie de personas. Explica que la confidencialidad y secreto con que se manipuló la información -a pesar de la gravedad de su contenido- le impidió el acceso la entidad, en el tanto le denegaron un crédito, con lo que -a su criterio- se transgredió no sólo su derecho a la información y datos sobre su persona, sino que violentó su derecho a la autodeterminación informativa, el principio de inocencia y defensa. Se declara con lugar el recurso, únicamente en cuanto a la empresa Procesamiento de Datos Datum Net S.A. Se ordena al representante de la empresa, que de inmediato proceda a  excluir de su base de datos  la información del actor, sobre supuestos delitos, así como sus números de celulares y su fotografía. CL
10790-11.   INFORMACION CREDITICIA. MANEJO DE INFORMACION CREDITICIA DESACTUALIZADA.  El recurrente manifiesta que tiene muchos problemas a causa de su inclusión en la base de datos de la empresa Datum. En este sentido, aunque la empresa recurrida le ha indicado que no aparece con deuda alguna, al presentarse a las entidades bancarias, el sistema brinda una alerta de seguridad, que le impide abrir cuentas en los bancos o solicitar tarjetas de crédito. Indica que presentó un documento emitido por el Banco de Costa Rica (en el que se explica la alerta por fraude), pero el representante legal de la empresa se niega a eliminarla, pese a que no tiene crédito alguno con entidad bancaria. La Sala declara sin lugar el recurso porque de la contestación suministrada por la empresa recurrida así como de la prueba traída al expediente electrónico, se desprende que el recurrente no logra demostrar que los datos crediticios que existen sean inexactos o desactualizados o que la empresa se hubiese negado a atender gestión alguna de corrección de información que se estimare incorrecta. Bajo esta inteligencia, descarta la Sala la acusada infracción a los derechos fundamentales del amparado, por lo que se impone declarar sin lugar el recurso en todos sus extremos. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Cruz Castro salva el voto y declara con lugar el recurso.  SL
10703-11. ANTECEDENTES PENALES. RETARDO EN ELIMINAR ANTECEDENTES POR CUMPLIMIENTO DEL PLAZO DE DIEZ AÑOS.  El recurrente manifiesta que el 10 de junio del año en curso retiró una certificación de antecedentes penales y en el mismo se documentó la sentencia que se le impuso el  2 de diciembre  de  1999,  por el  período de un mes. Indica que al cumplido el cálculo decenal,  solicitó a la autoridad recurrida la eliminación de los registros penales que estaban  a  su    nombre  o,  en  caso  contrario,  que  le  indicara  las  razones  para mantener  esos  registros. Señala que  el 17 de junio de 2011, por oficio No. 38-RJ-2011,  el Registro Judicial  le comunicó que "«en nuestra base de datos  no  aparece  registrado  comunicación  del  cumplimiento  de la  sanción impuesta mediante  sentencia   del dos de diciembre de mi novecientos noventa  y nueve." Alega que  en ausencia de  esa  comunicación,  el plazo decenal para que se limpie  su record delictivo pasaría a ser a perpetuidad.     Se declara con lugar el recurso.  Se le ordena a la Jefa del Registro Judicial, proceder a borrar los asientos respectivos en los cuales constan los dos antecedentes penales del amparado, en un plazo de 10 días, a partir de la notificación de esta resolución.  CL
10348-11. ACOSO TELEFONICO. COBRO DE DEUDA POR PARTE DE ENTIDAD PRIVADA. El accionante acusa, que desde diciembre del dos mil diez, ha sido objeto de acoso y hostigamiento cobratorio por parte de la Empresa Management Systems MS Incorporated Ltda., por una deuda contraída años atrás con la Empresa Servivalores S.A., la cual no ha podido eliminar por encontrarse en insolvencia económica. Desde marzo de dos mil once, se han incrementado las llamadas, los faxes y las amenazas por parte de la Empresa recurrida, la cual ha divulgado información privada y personal sobre su condición económica a terceros.  Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al representante legal de la empresa Management Systems MS Incorporated Limitada, adoptar las medidas necesarias para que en lo sucesivo la empresa se abstenga de incurrir en las conductas que ocasionaron la declaratoria con lugar de este recurso. CL
LIBERTAD DE PRENSA
11578-11. PERIODISTA. SE ACUSA AGRESIÓN DE PERIODISTA DE REPRETEL POR PARTE DE POLICIAS. El recurrente manifiesta que el 30 de diciembre de 2010, oficiales de la Fuerza Pública realizaron un allanamiento en la comunidad conocida como "Las Tablas" de Desamparados, en San José.  Indica que durante dicha diligencia, periodistas y camarógrafos de Noticias Repretel, de Canal 6, fueron golpeados en forma brutal por los oficiales, lo que estima lesiona su derecho a la integridad física.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza por el fondo el recurso. RF
11577-11. IMAGEN DE MENOR. PUBLICACIÓN DE IMAGEN DE MENOR DE EDAD INVOLUCRADO EN HOMICIDIO EN CENTRO EDUCATIVO. La recurrente manifiesta, que en el Diario Extra,  fueron difundidas  imágenes de menores de edad  en condiciones  que pueden generar perturbación emocional  en  las personas menores.  Agrega  que  la  población estudiantil  de un  Colegio,  fue  expuesta  a  violencia,  al  ser  testigos  del homicidio  ocurrido   en  días pasados   en  ese  centro educativo,   por  lo  que  estas imágenes producen    una  revictimización  en  los educandos  de  esa  institución, que estuvieron   presentes  al  momento  de  los hechos.   Señala  que  la  publicación  del nombre del victimario,  que para la fecha de los hechos todavía era menor de edad, es improcedente conforme   a  la normativa  que  regula  la materia. Se declara con lugar el recurso, únicamente, en cuanto a la divulgación de la información del supuesto victimario. En consecuencia, se le ordena al Gerente con facultades de Apoderada Generalísima sin límite de suma de la Sociedad Periodística Extra Limitada, abstenerse de incurrir en la conducta que dio mérito para estimar parcialmente el presente amparo. CL 
11575-11. RECTIFICACIÓN Y RESPUESTA.  COLEGIO DE PERIODISTAS INCONFORME CON REPORTAJES DE DIARIO EXTRA.   El recurrente manifiesta, que en una edición  del  diario  La  Extra,  se  publicó  un reportaje  titulado "Diario  Extra acude  a Sala  IV". Posteriormente , se publicaron una serie de reportajes titulados, "Se violentó el derecho a la defensa de Diario Extra", "El Colegio de periodistas actuó de forma arbitraria", "Análisis de opinión pública no debe   ser arbitrario","El Colegio de Periodistas reconoce  que  se equivocó contra Diario Extra", "Sindicalista  se solidariza   con Diario Extra".  Explican  que  para  la  elaboración  de  la mencionada nota, no  se  consultó a las instancias del Colegio de Periodistas de Costa Rica. En virtud  de lo descrito y de los graves errores que se le imputan  al  Tribunal  de Honor y  Ética  del  Colegio  de  Periodistas  de  Costa  Rica,  se  presentó  solicitud  de rectificación  y respuesta,   a  fin  de  que  se aclarara  la  nota;  no obstante,   el medio  recurrido  no  publicó,  ni  aclaró  lo correspondiente.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Jinesta pone nota. SL
11576-11.  RECTIFICACION Y RESPUESTA.  COLEGIO DE PERIODISTAS INCONFORME CON REPORTAJE DE CANAL 42.  Alega el recurrente que en el programa televisivo de CANAL TV 42, se publicaron reportajes sobre  un recurso de amparo interpuesto por  el Diario Extra contra el Colegio de Periodistas de Costa Rica. Señalan que para la elaboración de la mencionada nota no se consultó a ellos ni a otras instancias  de ese Colegio.  Que en virtud  de  lo anterior  y  de  los graves errores  que  se  le imputan  al Tribunal de Honor  y  Ética  del referido colegio,   en  fecha  11  de  julio  del  año  en  curso,  se presentó una solicitud de rectificación y respuesta a fin de que el medio aclarase la nota. Acusan que  en  contradicción con   lo  señalado  en  el  artículo 69 inciso b), el medio no publicó o  aclaró lo solicitado. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Jinesta pone nota.  SL

11574-11.  RECTIFICACION Y RESPUESTA.   COLEGIO DE PERIODISTAS INCONFORME CON REPORTAJE DE LA PRENSA LIBRE. Los recurrentes manifiestan  que   en una edición   del   diario   La   Prensa Libre, se publicó un reportaje   titulado "Grupo   Extra interpone Recurso   de Amparo contra Colegio  de Periodistas".    Posteriormente,  en fecha 07 de julio anterior,  se publicó el reportaje "Avalan proceder del Grupo Extra ante condena del Tribunal de Ética. Abogados  critican proceder  del Colegio de Periodistas".  Explican   que para la elaboración   de la mencionada  nota no se consultó a las instancias  del Colegio de Periodistas de Costa Rica.   En virtud   de lo descrito y de los graves errores que se le imputan   al   Tribunal    de Honor y   Ética  del  Colegio  de  Periodistas  de  Costa Rica, se  presentó  ante  el medio  de  comunicación  recurrido solicitud   de    rectificación   y respuesta,      a   fin   de   que   se aclarara   lo  publicado;  no obstante,   el recurrido  no    publicó  ni    aclaró    lo correspondiente. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Jinesta pone nota.  SL

10834-11. CONFERENCIA DE PRENSA. NEGATIVA DE LA PRESIDENTA DE LA REPUBLICA DE HABLAR SOBRE UN TEMA CONCRETO. Alega el recurrente que la Presidenta de la República se negó hablar el pasado 02 de agosto, en conferencia de prensa, sobre el tema de fertilización in Vitro y la acusación contra Costa Rica ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Considera que lesiona el derecho a la información, por cuanto es un tema de Estado. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza por el fondo el recurso. RF

10697-11.  RADIO. SUSPENSIÓN DE PROGRAMA. El recurrente alega que es productor de un programa en la Radio Cultural de Turrialba y en forma intempestiva el Presidente de la Junta Directiva de la Radio citada prohibió que saliera al aire, lo que considera lesiona su derecho a la libertad de expresión.  Considera la Sala que la decisión de la parte recurrida no se puede considerar arbitraria o desproporcionada, pues ha sino motivada en la falta del permiso por parte de la Junta Directiva de la Radio para que el recurrente sea parte de la conducción y producción de dicho programa radial, quien pese a que fue apercibido, no se presentó para solucionar el problema.  En la especie, no se demuestra que al recurrente se le esté imponiendo forma alguna de pensamiento, tampoco que se le haya impedido expresar su opinión respecto a algún tema en específico, por lo que resulta evidente que la queja planteada en este asunto resulta ser de legalidad y, por ende, es improcedente pronunciarse sobre tales extremos en tanto no tienen la virtud de violentar derecho fundamental alguno en perjuicio del recurrente, pues la determinación sobre la procedencia o no de mantener al aire el programa, es  una decisión propia de legalidad que rige dentro del ámbito privado de dos sujetos, sea el recurrente y la Junta Directiva de Radio Cultural Turrialba.  Si el recurrente tiene alguna disconformidad en el plano de la legalidad, deberá discutirla y resolverla en la jurisdicción ordinaria pero no ante este Tribunal que, como contralor de constitucionalidad, no tiene competencia para pronunciarse sobre tales extremos. Se declara SIN LUGAR el recurso. SL

LIBERTAD DE TRANSITO

11126-11. SEMAFORO. RETARDO EN INSTALACION DE SEMAFORO EN CALLE FRENTE A TRIBUNAL JUDICIAL.   El recurrente manifiesta que en sesión número 19-10 del Consejo Superior del Poder Judicial, celebrada el 2 de marzo de 2010, se conoció de una gestión presentada por su persona, en la que solicitó al Presidente de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo Superior del Poder Judicial, gestionar ante la autoridad recurrida, la instalación a la brevedad posible de un semáforo peatonal frente al Tribunal Contenciosos Administrativo (antiguo edificio Motorota ubicado en Calle Blancos).   Señala que por oficio de fecha 17 de febrero de 2011, el Magistrado Presidente, solicitó lo respectivo a la entonces Ministra de Obras Públicas y Transportes, en cuenta, estudiar la posibilidad de concesionar una línea de buses que llegue a ese edificio o pase muy cerca de éste y habilitar la correspondiente parada de buses.  Acusa que a la fecha no se ha realizado estudio ni obra alguna. En este caso consta que la autoridad recurrida ha tomado las medidas necesarias para asegurar la protección de los peatones sin intervención de este Tribunal. Asimismo,  se están ejecutando las acciones necesarias para efectuar los cambios que se requieren,  por ello se procede declarar sin lugar el recurso.  SL
11126-11. SEMAFORO. RETARDO EN INSTALACION DE SEMAFORO EN CALLE FRENTE A TRIBUNAL JUDICIAL.   El recurrente manifiesta que en sesión número 19-10 del Consejo Superior del Poder Judicial, celebrada el 2 de marzo de 2010, se conoció de una gestión presentada por su persona, en la que solicitó al Presidente de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo Superior del Poder Judicial, gestionar ante la autoridad recurrida, la instalación a la brevedad posible de un semáforo peatonal frente al Tribunal Contenciosos Administrativo (antiguo edificio Motorota ubicado en Calle Blancos).   Señala que por oficio de fecha 17 de febrero de 2011, el Magistrado Presidente, solicitó lo respectivo a la entonces Ministra de Obras Públicas y Transportes, en cuenta, estudiar la posibilidad de concesionar una línea de buses que llegue a ese edificio o pase muy cerca de éste y habilitar la correspondiente parada de buses.  Acusa que a la fecha no se ha realizado estudio ni obra alguna. En este caso consta que la autoridad recurrida ha tomado las medidas necesarias para asegurar la protección de los peatones sin intervención de este Tribunal. Asimismo,  se están ejecutando las acciones necesarias para efectuar los cambios que se requieren,  por ello se procede declarar sin lugar el recurso.  SL
10114-11. DECLARACIÓN. PLAZOS PROCESALES.  Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 162 párrafo primero de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres. El accionante aduce que el artículo 162 párrafo primero de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, es contrario a lo dispuesto en los artículos 33, 39 y 41 constitucionales y violenta los principios de igualdad, inocencia y justicia, constituye una denegatoria de justicia, limita el ejercicio del derecho de defensa y crea desigualdad para los imputados. Dicha norma señala: "En el plazo de diez días hábiles, contado a partir del recibo de la boleta de citación, el imputado deberá comparecer ante el juzgado competente, para manifestar si acepta o no los cargos, o si se abstiene de declarar.” [el resaltado no es del original]. Estima el accionante que la norma debería señalar que el plazo debe computarse a partir del día siguiente hábil del recibo de la boleta y no a partir de su recibo, dado que todos los plazos procesales se computan de esa forma. Señala la Sala que en reiteradas oportunidades se ha señalado que el legislador es competente para establecer los plazos que considere convenientes dentro de los diversos procesos y cita las sentencias 990-11, 6013-11, 18388-10 y 18384-10 y en vista de que no se  no se vislumbra ninguna desproporcionalidad o irrazonabilidad normativa, que pudiera incidir en el derecho de acceso a la justicia se rechaza por el fondo la acción. RF
10174-11. PRUEBA DE ALCOHOSENSOR. ADVERTENCIA SOBRE EL DERECHO DE OPONERSE. Consulta Judicial Facultativa referente a la constitucionalidad de la prueba de alcohol con el alcohosensor. Se hace la consulta dentro de un proceso por conducción temeraria cometido en perjuicio de la seguridad pública, para que se manifieste sobre la constitucionalidad de la prueba de alcohol con el alcohosensor, sin que se le prevenga al afectado sobre su derecho de abstenerse de realizarla. Alegan los jueces consultantes que tal omisión podría violar el derecho de defensa. Se evacua la consulta en el sentido, la prueba de alcohosensor regulada en el artículo 200 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, Ley Nº 7331, es constitucional, y no se requiere, previo a su realización, advertir al imputado sobre su derecho a oponerse a ella. Evacuada.
MINORIAS
11388-11. PERSONA CON DISCAPACIDAD. INSTALACIONES DE CENTRO EDUCATIVO NO CUMPLE CON LEY LEY 7600.    La recurrente manifiesta que su hija tiene diagnóstico de parálisis cerebral y por esa razón se traslada en silla de ruedas. Indica que ingresó al Colegio Técnico Profesional Nataniel  Arias Murillo, en cual no cuenta con espacios físicos accesibles según lo estipula la Ley 7600. Afirma que por esa situación, su hija no ha podido asistir a clases de educación física, y  en todo caso, dentro del gimnasio, los espacios designados para personas con discapacidad se encuentran al nivel del suelo, lo que resulta un peligro durante las actividades deportivas. Indica que las rampas de acceso existentes en todo el colegio, no tiene el nivel adecuado o simplemente no existen. Afirma que  el autobús que transporta a los alumnos a la Finca La Loma, no está adaptado para este tipo de personas. Se declara con lugar el recurso. Se ordena aL Director, y a la Presidenta de la Junta Directiva, ambos del Colegio Técnico Profesional Nataniel Arias Murillo, y al Ministro de Educación Pública, que de manera inmediata giren las órdenes necesarias para que en un plazo de SEIS MESES sean adoptadas las medidas que sean necesarias dentro del ejercicio de sus competencias para garantizar a los estudiantes del sistema prevocacional del Colegio Técnico Profesional Nataniel Arias Murillo en Aguas Zarcas de San Carlos hacer efectivo su derecho a la educación en instalaciones acorde con sus necesidades y que cumplan con las condiciones adecuadas desde el punto de vista estructural. Asimismo, se le ordena a la Presidenta de la Junta Directiva, del Colegio Técnico Profesional Nataniel Arias Murillo y al Jefe del Departamento de Transporte Estudiantil de la Dirección de Programas de Equidad del Ministerio de Educación Pública, que de manera inmediata giren las órdenes necesarias para que en un plazo de SEIS MESES sean adoptadas las medidas que sean necesarias dentro del ejercicio de sus competencias para garantizar el acceso adecuado a los estudiantes con discapacidad al autobús escolar que transporta los alumnos a la Finca La Loma. CL
11418-11. PERSONA CON DISCAPACIDAD. NEGATIVA A PERMITIR INGRESO A CENTRO EDUCATIVO CON PERRO GUIA.   La recurrente –no vidente- reclama que el 20 de junio de 2011 no se le permitió el ingreso al auditorio del Colegio Humboldt, en compañía de su perro guía, aún cuando exigió el cumplimiento de las disposiciones antidiscriminatorias que establece la Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad.   Se declara con lugar el recurso. Se condena a la Asociación Institución Cultural Germano Costarricense, al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a la presente declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo civil.  CL
10798-11. PERSONAS CON DISCAPACIDAD.  EDIFICIO MUNICIPAL NO REUNE CONDICIONES PARA EL ACCESO DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD. Indica el recurrente que en la Municipalidad de Desamparados no hay un servicio sanitario especialmente acondicionado para personas con discapacidad.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Alcaldesa de la Municipalidad de Desamparados, y a la Directora del Área Rectora de Salud de Desamparados, disponer lo necesario para que la orden sanitaria DMM-SA-OS-008-2011 se cumpla cabalmente. CL
10371-11.  INDIGENA. POSESION DE TERRENOS.  Los recurrentes manifiestan que son indígenas de la etnia Cabécar y acusan que la  asociación recurrida les ha quitado dichas tierras "a su antojo", lo cual los coloca en indefensión al no tener  cómo reclamar   sus derechos  adquiridos.  En este caso, señala la Sala que el problema de tierras que acusan los accionantes, ya fue analizado en la sentencia 310-11, en donde se indicó que es un asunto de legalidad ordinaria, que es competencia de los tribunales ordinarios, donde ya se dirime la situación de los recurrentes a quienes se les ha adjudicado parcelas de la Reserva Indígena. Se declara sin lugar el recurso.SL
MUNICIPALIDAD
11855-11. TERRITORIO. SE RECHAZA CONFLICTO DE COMPETENCIA. Conflicto de competencia planteado por el Alcalde de la Municipalidad de Belén contra la Municipalidad de Alajuela. En este caso se impugnan los acuerdos adoptados por otro Municipio, por discusiones de índole territorial, al no estar aparentemente por ley delimitados claramente los límites de uno u otro cantón. Señala la Sala que esta Jurisdicción sólo tiene facultades para conocer sobre conflictos relativos a competencias constitucionales; es decir, de esferas de atribuciones, inmunidades y privilegios establecidos por la Constitución y no relativos a competencias de otra naturaleza, sea que en esta vía no resulta procedente conocer los de conflictos de legalidad o administrativos. De conformidad con lo señalado en el considerando anterior, la gestión en estudio es improcedente por dos razones: a) Por falta de legitimación de quien la interpone, pues en el caso de las Municipalidades, el acuerdo de plantear el conflicto es competencia del Consejo Municipal, aunque quien remite el asunto a la Sala sea el Ejecutivo Municipal y b) en realidad no se cuestiona respecto de ninguna competencia constitucionalmente asignada a las municipalidades, que haya sido ejercida por otra autoridad pública, en violación de competencias establecidas en la propia Constitución Política. De modo que, tal como enseguida se dispone, este tribunal considera que en el presente caso no ha lugar a resolver por su parte el conflicto de competencia. No ha lugar. 

11660-11. VIAS PÚBLICAS. FALTA DE ACERAS EN TRAMO UBICADO EN SAN PEDRO DE CORONADO. Los recurrente acusan en  que  San Pedro de Coronado, frente a la vía pública, entre el establecimiento  “Súper  Chin”  y  la  Escuela Manuel  María Gutiérrez,  existe un tramo de 100 metros de largo en el cual no existen aceras. Lo que supone un riesgo para la vida e integridad física de las personas que deben transitar por zona. Acusan que la Municipalidad recurrida no ha actuado de forma diligente para solucionar dicha situación. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Municipal del Concejo Municipal de Vázquez de Coronado, que adopte de forma inmediata las medidas pertinentes, dentro de su respectivo ámbito de competencia, para que en el plazo de quince días, contado a partir de la notificación de la presente resolución, se aperciba a los propietarios o poseedores de bienes inmuebles ubicados en  San Pedro de Coronado, entre el establecimiento  Súper  Chin  y  la  Escuela Manuel  María Gutiérrez, que no hayan construido aceras frente a sus propiedades, que den inicio a su construcción, ajustando las obras a las especificaciones contenidas en la Ley No 7600 y su reglamento. Lo anterior, sin perjuicio de que en caso de omisión del propietario o poseedor de cumplir las obligaciones señaladas, la Municipalidad de Vázquez de Coronado supla los trabajos, y aplique las multas correspondientes, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 75 y 76 del Código Municipal. CL    

11625-11. REGISTRO DE PROFESIONALES. QUIENES EJERCEN UNA ACTIVIDAD LIBERAL DEBEN REGISTRARSE ANTE LA CORPORACIÓN MUNICIPAL. La recurrente reclama violación a su derecho al trabajo, pues la Municipalidad de Escazú le exige de forma arbitraria el cumplimiento de la licencia municipal para desarrollar su actividad liberal de odontóloga. En este caso consta que el no es un conflicto de la exigencia de pago para una patente comercial para ejercer una profesión liberal, sino la necesidad de registrarse ante la Corporación Municipal para una adecuada administración de los intereses locales, razón por la cual, se declara sin lugar el recurso. SL
11613-11. PRESUPUESTO. SE NIEGA INFORME DE PRESUPUESTO POR PARTE DE LA MUNICIPALIDAD DE LIBERIA. La recurrente, quien es regidora del Concejo Municipal de Liberia, alegó que, el 3 de agosto de 2011, solicitó a la Secretaría del referido órgano, le entregara una copia del informe de la Comisión de Hacienda y Presupuesto,  sobre el  presupuesto  extraordinario  y  las modificaciones  presupuestarias,   leído  en  la sesión  del Concejo  Municipal celebrada   el 1° de agosto de 2011, Sesión Ordinaria No. 31. Aseguró que, la autoridad recurrida, mediante el oficio No. D.R-1013-2011, denegó la documentación de manera arbitraria. Por lo descrito, estimó vulnerado su derecho de acceso a la información administrativa, consagrado por el artículo 30 de la Constitución Política. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se ordena a la Secretaria del Concejo Municipal de Liberia, que DE MANERA INMEDIATA, entregue a la recurrente, copia del informe de la Comisión de Hacienda y Presupuesto del Concejo Municipal de Liberia, sobre el presupuesto extraordinario y las modificaciones presupuestarias. CL
11422-11. VIA PÚBLICA. RETARDO EN ABRIR CALLE PUBLICA LIMITA ACCESO A PROPIEDAD PRIVADA.   El recurrente manifiesta que desde el 29 de agosto de 2008, solicitó ante la Municipalidad de Los Chiles la apertura de una calle pública que une la carretera internacional entre Costa Rica y Nicaragua con su finca y otras propiedades, y llega hasta el río Medio Queso. Refiere que la Municipalidad recurrida expresamente reconoció la existencia de la calle; no obstante, se les ha impedido el paso a los usuarios de dicha vía, haciendo caso omiso de la disposición municipal. Se declara con lugar el recurso por violación a la libertad de tránsito. Se ordena al Alcalde de Los Chiles, o a quien en su lugar ejerza el cargo, remover de forma INMEDIATA al comunicado de la presente resolución, los obstáculos ubicados en la calle pública a la que se hizo referencia en el artículo 1 inciso b) del acta No.171 de la sesión ordinaria celebrada el 18 de febrero de 2009 celebrada por el Concejo de Los Chiles. CL 

11359-11. PUENTE.  RETARDO EN  CONSTRUIRLO, MANTIENE COMUNIDADES DE PAQUERA AISLADAS.    Los recurrentes manifiestan que la comunidad de La Esperanza, ubicada en Paquera, se encuentra prácticamente aislada desde el año 2008, al contar únicamente con una vía de acceso, así como también las comunidades de San Luis, Piedades y Río Frío, sobre el río Seco. Señala que el puente que los comunicaba fue arrasado por el citado río, imposibilitando a los vecinos de esa comunidad el acceso a todos los servicios que se brindan en las localidades de Paquera y Cóbano. Señalan que ante gestiones de esa comunidad, se consiguió un puente Bailey, con recursos costeados por la comunidad; no obstante, el destino del puente fue trasladado a otra comunidad. Se declara parcialmente con lugar el recurso respecto de la Municipalidad del Cantón Central de Puntarenas. Se ordena al Alcalde Municipal de Cantón Central de Puntarenas, que lleve a cabo las actuaciones necesarias y gire las órdenes pertinentes que estén dentro del ámbito de su competencia para que, en el plazo de TRES MESES, contado a partir de la notificación de esta resolución, realicen las obras necesarias, para que se concluya la construcción del puente fijo sobre Río Seco en la comunidad La Esperanza de Paquera. En cuanto al Ministerio de Obras Públicas y Transportes y a la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
11430-11. PERMISOS DE CONSTRUCCION. INCONFORMIDAD CON INSGTALACION DE ALBERGUE PARA INDIGENTES Y DROGADICTOS EN ZONA URBANA.  Los recurrentes manifiestan que la Municipalidad de San José otorgó permiso de construcción a la Asociación Obra de la Misericordia,  para  remodelación y  ampliación de un edificio, para que se instale   un  albergue  para  indigentes  y  adictos,  en  una  cuadra  de  alta  densidad poblacional   sin tomar  en cuenta  la oposición de  la comunidad. Señalan que esa situación  genera condiciones   de inseguridad, debido   a  la frecuente presencia  de drogadictos,  los  cuales  dañan  las  viviendas  aledañas y violenta  el derecho   a  la  salud  y  a  un ambiente   sano  y  ecológicamente equilibrado  de  las personas   que habitan  en  los alrededores.   Según consta a la Sala, la obra se ajusta a lo permitido en todos sus extremos, por lo que no llevan razón los accionantes al indicar que las obras realizadas exceden los permisos otorgados. Tampoco resulta procedente que esta Sala se pronuncie sobre la alegada violación al derecho a la salud y a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado de las personas que habitan en los alrededores del edificio, toda vez que ello es una denuncia que deberán presentar ante la autoridad recurrida o, eventualmente, en la jurisdicción ordinaria. Evidentemente, la construcción de albergues e instituciones que ayuden a personas con adicciones e indigentes, tiene una gran relevancia social, significa una aplicación del principio cristiano de justicia social, y resguarda el derecho fundamental a la dignidad humana, por lo que el interés individual, en este caso concreto, debe ceder ante el social (en sentido similar, ver las sentencias números 2010-04587 de las 10:03 horas del 5 de marzo de 2010 y 2005-05871 de las 15:50 horas del 17 de mayo de 2005).  Se declara sin lugar el recurso. SL
11145-11. AGUAS. DESVIO DE AGUAS SIN ESTUDIOS PROVOCA DAÑOS A CANAL NATURAL.  La recurrente manifiesta que ella y los amparados habitan  en una comunidad ubicada en La Mona Km 12 en el Cantón de  Golfito y, debido a las lluvias  durante  todo  el  año,  el  lugar  es vulnerable  a inundaciones.  Indica  que  la Municipalidad  de Golfito decidió desviar  el cauce natural  de  esa fuente de agua e hizo un canal en la calle pública, sacando dicha fuente  de la propiedad en donde se encuentra.  Menciona  que  la Municipalidad  pretende construir una infraestructura de medianas dimensiones por lo que se procederá a rellenar el terreno, todo esto sin ningún  tipo  de  plan  urbanístico,  sin permiso  del MINAET, estudios   de impacto ambiental  y  sin que  ese canal tenga salida a ninguna  parte. Considera que las actuaciones de  la Municipalidad  recurrida  son  arbitrarias  y ponen en riesgo  su vida y  su salud. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente contra la Municipalidad de Golfito. Se ordena al Presidente del Concejo de Golfito, que tome las medidas que están dentro del ámbito de sus competencias para que en el plazo de UN MES a partir de la comunicación de esta sentencia se resuelva el problema de falta de protección del canal ubicado en un costado de la Escuela La Mona en Golfito. En cuanto al Área de Conservación de Osa del Ministerio de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones  y a la Dirección del Área Rectora de Salud del Ministerio de Salud de Golfito, se declara sin lugar el recurso. CL
11099-11. VIAS PÚBLICAS. INCUMPLIMIETO DE LA LEY 7600 EN URBANIZACIÓN LA GUARIA EN HEREDIA.  El recurrente manifiesta que su  padre  sufrió  un  accidente vascular-cerebral el  año  pasado,  lo  que  causó  la  pérdida  total  de  su  sistema neurológico y, en tales terapias  le han recomendado llevarlo  al parque  o  sacarlo  de  la  casa  para  que  se distraiga y  no  se deprima. Señala que en la urbanización donde habitan las aceras tienen desniveles  desproporcionados  que impiden  el  tránsito de  personas  en  sillas  de  ruedas  o se  exponen  a  fuertes  golpes. Dentro del parque cerca de su casa sólo cuenta  con  una rampa,   cuyo ángulo  de  inclinación  es muy pronunciado  y  además está deteriorada,  lo que imposibilita  transitar con facilidad.  Lo anteriormente  descrito evidencia  que el ente recurrido no se ocupa de verificar el cumplimiento  de  las especificaciones mínimas que contempla  la Ley 7600. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de Heredia, que adopte de forma inmediata las medidas pertinentes, para que en el plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de la presente resolución, se proceda  a adecuar la rampa de acceso y las aceras del parque de la Urbanización La Guaria a las especificaciones contenidas en la Ley N°7600  y su reglamento, así como que en el plazo  de dos meses, contado a partir de la notificación de la presente resolución, se aperciba a los propietarios o poseedores de bienes inmuebles ubicados en la Urbanización La Guaria que no hayan construido o adecuado las aceras frente a sus propiedades conforme a las especificaciones contenidas en la Ley N°7600 y su reglamento, que procedan a su modificación en atención a lo dispuesto en dicha normativa. Lo anterior, sin perjuicio de que en caso de omisión del propietario o poseedor de cumplir las obligaciones señaladas, la Municipalidad de Heredia supla los trabajos, y aplique las multas correspondientes, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 75 y 76 del Código Municipal.  CL
11143-11. VIAS PÚBLICAS. SE ORENA ARREGLAR CALE TIBURON EN URBANIZACIÓN PACUARE DE LIMON. El recurrente acusa que en Calle Tiburón de la Urbanización Pacuare de la Provincia de Limón, la calle se encuentra en muy malas condiciones, por lo que hay mucho polvo que afecta la salud y el ambiente, sin que las autoridades hayan hecho nada por solucionar el problema. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde del Cantón Central de Limón, que inmediatamente adopte las medidas necesarias dentro del ámbito de sus competencias, para que dentro del plazo máximo de SEIS MESES contado a partir de la comunicación de esta sentencia, se solucione el problema que presenta la calle denunciada por  el recurrente en Urbanización Pacuare, Calle Tiburón, de la provincia de Limón. Aunado a ello, se le ordena resolver la denuncia presentada el 19 de mayo de 2011, por las amparadas, notificarles lo resuelto, en el improrrogable plazo de DIEZ DIAS, contado a partir de la comunicación de esta sentencia. CL
10878-11. AGUAS. PROBLEMAS CON AGUAS PLUVIALES EN RESIDENCIAL JARDIENES DE ROMA UBICADO EN HEREDIA. La recurrente aduce que en el Residencial Jardines de Roma en Heredia, no hay un manejo correcto de las aguas pluviales y servidas. En este caso consta que el Ministerio de Salud giró una orden sanitaria dirigida al Alcalde Municipal, en la que ordenó: dar mantenimiento y limpieza a las alcantarillas y cajas de registro pluvial del sistema de evacuación pluvial de la Urbanizadora Roma y presentar propuesta de forma tal que  las mismas sean conducidas mediante sistema de tuberías adecuada a cuerpo receptor o alcantarillado más cercano, evitando  con ello que éstas se desparramen y estanquen en propiedades privadas. Al respecto, si bien se han realizado algunas acciones, tales como limpieza de las alcantarillas, lo cierto es que la problemática todavía no ha sido solucionada de manera definitiva y es menester señalar, como en reiteradas ocasiones ha indicado esta Sala, que las municipalidades no pueden desentenderse de sus cometidos al aprobar construcciones o mejoras. De esta manera, este Tribunal concluye que sí existen problemas de aguas pluviales y servidas en el Residencial Jardines de Roma, razón por la que tanto la Municipalidad accionada como el Ministerio de Salud deberán coordinar entre sí y ejercer las acciones necesarias para darle una solución efectiva a dicha problemática. En todo caso, los dueños de las propiedades en el Residencial citado, incluyendo la recurrente, deben cumplir las órdenes sanitarias giradas por el Ministerio de Salud.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de la Municipalidad de San Rafael y a la Directora del Área Rectora de Salud de Heredia, realizar de forma coordinada las acciones que se encuentren dentro del ámbito de sus competencias para darle una solución definitiva al problemas de aguas pluviales y servidas del Residencial Jardines de Roma, en el improrrogable plazo de UN AÑO, contado a partir de la notificación de esta sentencia. La Magistrada Calzada Miranda pone nota. CL
10889-11. PERMISOS. PERMISOS DE CONSTRUCCIÓN EN PUERTO VIEJO DE SARAPIQUI. Alega la recurrente que la Municipalidad de Puerto Viejo de Sarapiquí, a pesar de la contaminación de mantos acuíferos, continúa extendiendo permisos de construcción, causando un grave impacto ambiental por contaminación de las nacientes de agua que se ubican en su propiedad. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
10216-11. VIAS PÚBLICAS. RECONSTRUCCIÓN DE PUENTE CAIDO.       Los recurrentes manifiestan que  el amparado padece el Síndrome de Appert (síndrome de malformaciones congénitas), por esa razón requiere de enseñanza especial y asiste a la Escuela de Educación Especial de Guácimo. No obstante, no puede asistir porque en su comunidad un puente se cayó hace 2 años, lo que hace del lugar un sitio peligroso y solitario, aún más de lo que es, puesto que la comunidad se encuentra dentro de una zona bananera. Refiere que para tomar deben caminar cuatro kilómetros todos los días, y en ocasiones tiene que llevar al amparado en sus hombros, pues debido a la deformidad de sus pies no soporta caminar. Menciona que han gestionado ante la Municipalidad Guápiles la construcción del puente, y han esperado pacientemente, pero a la fecha no se han realizado la obra. En este consta que la Municipalidad de Pococí no ha tenido una actitud pasiva ante dicha situación, sino que por el contrario ha realizado una serie de acciones tendientes a finalizar dicho trabajo, tales como la gestión y obtención de materiales y servicios por parte del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, así como de la autorización para la compra directa para el "Proyecto de Perforación de Vigas y Platinas para Emplame Puente Frutera", lo que permitirá en un plazo corto el desarrollo de las obras, que  incluyen no sólo la colocación de las platinas, sino además de la plataforma de rodamiento vehicular.  Se declara sin lugar el recurso. Tome nota la autoridad recurrida de lo dicho en el considerando IV de esta sentencia.  SL
10299-11.  VIAS PÚBLICAS. MAL ESTADO DE CALLE EN URBANIZACION BLANQUILLO  DE OREAMUNO DE CARTAGO.   El recurrente alega que la calle de la urbanización Blanquillo en Corazón de Jesús de Oreamuno de Cartago, no cuenta con las condiciones que exige la Ley 7600, aunado a que frecuentemente se presentan derrames de aguas negras sobre la carretera, producto de varias obstrucciones en las tuberías de la planta para tratamiento, lo cual atenta contra el artículo 50 constitucional.   Se declara CON lugar el recurso. Se condena al Alcalde Municipal de Oreamuno, que: PRIMERO: Tome las medidas necesarias para que en el plazo improrrogable de TRES MESES contado a partir de la notificación de esta sentencia, se resuelva el problema existente en el pozo de registro que abastece a los vecinos de la comunidad de la Urbanización Blanquillo, lo cual implica eliminar las obstrucciones que se presentan y canalizar nuevamente las aguas residuales hacia la planta de tratamiento; SEGUNDO: Realizar las gestiones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que dentro del plazo de SEIS MESES contado a partir de la notificación de esta sentencia, se realicen las construcciones y reparaciones necesarias a efecto de que las calles y las aceras de la Urbanización Blanquillo cumplan con los requerimientos establecidos por la Ley 7600, a efectos de garantizar el libre tránsito de las personas con discapacidad. CL 

10302-11. AGUAS PLUVIALES. FALTA DE CONTROL EN CRECIMIENTO URBANISTICO PROVOCA ACUMULACION DE AGUAS PLUVIALES EN CIUDADELA JUNA XXIII DE TILARAN.   La recurrente reclama que la Municipalidad local otorgó permisos de construcción -en los barrios aledaños a la ciudadela en que habita-  sin contar con planes reguladores para el desplazamiento de  las  aguas  pluviales,  con  el  agravante  de  que  el crecimiento  urbanístico  no permite   al  suelo absorber   las  aguas  de lluvia,   lo  que provoca  inundaciones  en  la ciudadela  en que está su casa; sin que a la fecha se haya la dado solución al problema.    Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Tilarán, proceder de manera coordinada e inmediata, a adoptar las medidas que corresponda dentro del ámbito de su competencias, para dar una solución definitiva a las inundaciones que se producen en la Ciudadela Juan XXIII, ubicada en el  distrito central  de Tilarán, Guanacaste, en que se ubica la propiedad de la amparada, lo que deberá hacerse en el plazo máximo de DOS MESES a partir de la comunicación de esta sentencia. CL
10339-11. RIOS. MAL ESTADO DEL MURO DE CONTENCION EN RIO UBICADO EN BARRANCA.   El accionante presenta manifiesta que, actualmente se expone la integridad física de muchos ciudadanos de Puntarenas, especialmente en el sector de Barranca, debido a que el muro de contención  del río no se encuentra en buen  estado. En la época de lluvia el riesgo aumenta, las crecidas del río pueden generar emergencias. Insiste, las autoridades recurridas no han tomado acciones para prevenir desastres.  Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal y al Presidente del Concejo Municipal, ambos de la Municipalidad de Puntarenas, que lleven a cabo las actuaciones necesarias y giren las órdenes pertinentes que estén dentro del ámbito de sus competencias para que, dentro del plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se realicen las obras necesarias, para que se reconstruya el Dique de Terrón Colorado en la margen derecha del Río Barranca en el Cantón de Puntarenas, Distrito de Barranca. En cuanto al Ministerio de Obras Públicas y Transportes, se declara sin lugar el recurso.  CL Parcial
10355-11. VIAS PÚBLICAS.  RETARDO EN RECONSTRUIR PUENTE CAIDO POR INUNDACION EN BUENA VISTA DE SAN CARLOS. El recurrente manifiesta que la comunidad de Buena Vista y lugares aledaños al cantón de San Carlos, en Alajuela, se vieron afectados por las fuertes lluvias de la época que derribó el puente sobre el río La Vieja, vía que comunica Buena Vista con Ciudad Quesada, hecho que provocó que dicho sector quedó incomunicado. Afirma que se han presentado sendas gestiones ante las Municipalidades de San Carlos y Alfaro Ruiz, el Consejo Nacional de Vialidad, la Comisión Nacional de Prevención y Atención de Emergencias con el fin de dar solución al problema de la red vial, a la fecha, sus gestiones no han sido atendidas. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de San Carlos, que lleve a cabo las actuaciones necesarias y gire las órdenes pertinentes que estén dentro del ámbito de su competencia para que, INMEDIATAMENTE, se realicen las obras necesarias, para que se concluyan los accesos al puente Bailey que se instaló sobre el río La Vieja ubicado en la comunidad de Buena Vista, de modo tal que pueda ser utilizado asimismo como puente vehicular. En cuanto al Ministerio de Obras Públicas y Transportes y a la Municipalidad de Zarcero, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

10473-11. BASURA.  SERVICIO DE BASURA EN LA PALMA DE PEREZ ZELEDON.  El recurrente manifiesta que en la comunidad de La Palma de Pérez Zeledón, la  Corporación recurrida no les ha brindado el servicio de recolección de basura, a pesar que allí habitan más de 100 personas, el cual  debe facilitar a todo el Cantón.  En este caso, consta que es prematura la interposición de este proceso de amparo, habida cuenta que todavía no se ha planteado gestión alguna ante la Corporación recurrida con el fin de obtener la prestación del servicio aludido. Ninguna situación ilegítima se tiene por acreditada en el caso concreto que viole o afecte los derechos fundamentales del actor, razón por la cual lo procedente es declarar sin lugar el amparo en todos sus extremos.  Se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada Miranda salva el voto y declara con lugar el recurso. SL
10475-11. AGUAS PLUVIALES. ESTANCAMIENTO DE AGUAS POR FALTA DE CORDÓN Y CAÑO EN LA CALLE.  El recurrente reclama que en el área ubicada en Puntarenas, en el Barrio 20  de Noviembre, por causa de la falta de cordón y caño se producen estancamientos de aguas que ponen en peligro la salud y vivienda de los vecinos. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente contra la Municipalidad del Cantón Central de Puntarenas y, en consecuencia, se ordena al Presidente a.i. del Consejo Municipal de Puntarenas, al Alcalde Municipal del Cantón Central de Puntarenas, , que en forma inmediata, cumplan  las órdenes sanitarias 055- F-2011 y 056- F-2011. La Magistrada Calzada Miranda salva el voto y declara con lugar el recurso.  CL Parcial
PETICION

11286-11. PETICION. ADMINISTRACIÓN PÚBLICA NO ESTÁ OBLIGADA A DAR RESPUESTA A SOLICITUDES DE TRABAJO QUE RECIBE. En este asunto, el recurrente presentó una gestión ante la Presidencia de la República para que se le ayudara a conseguir trabajo, pues estuvo privado de libertad. Dicha gestión, la Presidencia de la República la trasladó al Ministerio de Obras Públicas y Transportes y al Ministerio de Trabajo. Reclama que ha presentado ante tales Ministerios gestiones para que se le resuelva su solicitud de trabajo, las que no han sido contestadas. En ese sentido, estima esta Sala que la Administración Pública no se encuentra obligada a dar respuesta a las solicitudes de trabajo que recibe. En este caso, lo presentado por el accionante, no es más que una gestión de ayuda para conseguir trabajo, en virtud de ello, al no existir una obligación por parte de la Administración de dar respuesta a las gestiones incoadas por el recurrente, no se puede haber lesionado ninguno de sus derechos fundamentales, razón por la cual lo procedente es declarar sin lugar el recurso. SL
PODER EJECUTIVO
10687-11.  PUENTE. SE ORDENA TOMAR MEDIDAS PARA RESOLVER PROBLEMAS EN LA CARRETERA INTERAMERICANA SUR. Reclama el recurrente que desde  la  ampliación  de  los carriles en la carretera Nº 2 Interamericana Sur  ha insistido en  la necesidad de la construcción  de  puentes peatonales en sectores claves de tránsito de personas.  Sin embargo, indica que a la fecha no existen siquiera  proyectos para la construcción  de dichas obras  necesarias. Estima que  la omisión del Estado  de observar  lo dispuesto   en  el  artículo 50 de la Constitución Política, ha ocasionado que más de 140 personas hayan perdido la vida en esa ruta. Refiere,  por otro lado, la  ampliación  se  realizó  sin contar  con  puentes adecuados  sobre   el Río San Isidro  y  el  Río Jilguero, provocando  grandes  embotellamientos   y atrasos   en  las horas  pico.  Se declara parcialmente con lugar el recurso y en consecuencia, se ordena a la Viceministra de Infraestructura y al Director Ejecutivo del Consejo Nacional de Viabilidad, ambos del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, que adopten las medidas necesarias y que ejecute las acciones pertinentes para corregir los problemas detectados con a la carretera interamericana Sur, dentro del plazo improrrogable de UN AÑO a partir de la notificación de esta sentencia, de acuerdo con el informe técnico elaborado por el Director Ejecutivo y miembro del Consejo de Administración, ambos del Consejo Nacional de Vialidad y denominado: "Plan Integral de Seguridad Vial en la Carretera Interamericana Sur San Isidro-Palmares". CL Parcial 
PODER JUDICIAL
10951-11. DENUNCIA. IMPIDEN A USUARIO INGRESO E INTERPOSICIÓN DE DENUNCIA POR ORDEN DE JUEZ.  El recurrente manifiesta que  el domingo anterior    se apersonó a los Tribunales  de Heredia  con su hijo, a denunciar  por  violencia  intrafamiliar  a su esposa debido a las agresiones  y amenazas que profiere continuamente  contra  él y su hijo de 15 años. Refiere que  el guarda  de seguridad no  los dejó entrar, pues, según manifestó por instrucciones  de la jueza  de violencia  doméstica solo se atiende  a quienes llegan  con un  parte policial.  Aduce  que  esa  actuación  es contraria  a  lo establecido   por  el Consejo Superior del Poder  Judicial  para los despachos  que conocen esta materia. Se declara con lugar el recurso. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 50 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional se advierte a Jueza Coordinadora  del Juzgado de Violencia Doméstica de Heredia, que no deberá incurrir en los actos u omisiones que dieron lugar a esta declaratoria. CL
10939-11. DEFENSA TECNICA.  EN VIA CONTENCIOSA. El recurrente manifiesta, que ante la exigencia de contar con patrocinio letrado en un proceso que se lleva en el Tribunal Contencioso Administrativo, solicitó un defensor público, con fundamento en el artículo 8.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el artículo 1023.4 del Código Civil;  según el cual,  para demandar la nulidad de una cláusula abusiva de un contrato tipo o de adhesión, quienes carecieren de asistencia legal y de recursos económicos para pagarla, tienen derecho a ser asistidos por defensores públicos. En este caso, señala la Sala que no le compete revisar si ante la situación procesal y económica del recurrente, procede asignarle un defensor público, toda vez que se trata de una labor propia de la vía común -administrativa o jurisdiccional, ya que ésta Sala no es un contralor de la legalidad de las actuaciones o resoluciones de la Administración. En consecuencia, de considerarlo pertinente, la parte recurrente puede plantear su inconformidad o reclamo ante la misma autoridad recurrida o en la vía jurisdiccional competente, vías en las cuales podrá, en forma amplia, discutir el fondo del asunto y hacer valer sus pretensiones. Se rechaza de plano el recurso.  RP
10113-11. PROCESO JUDICIAL. NOTIFICACIONES AUTOMATICAS. Acción de Inconstitucionalidad contra los artículos 6 y 12 de la Ley de Notificaciones, Citaciones y otras Comunicaciones Judiciales. Ley 7637. El accionante solicita que se declare la inconstitucionalidad las normas impugnadas que tienen relación con la notificación automática, pues estima que resultan discriminatorias, ya que dentro o fuera del perímetro judicial, todas las personas tienen derecho a que se les notifique las resoluciones. Asimismo, considera que las normas impiden acceso a la justicia. No obstante, en reiteradas ocasiones esta Sala se ha pronunciado sobre la constitucionalidad de los artículos aquí impugnados, oportunidades en las que consideró que la notificación automática no resulta inconstitucional, pues si bien la notificación forma parte del debido proceso; lo cierto es, que las reglas procesales obligan a las partes de un proceso a señalar en su primer escrito,  un lugar o medio idóneo y cierto para atender notificaciones; incluso, se obliga al juez a prevenir –inicialmente- a las partes  el señalamiento cuando se haya omitido.  En ese sentido, la actuación negligente de las partes, al omitir señalar un lugar para notificaciones, o bien, al señalar un lugar o medio  que no existe, no funciona o se encuentra fuera del perímetro judicial, no puede ser considerada como una violación al debido proceso, ni al derecho de defensa, por cuanto es una actuación  ajena al despacho y atribuible en su totalidad a  las partes. De esta forma, no solo resultaría ilógico obligar al juez a notificar nuevamente y prevenir a las partes, cada vez que por causa de éstas  no se logre una efectiva  comunicación, sino que además,  implicaría un retraso indebido en el curso normal de los procedimientos (ver en igual sentido las sentencias números 5404-1993, 8864-1998, 8864-2002,  6344-2006, 13327-2006 y 11923-2008). Por otra parte, tampoco se ocasiona una lesión al principio de igualdad, ya que las normas establecen una misma consecuencia para una misma causa, sea, la falta de notificación ante la falta de señalamiento. Así las cosas, no se encuentran en igualdad de condiciones, las partes que sí cumplen con el deber de señalar para notificaciones, respecto de las que omiten señalar o señalan un medio defectuoso (Ver en igual sentido la sentencia 8864-2002). RF
PRIVADOS DE LIBERTAD
11685-11. HACINAMIENTO. CENTRO DE ATENCION INSTITUCIONAL EL BUEN PASTOR. Alegan las recurrentes que en el Centro de Atención Institucional El Buen Pastor lesionan el derecho a la vida y a la salud. 1) Señala que  las condiciones de los alimentos que les brindan no son las apropiadas, ya que aparecen insectos, babosas, patas de cucaracha entre otros, en las ensaladas y demás alimentos. 2) Agregan que existe riesgo en perjuicio la salud de las reclusas y particularmente en el caso de la recurrente que está embarazada. 3) Que el pabellón 13.A.2 se está derrumbando, lo cual pone en peligro la integridad física de algunas privadas de libertad. 4) Que son objeto de maltrato físico y psicológico en dicho centro penitenciario. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara parcialmente con lugar el recurso por lesión al artículo 40 de la Constitución Política, por la omisión del Estado de proporcionar a todas las privadas de libertad trasladas una cama para dormir. Se ordena a  la Directora del Centro de Atención Institucional El Buen Pastor, que en el término improrrogable de quince días contado a partir de la notificación de esta sentencia, suministre a todas las privadas de libertad trasladas una cama para dormir de conformidad a las exigencias de las "Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos", adoptadas por la Organización de las Naciones Unidas.  En cuanto a la lesión al derecho a la vida, salud e integridad física se declara sin lugar el recurso. CL
11861-11.  REUBICACIÓN. PRIVADO DE LIBERTAD CON PROBLEMAS DE SALUD POR HUMO DE CIGARRO.   El recurrente  manifiesta que se encuentra privado de libertad en el Centro de Atención Institucional La Reforma y que actualmente se encuentra ubicado en Puesto 7, mientras se termina de recuperar, en virtud de que se le practicó la amputación del dedo meñique del pie derecho. Afirma que padece de una enfermedad llamada Buerguer que consiste en que el humo del cigarro hace que sus arterias se obstruyan, lo que impide que circule la sangre y los dedos se le “necrotizan”, con la consecuente amputación. Asegura que se le quiere trasladar a otro ámbito de convivencia, en donde su salud física y su vida corren peligro, toda vez que no sólo no se le continuaría dando la atención médica que requiere, que fue lo que ocurrió anteriormente y que desembocó en la amputación de cita sino que además, al estar su enfermedad relacionada con el fumado y al ser un fumador pasivo, en el lugar al cual pretende ser trasladado, teme que su enfermedad se agrave, por consiguiente, continúe perdiendo más partes de su cuerpo.   Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Director del Centro de Atención Institucional La Reforma, INMEDIATAMENTE disponga el traslado del privado de libertad, a una zona, dentro del mismo centro de atención institucional recurrido, la cual se encuentre libre de humo del cigarrillo. CL
11108-11. HACINAMIENTO. CENTRO DE ATENCIÓN LA LETICIA EN POCOCÍ. El recurrente manifiesta que se encuentra privado de libertad en el Centro de Atención Institucional La Leticia, en Pococí, que existe una sobrepoblación carcelaria, pues tienen una población de más de cien personas en condiciones infrahumanas. Los pabellones están muy deteriorados y hay un inminente peligro del colapso de la estructura, lo que generó la clausura del comedor del pabellón B-2. Refiere que han presentado varias gestiones ante las autoridades recurridas por  todos los problemas de infraestructura, hacinamiento, higiene, acceso a los servicios de salud, sobrepoblación en el centro penitenciario, así como, las amenazas y maltratos físicos a los que son sometidos por parte de los oficiales de seguridad y a la fecha no se han tomado las medidas necesarias para dar solución a tales problemas. Se declara parcialmente con lugar el recurso. En consecuencia se ordena al Director General de Adaptación Social, y a la Directora, del Centro del Programa Institucional Pococí, que: a) procedan a girar las órdenes que estén dentro del ámbito de sus competencias para que, dentro del plazo máximo de SEIS MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se adopten las medidas pertinentes para eliminar el hacinamiento crítico en el Centro de Atención Institucional de Pococí; b) informen a este Tribunal sobre el avance y ejecución de las gestiones que se realizan para mejor las condiciones de la población penitenciaria. En lo demás, se declara sin lugar el recurso.  CL Parcial
10583-11. CELDAS.  CONDICIONES DE LAS CELDAS DEL OIJ EN LIBERIA.  El recurrente manifiesta que se  encuentra  privado  de  libertad  en  el  Centro  de  Atención Institucional  La Reforma.  Señala que el 7 de julio  del 2011  se le trasladó a los Tribunales  de  Santa Cruz,  a  fin  de  llevar  a  cabo  una audiencia. Acusa que antes de ingresar  a  la celda del Organismo de Investigación Judicial  de Liberia   le decomisaron   sus pertenencias personales  (cobija,   sábana, almohada  y ropa). Razón, por  la cual, tuvo que permanecer durante 3 días en un lugar  que no reúne las condiciones de higiene  necesarias, cuando se cierran las instalaciones  de  los Tribunales de Justicia, los privados de libertad quedan solos,  es decir, sin custodios,   lo  que genera  que tanto  las pilas como   los servicios sanitarios que  se ubican dentro de las celdas permanezcan sucios hasta las 6 horas de la mañana del día siguiente. Estima  que  los  hechos denunciados atentan  contra la salud y la vida de los privados de libertad,  por cuanto no concibe como  les permiten permanecer   2  o 3  días   recluidos  en  una  celda  con  las condiciones descritas,   lo que constituye un trato cruel y degradante.  Se declara parcialmente CON LUGAR el recurso, por la omisión de suministrarle al amparado una colchoneta durante su detención en las cárceles de la Delegación Regional de Liberia del Organismo de Investigación Judicial. En lo demás, se declara sin lugar el recurso.   CL Parcial

10803-11. CONDICIONES. HACINAMIENTO EN EL CENTRO DE FORMACION JUVENIL ZURQUI.  Los recurrentes acusan que en el Centro de Formación Juvenil Zurquí se ha habilitado un módulo para albergar a la población de personas jóvenes adultas, con el agravante que en tal módulo se presenta un grave problema de sobrepoblación, al punto que gran cantidad de jóvenes duermen en el suelo y se les limita indebidamente sus derechos fundamentales a la salud, la comunicación, la educación, el acceso al trabajo y la recreación. También se ve afectada  la atención técnica que deben recibir. Agregan que, en este momento, tanto la población sentenciada como la indiciada esta mezclada en el referido módulo. Similar situación ocurre respecto de 2 mujeres jóvenes adultas que se encuentran en un área que no reúne las condiciones para albergar a personas privadas de libertad, pues están en un espacio que no es adecuado para su estancia y no se separan las categorías según las cuales se encuentran las privadas de libertad. Se declara parcialmente CON LUGAR el recurso, por el problema de sobrepoblación que afecta a la población masculina de adultos jóvenes que se encuentran privados de libertad en el Centro de Formación Juvenil Zurquí y por cuanto, dentro de esa población, están mezclados sentenciados e indiciados. Se ordena al Ministro de Justicia y Paz, al Director General de Adaptación Social, y a la Directora del Centro de Formación Juvenil Zurquí, que procedan a girar las órdenes que estén dentro del ámbito de sus competencias para que se solucione de forma inmediata el problema de ubicación en un mismo lugar de las personas sentenciadas e indiciadas, así como que dentro del plazo máximo de SEIS MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se elimine el hacinamiento crítico que afecta a la población masculina de adultos jóvenes que se encuentran privados de libertad en el Centro de Formación Juvenil Zurquí, hasta llegar a la capacidad real de ese centro penitenciario. En lo demás, se declara sin lugar el recurso.  CL Parcial
10824-11. UBICACION.  MANTIENEN A PRIVADO DE LIBERTAD EN CELDA DE AISLAMIENTO, A PESAR DE QUE SE ORDENÓ UBICARLO EN OTRO LUGAR.  La recurrente manifiesta que la Jueza Penal de Siquirres, rechazó la solicitud de prórroga de aislamiento del amparado; no obstante, aún se mantiene a su defendido en celda de aislamiento. Se declara con lugar el recurso. Se condena al Estado al pago de los daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de fundamento a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo.   CL

10285-11. AGRESION. PRIVADO DE LIBERTAD GOLPEADO POR OFICIALES DE SEGURIDAD. Alega el recurrente que se encuentra descontando pena privativa de libertad en el C.A.I. La Reforma, sección mediana cerrada y afirma que fue agredido y severamente golpeado por varios de los custodios que lo trasladaban, causándole lesiones, que solicita sean valoradas. De la relación de hechos probados en esta sentencia, y de la prueba técnica allegada a los autos –Dictamen Médico Legal número-, se constata que los hallazgos descritos por el tutelado son compatibles con la historia suministrada en el escrito de interposición de este recurso. En este sentido, si bien las autoridades recurridas del Centro de Atención Institucional La Reforma informan que no se han violentado los derechos del amparado, del dictamen rendido por las autoridades de la Sección Clínico Médico Forense, del Departamento de Medicina Legal del Organismo de Investigación Judicial, se desprende, con toda claridad, que las lesiones que presenta el recurrente, se podrían haber producido en el mismo tiempo en que el amparado indica que se dio la agresión. Por lo expuesto, lo procedente es declarar con lugar el recurso,  no sin antes advertir a los recurridos, que no deben incurrir a futuro en los actos u omisiones que dieron mérito a la estimatoria del hábeas corpus. Se declara con lugar el recurso. De conformidad con lo dispuesto por los artículos 50 y 71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se advierte a las autoridades del Centro de Atención Institucional La Reforma, que no deben incurrir a futuro en los actos u omisiones que dieron mérito a la estimatoria de este hábeas corpus. CL
SERVICIOS PUBLICOS

11620-11. AUDIENCIA PÚBLICA. INCREMENTO TARIFARIO.  Los recurrentes reclaman que la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos le causó indefensión a los usuarios de la ruta número 123 descrita como San José- La Legua de Aserrí y viceversa, pues convocó a una audiencia pública en el procedimiento de incremento tarifario en el Centro de Aserrí, que queda a varios kilómetros de sus casas, ya que esa ruta también transcurre por los pueblos La Legua, San Andrés de León Cortés, San Gabriel, Frailes Bustamante y San Ignacio. Se declara con lugar el recurso. Se anula la convocatoria efectuada por la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicas en la Gaceta número 134 del 12 de julio de 2011,  para la audiencia pública para conocer la propuesta planteada por la empresa Autotransportes La Legua S.A., referente a la revisión tarifaria de la ruta número 123 descrita como San José- La Legua de Aserrí y viceversa, expediente número ET-78-2011. Se ordena al Regulador General de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, realizar las gestiones que estén dentro del ámbito de su competencia para que se reprograme la audiencia mencionada, con el fin de que la misma se efectúe de manera tal que garantice la asistencia de las personas que puedan verse afectadas por dicha solicitud, ya sea mediante la realización de audiencias en diversos centros de población a los que los interesados puedan acceder sin enfrentarse a problemas de distancias excesivas o falta de servicio de transporte público, o bien, mediante el uso de enlaces tecnológicos que permitan las transmisión de esa audiencia a dichos lugares, así como la participación de los afectados. CL
11013-11. AGUA. NIEGAN SERVICIO. Los recurrentes reclaman que el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, a pesar de sus múltiples solicitudes, aún no les ha abastecido con agua potable sus viviendas, a pesar de tener un tanque muy cerca de las mismas. Asimismo acusan el mal estado de la calle, sin que la Municipalidad haga nada. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Subgerente General con Facultades de Apoderado Generalísimo sin límite de suma del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, que instale una fuente pública de agua a los recurrentes frente al tanque de agua existente; y que analice la situación e incluya el proyecto de desarrollo de infraestructura para el abastecimiento de agua potable y que coordine con las instituciones correspondientes para llevar dichas obras a cabo a la brevedad.  CL Parcial
10709-11. AGUA. DESCONEXION ARBITRARIA DEL SERVICIO EN TERRITORIO INDIGENA.  La recurrente considera lesionados sus derechos fundamentales, en particular los contenidos en el artículo 21 constitucional, en virtud de que pese a que tiene cancelado hasta el mes de agosto del año en curso inclusive, el recibo correspondiente al servicio y suministro de agua potable, le cortaron el tubo de PVC por medio del cual se provee dicho líquido, sin que a la fecha de interpuesto el recurso se haya reinstalado el servicio.   Se declara CON LUGAR el recurso y, en consecuencia, se ordena al Presidente de la Asociación de Desarrollo Integral de la Reserva Indígena de Guatuso, Alajuela, que adopte y ejecute las medidas necesarias, a fin de que en el plazo de SIETE DÍAS, contado a partir de la notificación de esta sentencia, proceda reconectar el servicio de agua potable al inmueble propiedad de la recurrente y que se garantice el disfrute del servicio de agua potable, de lo que se deberá informar oportunamente a este Tribunal Constitucional. Se condena a la Asociación de Desarrollo Integral de la Reserva Indígena de Guatuso, Alajuela al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de fundamento a esta declaratoria, los que se liquidarán en vía civil. CL

10700-11. AGUA Y ELECTRICIDAD.  DESCONEXION DE SERVICIOS POR PARTE DE UN PARTICUPAR. Acusa el recurrente que habita en un inmueble que se encuentra en discusión dentro de un proceso sucesorio, y que el 13 de junio pasado, la recurrida –en su condición de albacea- se presentó a su vivienda solicitándole que la desocupara, alegando que era de su propiedad y la iba a vender; además, procedió a cortarle el servicio de agua y electricidad que puntualmente cancelaba, lo cual vulnera sus derechos fundamentales. Se declara con lugar el recurso, únicamente en cuanto al tema de suspensión de los servicios públicos de luz y agua. En consecuencia, se ordena a la recurrida, que en forma inmediata, tome las medidas necesarias para reestablecer la instalación de los servicios de agua y electricidad, en la misma forma en que se encontraba antes de la interrupción de los servicios en la vivienda que habita el recurrente. En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL 

10490-11. SUBSIDIO.  PAGO DE INCAPACIDAD POR ACCIDENTE DE TRANSITO.   Alega el recurrente que sufrió un accidente de tránsito y para el pago del subsidio por incapacidad del Seguro Obligatorio de Vehículos se le exigió presentar los factureros y una certificación del Registro Público en la que conste que no ha cartulado durante el tiempo que ha estado incapacitado, requisito que estima arbitrario. Además, a la fecha, no se le ha realizado el tratamiento dental que requiere debido al daño ocasionado por el accidente supra indicado.  En este caso, considera la Sala que no es excesivo la prueba exigida para el pago correspondiente, por cuanto consta que la entidad aseguradora tiene duda de si el recurrente ha estado laborando en los períodos en que se le ha extendido la  incapacidad –lo que de ser cierto, resultaría improcedente-por lo que le solicitó la prueba necesaria para verificar o desacreditar esa situación y así continuar pagándole el subsidio correspondiente. No se trata de un acto denegatorio sino de la exigencia de ciertos requisitos para pagarle al amparado el subsidio que reclama ante la duda en cuanto a si ha laborando pese a estar incapacitado. Se declara sin lugar el recurso.  SL
10217-11.  AGUA. NIEGAN SERVICIO.  Alega la recurrente que presentó una solicitud de servicio ante la autoridad recurrida; no obstante, se le informó que debía cubrir una serie de rubros necesarios para ello, los cuales no puede cumplir. En este caso, señala la Sala que lo requerido por la institución recurrida a la amparada no resulta ilegítimo, pues tiene fundamento en el hecho de que tras realizar una inspección, se determinó que la propiedad de la tutelada se encuentra a una distancia que sobrepasa el alcance de la red pública, de ahí que resulte necesario la construcción de la extensión del ramal, conforme lo dispuesto por el artículo 31 del Reglamento de Prestación de Servicios de la institución recurrida, requisito que ya ha sido avalado por este Tribunal en su jurisprudencia (véase la sentencia número 17249-10). Lo procedente es desestimar el recurso planteado, no obstante, tomando en cuenta la relevancia del servicio requerido por la tutelada, deberá el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados instalar a la amparada una fuente pública, con el fin de que pueda tener acceso al agua potable. Se declara sin lugar el recurso. SL
SUJETO DE DERECHO PRIVADO
10960-11. SANCION. INAHBILITACION POR DEUDA IMPUESTA A FUTBOLISTA.  La recurrente manifiesta que la recurrida procedió a inhabilitar al amparado para que compita como jugador del fútbol de primera división, hasta tanto no cancele una deuda que sostiene con el Municipal de Pérez Zeledón, lo que constituye una violación a su derecho al trabajo, toda vez que la deuda mencionada debe ser cobrada en la vía ordinaria del caso. Señala la Sala que la sanción cuestionada tiene fundamento en la normativa que regula los aspectos de competición del fútbol de Primera División, disposiciones a los que el tutelado dispuso someterse cuando ingresó a formar parte de un club de la máxima categoría,  este Tribunal considera que el reclamo de la accionante resulta ajeno al ámbito de las competencias de esta jurisdicción, toda vez que los eventuales reclamos relativos a aspectos relacionados con la aplicación de las normas antes mencionadas, constituyen un aspecto que debe ser alegado ante dichas instancias, mas aún si se toma en cuenta que la recurrida no se encuentra dentro de los supuestos establecidos por el artículo 57 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional.  Se rechaza de plano el recurso.  RP















